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Resolución

Número: 

Referencia: RESOLUCION GENERAL

 
Visto:

El Código Civil y Comercial de la Nación aprobado por Ley N° 26.994; la Ley General de Sociedades N° 19.550 (T.O. 1984) y sus
modificatorias; la Ley Nacional N° 25.506 de Firma Digital y la Ley Provincial N° 3.997 de adhesión; la Ley Nacional N° 25.326 de
Protección de los Datos Personales; las Leyes Nacionales N° 25.246 y N° 27.739 y las resoluciones de la Unidad de Información Financiera; la
Ley K N° 3.827, orgánica de la Inspección General de Personas Jurídicas; la Ley A N° 2.938 de Procedimiento Administrativo, con las
modificaciones introducidas por la Ley N° 5.730; la Ley K N° 5.418, con el Capítulo II “Modernización Digital” incorporado por la Ley N°
5.730; la Ley N° 5.793, de creación del Ecosistema Digital de Integrabilidad de la Provincia de Río Negro (EDI RN); la Ley N° 5.287, de
Registro Público de Asociaciones Civiles; los Decretos Provinciales N° 1732/2017, N° 19/2018, N° 645/2024 y N° 179/26; las Resoluciones
Generales dictadas por este Organismo que se sustituyen; y

CONSIDERANDO:

Que la Ley General de Sociedades N° 19.550 (T.O. 1984) y el Código Civil y Comercial de la Nación establecen el régimen de fondo de las
personas jurídicas privadas, y que la Ley K N° 3.827 atribuye a la Inspección General de Personas Jurídicas de la Provincia de Río Negro las
funciones de Registro Público, fiscalización y control de legalidad en el ámbito provincial, así como la facultad de dictar las reglamentaciones
necesarias para el cumplimiento de sus funciones.

Que la Inspección General de Personas Jurídicas es la puerta de entrada institucional de toda iniciativa colectiva en la Provincia: ante ella nacen
las sociedades comerciales, las asociaciones civiles, las fundaciones, los contratos asociativos y los fideicomisos, y ante ella transcurre toda su
vida institucional —reformas estatutarias, designación de autoridades, asambleas, rúbrica de libros, variaciones de capital, reorganizaciones,
sucursales, transformaciones y, llegado el caso, su disolución y liquidación—. La calidad, celeridad y previsibilidad de sus servicios
condicionan, por ello, de manera directa la vida cotidiana de las personas humanas que emprenden y se asocian, y la de las personas jurídicas
en cada etapa de su existencia, desde su constitución hasta su cancelación registral.

Que en ese entendimiento, el Ministerio de Gobierno y Trabajo —del cual depende este Organismo— y la propia Inspección General de
Personas Jurídicas han asumido la decisión política de modernizar integralmente sus sistemas y servicios, en acción coordinada con el
Ministerio de Modernización: al primero y a esta Inspección corresponde la conducción político-institucional de la reforma, la reingeniería de
los procedimientos y la revisión normativa que la presente materializa; al Ministerio de Modernización, la provisión de la plataforma
tecnológica, los servicios de interoperabilidad y los estándares de la transformación digital del funcionamiento estatal. Esta articulación
interministerial expresa una misma vocación de gobierno: que la tecnología no sea un fin en sí mismo, sino la herramienta con la que el Estado
rionegrino simplifica la vida de las personas —humanas y jurídicas— y potencia el entramado institucional, productivo y comunitario de la
Provincia.

Que esta medida se inscribe, asimismo, en el proyecto general que el Gobierno de la Provincia de Río Negro lleva adelante bajo la conducción
del señor Gobernador, orientado a transformar a Río Negro en una provincia líder en la recepción de inversiones y en la potenciación de la
competitividad de su sector productivo y comercial. Río Negro atraviesa un tiempo histórico: se consolida como nodo exportador de la energía
argentina —con el oleoducto Vaca Muerta Oil Sur y la terminal de Punta Colorada, los proyectos de gas natural licuado sobre el Golfo San
Matías, y el desarrollo de las energías renovables y del hidrógeno—, mientras la minería de la Región Sur, la fruticultura del Alto Valle —
referencia internacional en la producción de peras y manzanas—, la vitivinicultura, la agricultura y la ganadería en expansión, la pesca del



litoral marítimo, el turismo con San Carlos de Bariloche como emblema y la economía del conocimiento completan un mapa de economías
regionales diversas y pujantes que reclaman un Estado a la altura de su dinamismo. Sobre los pilares de la estabilidad política, la previsibilidad
económica, el acuerdo social y la seguridad jurídica que el Gobierno Provincial ha consolidado, un Registro Público moderno, digital y ágil
constituye verdadera infraestructura institucional de la inversión: cada sociedad que se constituye en días y no en meses, cada pyme que se
formaliza sin trasladarse, cada cooperadora, club o asociación que resuelve sus trámites desde su localidad, es desarrollo que se arraiga en el
territorio rionegrino.

Que en consecuencia, la transformación digital de este Organismo no agota su sentido en la despapelización ni en la eficiencia administrativa:
es un instrumento al servicio del objetivo mayor de hacer de Río Negro una provincia con mayor desarrollo económico y más competitiva en el
elenco de las provincias argentinas, reduciendo los plazos y costos de los trámites registrales —que integran, en definitiva, el costo de invertir,
producir y asociarse— y ofreciendo a quienes eligen radicar sus proyectos en la Provincia un organismo de registro y fiscalización comparable
a los más avanzados del país.

Que la reforma se apoya en la política de Estado de modernización que la Provincia viene desarrollando en forma sostenida: el Decreto N°
1732/2017 aprobó la implementación del Sistema de Gestión Documental Electrónica (GDE); el Decreto N° 19/2018 aprobó el Plan de
Modernización del Estado Provincial; la Ley N° 3.997 adhirió a la Ley Nacional N° 25.506, reconociendo el empleo y la plena eficacia jurídica
de la firma digital y de la firma electrónica; y se ha desplegado una red provincial de emisión de firma digital a través de las delegaciones del
Registro Civil,  junto con la migración del GDE a su versión Provincias 4 y el desarrollo del Ecosistema de Trámites del Estado Rionegrino.

Que la Ley N° 5.730 incorporó a la Ley K N° 5.418 el Capítulo II “Modernización Digital”, que consagra: la despapelización y simplificación
de todos los trámites administrativos provinciales (art. 11); el domicilio electrónico administrativo obligatorio de cada ciudadano, con los
efectos del domicilio constituido y plena eficacia de las notificaciones que allí se practiquen (art. 14); la simplificación administrativa mediante
un único acceso a todos los trámites (art. 16); la interoperabilidad obligatoria entre organismos (art. 17); la equivalencia entre el documento
electrónico —incluso el digitalizado a partir de originales en papel conforme al procedimiento que fije la autoridad de aplicación— y el
original en soporte papel, con idéntica eficacia y valor probatorio, en los términos del artículo 293 y concordantes del Código Civil y Comercial
de la Nación (art. 18); y la garantía de acompañamiento y atención por ventanilla física para las personas con discapacidad o en situación de
vulnerabilidad (art. 20).

Que la misma Ley N° 5.730 reformó la Ley A N° 2.938 de Procedimiento Administrativo habilitando el inicio y la tramitación de las
actuaciones mediante el expediente electrónico-digital y el registro de la identidad digital (art. 3°); la constitución obligatoria de domicilio
electrónico (art. 36); la recepción de escritos en papel de terceros con su digitalización y firma digital del agente para dar fe de su autenticidad
(art. 41 bis); la presentación digital en cualquier día y hora, con el cargo determinado por la fecha y hora de ingreso al Sistema y el plazo de
gracia de las dos primeras horas hábiles del día posterior al vencimiento (art. 42 bis); la constancia digital de presentación remitida al domicilio
electrónico (art. 46); y la notificación en el domicilio electrónico constituido en el Sistema para las actuaciones digitalizadas (art. 64).

Que la Ley N° 5.793 creó el Ecosistema Digital de Integrabilidad de la Provincia de Río Negro (EDI RN), red de intercambio seguro, auditable
y trazable de datos, procesos y servicios digitales entre organismos, basada en tecnología de plataforma de interoperabilidad de código abierto
(X-Road), que garantiza la validez jurídica de los intercambios, la seguridad, la confidencialidad, la trazabilidad y el no repudio de las
comunicaciones digitales, y que consagra el principio de “una sola vez”, conforme al cual la información otorgada por la persona o generada
por un organismo del Estado no debe ser requerida nuevamente por los integrantes del Ecosistema, previendo asimismo la vinculación con
fuentes auténticas externas a la jurisdicción provincial mediante el mecanismo de aduana digital.

Que el Decreto N° 179/26 creó el plan “Río Negro Papel Cero”, cuyo objetivo es eliminar el uso de expedientes físicos y transformar la
administración provincial en un sistema íntegramente digital, meta hacia la cual debe orientarse la reglamentación de este Organismo,
garantizando en la transición la coexistencia plenamente válida del canal digital y del canal en soporte papel, hasta tanto se convalide el
adecuado funcionamiento de los sistemas y pueda evolucionarse hacia el funcionamiento exclusivamente digital.

Que en dicho marco, y a requerimiento del Ministerio de Gobierno y Trabajo y de esta Inspección General, el Ministerio de Modernización ha
desarrollado —con la participación activa de los equipos técnicos y jurídicos de este Organismo, que aportaron el conocimiento de los
procedimientos registrales y de fiscalización— el nuevo sistema para la prestación de servicios digitales de la Inspección General de Personas
Jurídicas, que comprende la plataforma de tramitación en línea, el nuevo diseño y esquema del sistema de formularios electrónicos —que
minimizará los errores en las presentaciones—, la reserva digital de denominación, las notificaciones electrónicas y la integración con las
fuentes auténticas de datos del EDI RN, correspondiendo dotar de plena validez legal a todas las actuaciones que se realicen por esos medios.

Que el sistema así desarrollado no es una solución enlatada adquirida a terceros: es inteligencia rionegrina al servicio de las y los rionegrinos,
planificada y construida por los equipos de la propia administración provincial con las mejores tecnologías disponibles, contemplando
exclusivamente las necesidades, los procedimientos y la realidad territorial de la Provincia. Ese modo de construir otorga al Estado rionegrino
soberanía tecnológica sobre sus propios sistemas y la flexibilidad necesaria para que este hito —verdadera bisagra que transforma
definitivamente el funcionamiento de la Inspección General de Personas Jurídicas— no se agote en su puesta en marcha, sino que continúe en
forma constante incorporando nuevas funcionalidades, integraciones y simplificaciones que mejoren la eficiencia y la eficacia del Organismo,
en orden a los objetivos de potenciar el desarrollo económico y social de la Provincia de Río Negro.

Que la identidad digital del ciudadano, registrada y validada conforme a las plataformas provinciales y a los servicios de validación de
identidad del Registro Nacional de las Personas, junto con la firma digital y la firma electrónica de la Ley Nacional N° 25.506, constituyen



mecanismos seguros de autenticación e imputación de autoría que deben ser admitidos para la realización de la totalidad de los trámites de
competencia del Organismo.

Que el principio de “una sola vez” impone que la Inspección General de Personas Jurídicas releve progresivamente a las personas interesadas
de la carga de acompañar certificados, informes y constancias que obren en registros públicos, sustituyéndolos por la constatación directa en las
fuentes auténticas de datos de otros organismos a través de los mecanismos de interoperabilidad del EDI RN, dejando constancia de la consulta
en el expediente, y requiriéndolos únicamente cuando la consulta no resulte técnicamente posible.

Que la experiencia comparada avala el camino adoptado y confirma que la modernización registral es también una dimensión de la
competencia entre jurisdicciones por la radicación de empresas e instituciones: la Inspección General de Justicia de la Nación aprobó nuevas
Normas por Resolución General N° 15/2024 y avanzó en 2026 —Resolución General N° 5/2026— hacia la constancia de inscripción
íntegramente digital con firma digital del funcionario, la eliminación de copias en papel, la emisión electrónica de resoluciones y un
cronograma de implementación progresiva; la Inspección de Personas Jurídicas de Córdoba opera el cien por ciento de sus trámites en forma
digital, con integración a los organismos tributarios, bancarios y al Boletín Oficial, firma en plataforma y constancias en línea de plena validez
jurídica; la Dirección Provincial de Personas Jurídicas de Buenos Aires dispuso desde 2025 la tramitación digital exclusiva de la generalidad de
los trámites, preservando para las asociaciones civiles el canal en papel asistido; y la Dirección de Personas Jurídicas de Mendoza emite sus
resoluciones y certificados con validez exclusivamente digital. La presente reglamentación adopta las mejores prácticas de dichas jurisdicciones,
adaptadas al régimen rionegrino, con el propósito de posicionar a esta Inspección General entre los registros públicos más modernos del país.

Que la transformación digital debe realizarse con inclusión: se garantiza la atención presencial y asistida en la sede central y en las Inspecciones
Regionales, la recepción de presentaciones en soporte papel y su digitalización con valor de original, y el acompañamiento a las personas con
dificultades de acceso a las tecnologías, conforme al artículo 20 de la Ley K N° 5.418, con especial atención a las asociaciones civiles, clubes,
cooperadoras y entidades comunitarias de todo el territorio provincial, que complementan la acción del Estado en materia social, cultural,
deportiva y comunitaria.

Que el tratamiento de datos personales derivado de la tramitación digital y de la interoperabilidad se ajustará a la Ley Nacional N° 25.326, al
artículo 20 de la Constitución Provincial y a los principios de finalidad, minimización, seguridad y confidencialidad, reconociéndose el derecho
de la persona a auditar los accesos a su información conforme a la Ley N° 5.793.

Que corresponde asimismo prever el régimen transitorio de los expedientes en trámite, el derecho de opción de los interesados por el nuevo
régimen y el cronograma de implementación progresiva de los módulos digitales, a fin de asegurar la continuidad de los servicios registrales
durante la transición.

Que la presente se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por la Ley K N° 3.827 y demás normativa citada.

Por ello,

LA INSPECTORA GENERAL DE PERSONAS JURÍDICAS

R E S U E L V E

Artículo 1°: APROBACIÓN.  Aprobar la reglamentación de los procedimientos que tramiten por ante la Inspección General de Personas
Jurídicas de la Provincia de Río Negro y sus Inspecciones Regionales que, como Anexo I, forma parte integrante de la presente (“las Normas”).

Artículo 2°: VIGENCIA. Las Normas entrarán en vigencia a partir del 09 de Septiembre de 2026. Los módulos, funcionalidades y trámites del
sistema digital se habilitarán conforme al Cronograma de Implementación previsto en el artículo 4°.

Artículo 3°: RÉGIMEN TRANSITORIO. Los trámites iniciados con anterioridad a la entrada en vigencia continuarán rigiéndose por la
normativa anterior hasta su conclusión. No obstante, la persona interesada podrá optar expresamente, en cualquier estado del trámite y por
presentación en el expediente, por la aplicación de las Normas y/o por la migración del expediente al soporte digital, en cuanto resulte
técnicamente posible. La opción es irrevocable respecto del trámite en que se formula.

Artículo 4°: CRONOGRAMA DE IMPLEMENTACIÓN. La máxima autoridad del Organismo aprobará y publicará en el sitio web oficial
el Cronograma de Implementación de la tramitación digital, en el que se indicarán los trámites y funcionalidades habilitados en cada etapa.
Hasta la incorporación de un trámite al Cronograma, éste podrá iniciarse y sustanciarse por cualquiera de los canales previstos en las Normas.
La incorporación de un trámite al Cronograma no priva de validez a las presentaciones en soporte papel, que seguirán siendo admitidas y
digitalizadas conforme a las Normas, hasta tanto se disponga —previa evaluación del funcionamiento de los sistemas y con la debida difusión
— su tramitación exclusivamente digital, en consonancia con las metas del Decreto N° 179/26.

Artículo 5°: EQUIVALENCIA DE CANALES. Las actuaciones cumplidas por medios digitales conforme a las Normas tienen idéntica
validez y eficacia jurídica que las cumplidas en soporte papel. Ningún trámite podrá ser rechazado ni observado por la sola circunstancia del
canal —digital o papel— utilizado para su presentación, mientras ambos se encuentren habilitados.

Artículo 6°: INTEROPERABILIDAD. Instruir a las áreas competentes del Organismo a gestionar, con intervención del Ministerio de



Modernización, la incorporación y ampliación progresiva de los servicios de consulta a fuentes auténticas dentro del Ecosistema Digital de
Integrabilidad de Río Negro (Ley N° 5.793), incluidas las fuentes de otras jurisdicciones a través del mecanismo de aduana digital, a fin de
sustituir gradualmente los requisitos documentales por constataciones directas, conforme al Capítulo II del Título I del Anexo I.

Artículo 7°: CAPACITACIÓN. Instruir a las Inspecciones Regionales, Departamentos, Registros y demás áreas del Organismo para que, en
el ámbito de sus competencias, adopten las medidas necesarias para informar, capacitar e instruir a todo el personal respecto de las Normas y
del funcionamiento de los sistemas digitales, con especial atención a la asistencia de las personas usuarias.

Artículo 8°: DIFUSIÓN. Encomendar a la Mesa de Entradas Integral y al área de comunicación la publicación de avisos en cartelería, sitio
web oficial, plataforma de trámites y redes institucionales, informando a particulares y profesionales la entrada en vigencia de las Normas, el
Cronograma de Implementación y los canales de atención disponibles.

Artículo 9°: PROTECCIÓN DE DATOS. El tratamiento de los datos personales obtenidos en la tramitación y por interoperabilidad se
ajustará a la Ley Nacional N° 25.326 y a la Ley N° 5.793, quedando limitado a la finalidad del trámite y sujeto a los deberes de seguridad y
confidencialidad.

Artículo 10: DEROGACIÓN.  Derogar las Resoluciones de igual o inferior jerarquía dictadas por este Organismo que se opongan a la
presente. Las resoluciones dictadas sobre materias no reguladas por las Normas conservan su vigencia.

Artículo 11: FACULTADES DE IMPLEMENTACIÓN. Facultar a la máxima autoridad del Organismo a dictar las disposiciones
complementarias, instructivos técnicos y manuales de procedimiento necesarios para la implementación de las Normas, y a aprobar los
formularios y modelos electrónicos, sus actualizaciones y los estándares técnicos de los documentos digitales.

Artículo 12: Registrar, comunicar y publicar en el Boletín Oficial. Cumplido, archivar.

 

ANEXO I — NORMAS DE LA INSPECCIÓN GENERAL DE PERSONAS JURÍDICAS DE LA PROVINCIA DE RÍO NEGRO

TÍTULO I: DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO I: PRINCIPIOS GENERALES

Artículo 1°: PRINCIPIOS. A los fines de la interpretación y aplicación de las disposiciones contenidas en la presente reglamentación, son
plenamente aplicables los principios que a continuación se mencionan:

1. Principio de Rogación;

2. Principio de Legalidad;

3. Principio de No Convalidación y Presunción de Integridad;

4. Principio de Inscripción;

5. Principio de Tracto Sucesivo o continuidad registral;

6. Principio de Prioridad Directa;

7. Principio de Celeridad Procesal;

8. Principio de Interoperabilidad;

9. Principio de informalismo a favor del administrado ;

10. Principio de equivalencia funcional entre soportes: los actos y documentos en soporte digital producen los mismos efectos que sus
equivalentes en soporte papel;

11. Principio de una sola vez: la información otorgada por la persona o generada por un organismo del Estado no debe ser requerida
nuevamente;



12. Principio de neutralidad tecnológica: las presentes Normas no imponen una tecnología determinada;

13. Principio de inclusión digital y no regresividad: la transformación digital no puede restringir el ejercicio de derechos de quienes carecen
de acceso a medios tecnológicos.

CAPÍTULO II: DE LA TRAMITACIÓN DIGITAL

Artículo 2°: CANALES DE TRAMITACIÓN. Los trámites de competencia de la I.G.P.J. y de las I.R.P.J. podrán iniciarse y sustanciarse: a)
por el canal digital, a través de la sede o plataforma digital habilitada por el Organismo, integrada a los sistemas de gestión documental
electrónica y de trámites del Estado Provincial; o b) por el canal presencial, mediante presentación en soporte papel ante la Mesa de Entradas
Integral o las Inspecciones Regionales. Ambos canales tienen idéntica validez y eficacia. Las presentaciones en soporte papel serán
digitalizadas por el agente receptor, quien las firmará digitalmente para dar fe de su autenticidad, conforme al artículo 41 bis de la Ley A N°
2.938; los documentos así digitalizados tienen idéntica eficacia y valor probatorio que sus originales, en los términos del artículo 18 de la Ley
K N° 5.418 y del artículo 293 y concordantes del C.C.C.N.

Artículo 3°: SEDE DIGITAL. EXPEDIENTE ELECTRÓNICO. La sede digital del Organismo es el punto único de acceso electrónico a
sus servicios: presentación de trámites, formularios electrónicos, consulta de estado, notificaciones, pago de tasas y obtención de constancias.
Los trámites que ingresen por el canal digital, y los que se digitalicen, se sustanciarán en expediente electrónico-digital, conforme a los
artículos 3° y 41 bis de la Ley A N° 2.938; que constituye soporte suficiente y válido de la actuación administrativa y del legajo registral, sin
necesidad de reproducción en papel.

Artículo 4°: IDENTIDAD DIGITAL. AUTENTICACIÓN. El acceso a la sede digital requiere la autenticación de la persona usuaria
mediante la identidad digital reconocida por la Provincia de Río Negro —incluyendo la cuenta ciudadana provincial y los servicios de
validación de identidad, inclusive biométrica, prestados por el Registro Nacional de las Personas u organismo competente— o los demás
mecanismos federados que habilite la autoridad de aplicación de la Ley K N° 5.418. La actuación cumplida por la persona usuaria debidamente
autenticada se presume efectuada por ella, es personalísima e intransferible, y le resulta imputable, salvo denuncia de uso indebido efectuada sin
demora. Las presentaciones efectuadas desde la cuenta autenticada tendrán los efectos de la firma electrónica en los términos del artículo 5° de
la Ley N° 25.506, sin perjuicio de los casos en que las presentes Normas exijan firma digital o certificación de firma.

Artículo 5°: FIRMA DIGITAL Y FIRMA ELECTRÓNICA. Los documentos electrónicos firmados digitalmente conforme a la Ley N°
25.506 y a la Ley N° 3.997 satisfacen el requisito de firma y gozan de las presunciones de autoría e integridad. Cuando las presentes Normas
exijan firma certificada, dicha exigencia queda satisfecha por la firma digital del otorgante. El documento firmado digitalmente deberá
presentarse en su formato electrónico original —esto es, el archivo sobre el que se aplicó la firma—, no admitiéndose impresiones ni
digitalizaciones de aquél, que impiden la verificación. La firma electrónica será admitida en las presentaciones, comunicaciones y trámites que
determine el Organismo en el Cronograma de Implementación; desconocida la firma electrónica, corresponderá a quien la invoca acreditar su
validez. Los documentos otorgados en soporte papel con firma ológrafa —certificada cuando corresponda— conservan plena validez y se
incorporarán al expediente mediante su digitalización conforme al artículo 2° de las presentes Normas.

Artículo 6°: PROFESIONALES Y AUTORIDADES. Los profesionales matriculados podrán suscribir con firma digital las presentaciones,
dictámenes, certificaciones e instrumentos de su autoría, consignando en el documento los datos de su matrícula, lo que sustituye al sello
aclaratorio. Los instrumentos notariales podrán presentarse en primera copia o testimonio digital con firma digital del escribano autorizante, con
la legalización electrónica que corresponda. Los oficios judiciales podrán recibirse por los mecanismos de interoperabilidad o comunicación
electrónica acordados con el Poder Judicial, con firma digital o electrónica del sistema de gestión judicial; hasta su plena implementación, se
admitirá su recepción por el canal digital que el Organismo habilite.

Artículo 7°: DOMICILIO ELECTRÓNICO.  Toda persona jurídica registrada o en formación, y toda persona humana que actúe por derecho
propio, deberá constituir domicilio electrónico en la sede digital del Organismo, en la forma que determine el instructivo técnico, el que se
articulará con el domicilio electrónico administrativo previsto en el artículo 36 de la Ley A N° 2.938. El domicilio electrónico constituido
produce los efectos del domicilio constituido: allí serán válidas y plenamente eficaces todas las notificaciones, intimaciones, traslados,
observaciones y comunicaciones de actos administrativos. Subsiste mientras no se constituya otro.

Artículo 8°: NOTIFICACIONES ELECTRÓNICAS. PERFECCIONAMIENTO.  Las notificaciones se practicarán al domicilio electrónico
constituido, mediante la puesta a disposición del documento en la sede digital, con aviso a la casilla de correo declarada, cuya eventual no
recepción no afecta la validez de la notificación. El sistema dejará constancia fehaciente, con sello de tiempo, de la puesta a disposición y del
acceso. Se notificarán por medio fehaciente en soporte papel u otro medio con constancia de recepción los actos respecto de personas que no
tengan domicilio electrónico constituido y aquellos que expresamente disponga la máxima autoridad del Organismo.

Artículo 9°: PRESENTACIONES DIGITALES. CARGO. Las presentaciones por la sede digital podrán efectuarse cualquier día y a toda
hora. La fecha y hora de ingreso al sistema constituyen el cargo a todos los efectos, incluida la prioridad registral. Las ingresadas en día u hora
inhábil se considerarán presentadas al inicio de la primera hora del día hábil siguiente. Cuando existan plazos de presentación, ésta podrá
realizarse válidamente hasta las dos (2) primeras horas hábiles del día posterior al del vencimiento. El sistema emitirá automáticamente
constancia de presentación, con identificación del trámite, que se remitirá al domicilio electrónico.



Artículo 10°: FORMULARIOS Y ESTÁNDARES TÉCNICOS. Las presentaciones digitales se efectuarán mediante los formularios
electrónicos aprobados, cuyos campos tendrán carácter de declaración jurada. Los documentos se acompañarán en los formatos, tamaños y
condiciones técnicas que fije el instructivo, como regla, formato PDF para documentos de texto y digitalizaciones legibles e íntegras del
original. La indisponibilidad técnica del sistema, acreditada por el Organismo, suspende los plazos que venzan durante ella, reanudándose el
primer día hábil siguiente al restablecimiento.

Artículo 11°: INTEROPERABILIDAD. PRINCIPIO DE UNA SOLA VEZ. La I.G.P.J. no requerirá a las personas interesadas la
presentación de documentación, certificados, informes o datos que obren en registros u organismos públicos nacionales, provinciales o
municipales accesibles mediante los mecanismos de interoperabilidad del Ecosistema Digital de Integrabilidad de Río Negro o los convenios
vigentes, incluyendo —entre otros— informes de dominio, anotaciones personales e inhibiciones, constancias de C.U.I.T. o C.U.I.L.,
constancias de inscripción o vigencia de otras jurisdicciones, certificados de antecedentes y constancias fiscales. En tales casos, el área
interviniente efectuará la constatación por consulta directa a la fuente auténtica y dejará constancia en el expediente del resultado, fecha y
servicio consultado. Sólo se requerirá la presentación al interesado cuando la consulta no resulte técnicamente posible, lo que se le hará saber, o
cuando la obtención del dato se encuentre sujeta al pago de una tasa cuyo costo no corresponda asumir al Organismo, supuesto en el que podrá
requerirse el comprobante de pago sin exigirse la gestión presencial del informe si fuera obtenible en línea. Toda mención de las presentes
Normas a que un requisito será verificado, constatado o gestionado por interoperabilidad se entenderá referida al procedimiento de este artículo.

Artículo 12°: ACTOS Y CONSTANCIAS DEL ORGANISMO. Las resoluciones, dictámenes, observaciones, constancias de inscripción,
certificados de vigencia, informes y demás actos del Organismo podrán emitirse en soporte electrónico con firma digital del funcionario
competente, en cuyo caso constituyen instrumento original con plena validez, sin necesidad de reproducción en papel. Las constancias y
certificados digitales incluirán un mecanismo de verificación en línea, código seguro de verificación, QR o equivalente; que permita a cualquier
interesado comprobar su autenticidad y vigencia en la sede digital. La impresión en papel de un documento digital vale como copia; su
autenticidad se verifica por el mecanismo indicado.

Artículo 13°: PUBLICIDAD REGISTRAL DIGITAL.  El Organismo pondrá a disposición, en forma progresiva, servicios de consulta en
línea de los datos públicos de las entidades registradas y de las rúbricas otorgadas, con plena validez como constancia de inscripción y estado.
Los edictos cuya publicación corresponda al Boletín Oficial podrán gestionarse y remitirse por medios electrónicos, conforme a los convenios e
integraciones vigentes.

Artículo 14°: REGISTROS Y LIBROS DIGITALES. Las entidades podrán solicitar autorización para sustituir o complementar los libros
sociales y contables por registros digitales u otros medios electrónicos que garanticen la individualización de las operaciones y de las
correspondientes cuentas, su inalterabilidad, conservación y verificabilidad, en los términos del artículo 329 del Código Civil y Comercial de la
Nación. El Organismo reglamentará por disposición complementaria el procedimiento de autorización, la rúbrica o habilitación digital y los
requisitos técnicos, conforme al Cronograma de Implementación. Hasta entonces, rige el Título de rúbrica de libros de las presentes Normas.

Artículo 15°: PAGO ELECTRÓNICO.  Las tasas retributivas, sellados y aranceles podrán abonarse por los medios de pago electrónico
habilitados, integrados a la sede digital, acreditándose el pago mediante la constancia electrónica correspondiente.

Artículo 16°: INCLUSIÓN DIGITAL.  El Organismo garantizará, en su sede central y en las Inspecciones Regionales, la atención presencial
asistida para la realización de trámites digitales, y el acceso y acompañamiento en el uso de las herramientas informáticas a las personas con
discapacidad o en situación de vulnerabilidad. La falta de acceso a medios tecnológicos nunca obstará al ejercicio de derechos, en tal caso el
trámite se recibirá en soporte papel y se digitalizará conforme al artículo 2° de las presentes Normas.

Artículo 17°: PROTECCIÓN DE DATOS Y SEGURIDAD.  El tratamiento de datos personales en la tramitación digital y en la
interoperabilidad se ajusta a la Ley Nacional N° 25.326, al artículo 20 de la Constitución Provincial y a la Ley N° 5.793, con sujeción a los
principios de finalidad, minimización, calidad, seguridad y confidencialidad, y al derecho de la persona titular a conocer y auditar los accesos a
su información. 

CAPÍTULO III: INICIO DE TRÁMITE

Artículo 18°: PRESENTACIÓN. Los trámites que se realicen ante la Inspección General de Personas Jurídicas de Río Negro (en adelante
I.G.P.J.),  como así también ante las Inspecciones Regionales de la misma (en adelante I.R.P.J.), deberán hacerse mediante nota o formulario
dirigido a la máxima autoridad del organismo, debiéndose manifestar en forma obligatoria los siguientes datos:

1. nombre de la entidad, o en su caso, datos personales (nombre, apellido, D.N.I., estado civil, nacionalidad), de la persona humana que
realice la petición;

2. domicilio y domicilio electrónico constituidos;

3. número de teléfono;

4. persona autorizada, en caso de corresponder;



5. documentación que adjunta, en caso de corresponder. En todos los trámites se admitirá la presentación de la documentación en formato
digital por la sede digital, en los formatos y condiciones del instructivo técnico;

6. la determinación clara, precisa y circunstanciada de la petición, indicando el acto, trámite o registración que se solicita;

7. en el caso particular de las matrículas individuales: fecha y lugar de nacimiento, domicilio real y comercial, rubro al que se dedica y
fecha de inicio de actividades;

8. en el caso de no ser la primera presentación, se deberá mencionar el número de expediente, fecha de asamblea y números de
dictámenes legal y contable en el caso que existieren.

La presentación podrá efectuarse por el canal digital o por el canal presencial, conforme al Capítulo II de este Título. En el canal presencial, la
Mesa de Entradas Integral recibirá la documentación en todos los casos, dejará constancia de fecha y hora (cargo) y procederá a su
digitalización. En el canal digital, el cargo y la constancia se rigen por el artículo 9° de las presentes Normas.

Las inspecciones regionales deben recibir la documentación presencial e iniciar el trámite digital localmente, procediendo con la digitalización
de la misma. 

Si la presentación no reuniera los requisitos exigidos, el área receptora la admitirá igualmente e intimará a la persona interesada, por el
domicilio electrónico o el medio constituido, a subsanar las omisiones dentro de los diez (10) días, bajo apercibimiento de tenerla por desistida
del trámite, sin perjuicio de la pérdida de la prioridad que pudiera corresponder a la presentación incompleta.

Artículo 19°: FORMATO DE LOS DOCUMENTOS. Los escritos que se acompañen para su presentación, como regla general deberán
redactarse en procesador de texto y en formato digital. En los casos en que la persona no cuente con los medios necesarios para realizarlo
podrá presentarlo de forma ológrafa, garantizando su legibilidad pudiendo el organismo solicitar aclaraciones.

Artículo 20°: DECLARACIÓN JURADA. Los datos, antecedentes o manifestaciones que las personas interesadas asientan en las
presentaciones contempladas en la presente reglamentación, tendrán carácter de declaración jurada.

Artículo 21°: ASESORAMIENTO PROFESIONAL. Cuando la complejidad o naturaleza del trámite lo aconseje, la máxima autoridad de Ia
I.G.P.J. o I.R.P.J. a través del Departamento que se encuentre conociendo el trámite, podrá requerir a la persona interesada el asesoramiento de
un profesional a los fines de garantizar el debido proceso.

Artículo 22°: ACUMULACIÓN DE PETICIONES.  Se admitirá más de una petición por trámite. Si a juicio del Departamento que entendiere
la petición no existe la conexidad objetiva, subjetiva o instrumental alegada por el interesado o trajere entorpecimiento a la tramitación de los
asuntos, lo emplazará para que presente las peticiones por separado.

CAPÍTULO IV: PLAZOS

Artículo 23°: CÓMPUTO. De conformidad con lo establecido en la Ley A N° 2938 o la que en el futuro la reemplace, los plazos previstos en
la presente reglamentación se cuentan por días hábiles administrativos, salvo expresa disposición legal o reglamentaria en contrario. Los plazos
comenzarán a correr desde el día hábil administrativo siguiente al de la notificación, presentación, publicación, vencimiento, recepción, toma de
vista o de cualquier otro acto, hecho o circunstancia que, conforme la normativa aplicable, determine el inicio de su cómputo.

Artículo 24°: SUSPENSIÓN. Cuando la paralización de las actuaciones obedezca al incumplimiento de alguna carga impuesta o exigible a la
persona interesada, se producirá la suspensión de los plazos administrativos establecidos legalmente o por la presente reglamentación a favor de
la I.G.P.J.

Artículo 25°: CADUCIDAD. La caducidad en las actuaciones que se realicen por ante la I.G.P.J se rigen por lo establecido en el artículo 82 de
la Ley A N° 2938 o lo que en el futuro la reemplace.

Artículo 26°: PRÓRROGA. Se podrá disponer la prórroga a los plazos previstos para las presentaciones obligatorias a las personas
interesadas que así lo soliciten, cuando los mismos justificaren la imposibilidad de cumplimiento en los plazos previstos.

La prórroga comercial no podrá ser superior a sesenta (60) días y se otorgará por una única vez.

La prórroga civil no podrá ser superior a noventa (90) días, y sólo podrá ser extendida una (1) única vez por el lapso de treinta (30) días como
máximo. Solo se podrá otorgar una nueva prórroga cuando existan causas debidamente justificadas y en razón de que la demora no le sea
imputable a la persona interesada.

CAPÍTULO V: NOTIFICACIONES



Artículo 27°: DOMICILIO ELECTRÓNICO. El domicilio electrónico de las personas jurídicas y de las personas humanas que actúen por
derecho propio se rige por los artículos 7° y 8° de las presentes Normas, siéndoles aplicables los efectos del domicilio constituido para
notificaciones, intimaciones, traslados, observaciones y actos administrativos.

Artículo 28°: NOTIFICACIÓN. Las observaciones mediante dictámenes, actos preparatorios y demás decisiones administrativas serán
notificadas por los departamentos correspondientes al domicilio electrónico constituido, conforme al artículo 8° de las presentes Normas.

Las observaciones deberán formularse en un único acto, indicando en forma clara la normativa aplicable, la forma de subsanación y el plazo
otorgado para subsanar.

Artículo 29°: NOTIFICACIÓN POR MEDIO FEHACIENTE. Se notificarán por carta documento u otro medio que permita tener
constancia de su recepción, los actos administrativos, dictámenes y actos preparatorios que expresamente así disponga la presente
reglamentación o entendiese conducente la máxima autoridad de la I.G.P.J. o I.R.P.J.

CAPÍTULO VI: PUBLICACIONES LEGALES

Artículo 30°: CONVOCATORIA A ASAMBLEAS. Las convocatorias a asamblea que deban publicarse se insertarán por dos (2) días en el
Boletín Oficial, debiendo mediar entre la última publicación y la celebración el plazo que fije la legislación de fondo o el estatuto y, en su
defecto, un mínimo de cinco (5) días hábiles. Respecto de las sociedades comprendidas en la L.G.S., rigen sus artículos 237 y concordantes.

Cuando el estatuto exija además la publicación en un diario, las asociaciones civiles y fundaciones podrán reemplazarla por la comunicación
individual a los asociados mediante el medio electrónico que cada uno hubiera declarado (correo electrónico, mensajería o equivalente) y la
publicación simultánea en el sitio web o canal institucional de la entidad, debiendo conservarse constancia verificable de las remisiones. La
entidad que utilice este mecanismo deberá informarlo en la presentación post-asamblearia.

CAPÍTULO VII: CERTIFICACIÓN DE FIRMAS Y DOCUMENTOS

Artículo 31°: CERTIFICACIÓN DE FIRMAS. Las firmas consignadas en los documentos en que sea requerido por ley, decreto, la presente
resolución u otras disposiciones normativas, como así también ante solicitud de la máxima autoridad de la I.G.P.J. o I.R.P.J, podrán estar
certificadas por:

1. Autoridad Notarial;

2. Juzgado de Paz Letrado;

3. Policía de la Provincia de Río Negro, únicamente en localidades o parajes donde no exista autoridad notarial ni juzgado de paz, y
respecto de trámites de asociaciones civiles;

4. Las máximas autoridades de las inspecciones regionales;

5. El personal perteneciente a la I.G.P.J. autorizados por la máxima autoridad de la I.G.P.J.

Las sociedades anónimas, que deban presentar conformación social o asambleas generales extraordinarias, deberán estarse a lo regulado por la
L.G.S.

En caso de que se optara por la certificación de firmas del instrumento constitutivo conforme el inc. d) de este artículo, en lo que respecta a
Sociedades Anónimas, una vez firmado y certificado ante el encargado del Registro adquirirá el carácter de instrumento público conforme lo
establecido en la Ley de Sociedades y el C.C.C.N., procediendo luego a su inscripción una vez reunidos o cumplidos los demás requisitos que
establece la presente Resolución General. La actuación del funcionario se limitará a la individualización de los comparecientes y a la fe de que
las firmas fueron puestas en su presencia, en los términos del artículo 289 inciso b) del C.C.C.N. y a los fines del artículo 165 de la L.G.S.

Deberán ser otorgados por escritura pública todos los actos que sean accesorios de otros contratos otorgados en escritura pública al momento
de su constitución conforme lo establece el inc. c) del art. 1017 del C.C.C.N. La firma digital del otorgante suple la certificación de firma
exigida por las presentes Normas, artículo 5°.

Artículo 32°: FIRMA DIGITAL Y FIRMA ELECTRÓNICA. La firma digital, la firma electrónica y la presentación de documentos
electrónicos y digitalizados se rigen por el artículo 5° de las presentes Normas y por la Ley Nacional N° 25.506, a la que la Provincia adhirió
por Ley N° 3.997.

Artículo 33°: CONTENIDO . La certificación de firma deberá contener los siguientes datos:

1. Lugar y fecha -con indicación del día, mes y año- de la certificación;



2. Nombre, Apellido, Tipo y Número de Documento Nacional de Identidad del firmante;

3. Acreditación del carácter invocado;

4. Que la firma es colocada en ese acto en presencia del certificante;

5. Firma y sello o firma digital del certificante.

Las constancias indicadas en los incisos precedentes, deberán estar insertas al pie de la firma que se certifica. Exceptuase de lo anterior cuando
la certificación se realice por Autoridad Notarial, para lo cual se estará a lo dispuesto por las leyes que reglamenten su ejercicio en las
jurisdicciones de su actuación.

Artículo 34°: LEGALIZACIÓN DE FIRMA. Los instrumentos autorizados y/o certificados por Autoridad Notarial con competencia
territorial fuera de la Provincia de Rio Negro deberán presentarse debidamente legalizados.

Artículo 35°: CERTIFICACIÓN DE ACTOS REGISTRADOS EN LIBROS SOCIALES. CERTIFICACIÓN DE CONTENIDO. La
certificación de copias de actos registrados en los libros sociales deberá contener indicación de la modalidad asociativa, nombre, tipo, número
de libro y fojas en las que se encuentran insertos, datos sobre la rúbrica, entendiéndose por éstos, la autoridad que la otorgó, la fecha de la
misma, denominación y matrícula.

Artículo 36°: CERTIFICACIÓN DE INFORMES Y ESTADOS CONTABLES. Todo informe, dictámen o certificación que expida un
profesional contable, de conformidad con las normas técnicas profesionales, deberá cumplimentar los requisitos formales y sustanciales
solicitados por el Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Provincia de Rio Negro, en adelante C.P.C.E.R.N. y contar con la
correspondiente certificación de dicho organismo.

Artículo 37°: PROFESIONALES. Cuando los trámites sean realizados por profesionales con matricula en la provincia, deberán suscribir el
mismo incorporando su sello aclaratorio, con indicación del tomo y folio de la matrícula en la Provincia de Rio Negro, pudiendo presentarse a
su vez con firma digital. Cuando la presentación se suscriba con firma digital, la consignación en el documento del tomo y folio de la matrícula
sustituye al sello aclaratorio.

CAPÍTULO VIII: COPIAS

Artículo 38°: DOCUMENTACIÓN Y COPIAS. En los trámites sujetos a inscripción o registración, los interesados deberán presentar el
instrumento original o su primer testimonio, según corresponda.

No será exigible la presentación de copias certificadas para su agregación al expediente o archivo registral.

La I.G.P.J procederá a obtener, reproducir y certificar administrativamente las copias que resulten necesarias para la sustanciación del trámite,
conservación de antecedentes, archivo o publicidad registral, dejando constancia de su concordancia con el instrumento presentado.

Las copias así obtenidas y certificadas por el Registro tendrán el mismo valor administrativo que las copias cuya presentación anteriormente se
exigía al interesado.

El primer testimonio o copia digital expedidos notarialmente con firma digital del autorizante satisfacen el requisito del primer párrafo.
Practicada la inscripción sobre documento digital, la constancia registral digital del artículo 12 de las presentes Normas reemplaza a la
certificación administrativa de copias.

CAPÍTULO IX: LEGALIZACIÓN Y TRADUCCIÓN DE DOCUMENTOS

Artículo 39°: DOCUMENTOS DE EXTRAÑA JURISDICCIÓN . Los instrumentos provenientes del extranjero deberán ser presentados con
la pertinente legalización, efectuada conforme se indica a continuación:

1. Cuando se trate de actos celebrados en países signatarios de la Convención de la Haya la documentación deberá contar con la
pertinente apostilla que dispone el referido tratado.

2. Tratándose de actos que no fueron celebrados en países signatarios de la Convención mencionada en el punto anterior, la legalización
deberá ser practicada por la autoridad consular argentina conforme la normativa vigente. .

Artículo 40°: TRADUCCIÓN. Los documentos redactados en idioma extranjero deberán acompañarse con su correspondiente traducción en
idioma nacional, realizada por Traductor/a Público/a nacional cuya firma deberá estar legalizada por su respectivo colegio o entidad profesional
habilitada al efecto. A petición de la persona interesada, la I.G.P.J. podrá eximir total o parcialmente el cumplimiento de dicho requisito,



mediante decisión fundada, cuando la naturaleza, contenido, extensión o inteligibilidad del documento así lo justifiquen y ello no afecte la
adecuada verificación de su autenticidad, alcance o suficiencia.

CAPÍTULO X: ACCESO A LAS ACTUACIONES ADMINISTRATIVAS

Artículo 41°: CONSULTA DE EXPEDIENTES. El Departamento en el que se encuentre un trámite, ante consultas que formulen las personas
autorizadas, representantes o quienes tengan un poder o terceros que acrediten interés legítimo respecto a alguna actuación, informarán sobre el
estado en que se encuentren, debiendo facilitarse al requirente para que tome conocimiento de las mismas.

Artículo 42°: RESTITUCIÓN DE DOCUMENTACIÓN ORIGINAL.  Practicada la inscripción, se devolverá a la persona interesada o
autorizada, la documentación original presentada en su oportunidad, folio de inscripción y primera copia del acto administrativo por el cual se
aprueba la registración del trámite. Asimismo, se remitirá la documentación en formato digital, si el expediente ha tramitado bajo ese formato.

Artículo 43°: CONSTANCIA DE ENTREGA. El retiro de documentación obrante en actuaciones físicas requerirá acreditar personería o
autorización suficiente ante la autoridad interviniente. En los procedimientos de tramitación electrónica, la puesta a disposición de la
documentación en la sede digital y su correspondiente notificación al domicilio electrónico constituido tendrá plenos efectos de entrega legal y
fehaciente.

En ambos casos el receptor deberá suscribir la constancia de entrega que se incorporará al expediente.

CAPÍTULO XI: RECURSOS ADMINISTRATIVOS

Artículo 44°: LEY SUPLETORIA.  Toda declaración administrativa que produzca o no efectos jurídicos, los recursos de revocatoria y
jerárquico se regirán de conformidad a lo dispuesto en la Ley A 2938 o la que en un futuro la reemplace.

TÍTULO II: DE LA FUNCIÓN REGISTRAL

CAPÍTULO I: PROCEDIMIENTO

Artículo 45°: PRESENTACIÓN. CURSO DEL TRÁMITE. Recibida la documentación, la persona habilitada verificará el cumplimiento de
los requisitos formales previstos en los artículos anteriores. Efectuado el control pertinente y previa caratulación, las actuaciones serán giradas
al departamento que corresponda intervenir, atendiendo a la naturaleza del trámite.

La constancia de inicio se genera y remite automáticamente en el canal digital y en el presencial. Se entregará en el acto de la presentación o se
remitirá al domicilio electrónico dentro de los tres (3) días.

Artículo 46°: ACTOS DE TRÁMITE. Recibidas las actuaciones por el Departamento técnico, según corresponda, este procederá al examen
de legalidad de la documentación presentada. De no haber observaciones al trámite en curso, el agente que se encuentre conociendo de las
actuaciones elaborará un dictámen o informe con el cual aconsejará que se trate su aprobación y posterior inscripción, de corresponder.

Artículo 47°: OBJECIONES. De merecer el trámite objeciones formales o sustanciales sobre la documental presentada, el Departamento
interviniente realizará las comunicaciones necesarias para que el interesado cumplimente las mismas, bajo apercibimiento de no continuar con
las actuaciones.

Las observaciones deberán efectuarse en forma integral y comprensiva de todas las objeciones advertidas al momento del examen, salvo
hechos nuevos o documentación incorporada con posterioridad.

Artículo 48°: INSCRIPCIÓN. Para inscribir actos asamblearios en el Registro Público, se requiere que el legajo correspondiente, se encuentre
al día con la presentación de documentación asamblearia. En casos debidamente fundados que no generen perjuicios a terceros la máxima
autoridad de la I.G.P.J. podrá habilitar la inscripción provisoria durante un plazo razonable y supeditada al cumplimiento de la documentación
asamblearia debida.

CAPÍTULO II: RESTRICCIONES AL DOMINIO DE PARTICIPACIONES SOCIALES - MEDIDAS CAUTELARES

Artículo 49°: REQUISITOS FORMALES DEL OFICIO. La traba, modificación, caducidad, extinción y levantamiento de medidas
cautelares se registrarán mediante oficio judicial suscripto por juez o secretario del juzgado y/o tribunal interviniente. A los fines registrales, el
oficio judicial deberá cumplir con los recaudos establecidos en los Códigos de Procedimientos Provinciales.

Artículo 50°: PROCEDIMIENTO. RECEPCIÓN DE OFICIOS. El Oficio Judicial será recibido por los mecanismos de interoperabilidad o
comunicación electrónica acordados con el Poder Judicial y, hasta su plena implementación, por el canal digital que el Organismo habilite y
previa caratulación, el Registro Público procederá a su anotación.

Artículo 51°: INSCRIPCIÓN. Previo a la inscripción se verificará la inexistencia de otras medidas judiciales anotadas. Si las hubiere se



devolverán las actuaciones al funcionario que ordenó la inscripción para que expida si la medida trabada impide o no la inscripción del acto.
Recibida las actuaciones y practicada la anotación, se comunicará al Juzgado o Tribunal interviniente, al domicilio electrónico constituido,
dentro de cinco (5) días mediante nota suscripta por la autoridad máxima de la I.G.P.J. o I.R.P.J.

Artículo 52°: DEVOLUCIÓN DE OFICIOS. En caso de advertir errores o información insuficiente en el contenido del oficio, que impida la
registración solicitada, se procederá a la devolución del mismo, requiriendo la subsanación o ampliación de la información necesaria a los fines
de la pertinente inscripción.

Artículo 53°: INSCRIPCIÓN DE MEDIDAS CAUTELARES. Créase el Departamento de Medidas Cautelares, que tendrá a su cargo la
inscripción, registración y publicidad de las medidas cautelares que correspondan, de conformidad con la normativa aplicable. 

Artículo 54°: EMBARGO SOBRE LA SOCIEDAD. Únicamente se anotarán embargos sobre cuotas en sociedad de responsabilidad limitada,
partes de capital comanditado y comanditario en sociedades en comandita simple, comanditado en sociedades en comandita por acciones, partes
de interés en sociedades colectivas y de capital e industria.

Artículo 55°: ANOTACIÓN DE LITIS . La Anotación de Litis sobre cuotas, partes de interés, capital comanditado o sobre actos y contratos
registrados, no obstará a la inscripción del negocio u operación jurídica que tengan por objeto a las mismas. Encontrándose cumplidos los
requisitos del trámite, el Departamento interviniente informará de la medida anotada al interesado, continuando con la inscripción requerida.

Artículo 56°: INHIBICIÓN GENERAL DE BIENES.  Se podrá anotar la inhibición general de bienes que recaiga sobre personas jurídicas.

En el caso de personas humanas, sólo se anotará dicha medida cautelar cuando sean titulares de cuotas en sociedades de responsabilidad
limitada o de partes de interés en sociedades inscriptas.

Artículo 57°: LEVANTAMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES. Para la cancelación y levantamiento de las inhibiciones y embargos
sobre cuotas sociales registradas en la I.G.P.J.,  deberá presentarse el pertinente oficio judicial que así lo disponga.

CAPÍTULO III: DE LOS TRAMITES ESPECIALES.

SECCIÓN I: MATRÍCULAS INDIVIDUALES

SUBSECCIÓN I: DE LOS MARTILLEROS Y CORREDORES PÚBLICOS

Artículo 58°: MARTILLEROS Y CORREDORES. A los fines de obtener la matrícula requerida por la Ley Nacional N° 20.266 y Ley
Provincial G Nº 2051 y modificatorias, los Martilleros y Corredores Públicos deberán presentar:

1. Nota de presentación dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J. o I.R.P.J. de conformidad a lo establecido en los artículos 18 y 19
de la presente resolución;

2. Copia del título universitario;

3. Declaración Jurada de no estar comprendido en las inhabilidades e incompatibilidades establecidas en las Leyes 20.266 y 2.051;

4. Una (1) fotografía en formato digital, conforme al instructivo técnico;

5. Proyecto de edicto para ser autorizado por la autoridad máxima de la I.G.P.J. o I.R.P.J. Una vez realizada la publicación, en el Boletín
Oficial y en el diario de mayor circulación, deberá acreditarse con el objeto de finalizar el trámite de inscripción;

6. Libros u hojas móviles para rubricar, conforme recaudos del Título IV del presente cuerpo normativo.

7. Constituir una garantía real o personal a la orden de la I.G.P.J. equivalente al importe de diez (10) sueldos de la categoría mínima
correspondiente al personal de la Administración Pública Provincial, según el monto informado anualmente por el Consejo de la
Función Pública de la Provincia de Río Negro. Las mismas deberán renovarse cada cinco años y podrán consistir, a opción del
interesado, en una póliza de seguro de caución, renovable anualmente y por el monto especificado; fianza personal de tercera persona
con domicilio real en la Provincia de Río Negro, certificado de libre inhibición del Registro de la Propiedad Inmueble, manifestación
de bienes con certificación de contador público matriculado o titulo de propiedad de inmueble a nombre propio por avalúo fiscal igual o
superior al monto especificado ut-supra o en una garantía real a nombre del profesional interesado;

8. Anverso y reverso del Documento Nacional de Identidad;

9. Certificado emitido por el Registro Nacional de Reincidencia, acreditando la inexistencia de antecedentes penales. Este certificado será



relevado y constatado de oficio cuando la fuente resulte accesible mediante los mecanismos de interoperabilidad o aduana digital de la
Ley N° 5.793;

La I.G.P.J. constatará de oficio, por consulta a las fuentes auténticas, conforme al artículo 11 de las presentes Normas, que la persona cuente
con:

10. Certificado de Antecedentes emitido por la autoridad policial de la jurisdicción donde corresponda su inscripción;

11. Constancia de domicilio otorgada por la autoridad policial de la jurisdicción donde corresponda su inscripción;

12. Certificado de inhibiciones emitido por el Registro de la Propiedad Inmueble de Río Negro;

Artículo 59°: CAMBIO DE DOMICILIO DEL MATRICULADO. Para el cambio de domicilio a otra jurisdicción de la Provincia de Río
Negro se requiere:

1. Nota de presentación dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J. o I.R.P.J. de conformidad a lo establecido en los artículos 18 y 19
de la presente resolución, junto a los datos de inscripción y la denuncia del nuevo domicilio;

2. Proyecto de edicto para ser autorizado por la autoridad máxima de la I.G.P.J. o I.R.P.J. Una vez realizada la publicación, deberá
acreditarse con el objeto de finalizar el trámite de inscripción

3. Certificado emitido por el Registro Nacional de Reincidencia;

Artículo 60°: DOBLE JURISDICCIÓN.  Si la persona profesional se encuentra ejerciendo en otra provincia deberá presentar, además de los
requisitos mencionados en el artículo 58, la siguiente documentación:

1. Certificado del Colegio de Martilleros y Corredores de la jurisdicción que corresponda donde conste que el profesional se encuentra en
situación regular y que no posee ninguna sanción disciplinaria;

2. Constancia del Registro Público de la provincia donde está ejerciendo.

Artículo 61°: CANCELACIÓN DE MATRÍCULA. Para la cancelación de la matrícula se requiere:

1. Nota de presentación dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J. o I.R.P.J. de conformidad a lo establecido en los artículos 18 y 19
de la presente resolución, solicitando el cese de actividades con los datos de inscripción de la matrícula;

2. Libros rubricados, para proceder con el correspondiente cierre de actividades;

3. Nota de cese de actividades otorgada por el Colegio de Martilleros y Corredores Públicos de la circunscripción que corresp1onda.

Artículo 62°: JURA DE MATRICULADOS.  La máxima autoridad de la I.G.P.J. o I.R.P.J. tomará juramento a cada profesional perteneciente
a su circunscripción y hará entrega de la respectiva credencial. El juramento podrá tomarse por videoconferencia con verificación de identidad,
labrándose acta digital; la credencial podrá emitirse en formato digital con verificación en línea.

SUBSECCIÓN II: DEL DESPACHANTE DE ADUANA

Artículo 63°: DESPACHANTE DE ADUANA. Para su inscripción se exigirá:

1. Nota de presentación dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J. o I.R.P.J. de conformidad a lo establecido en los artículos 18 y 19
de la presente resolución;

2. Certificado de aprobación de examen expedido por la Administración Nacional de Aduanas.

3. Anverso y reverso del Documento Nacional de Identidad;

4. Certificado vigente emitido por el Registro Nacional de Reincidencia;

La I.G.P.J. constatará de oficio, por consulta a las fuentes auténticas, conforme al artículo 11 de las presentes Normas, que la persona cuente
con:



5. Certificado vigente de inhibiciones;

SECCIÓN II: CONTRATO DE FIDEICOMISO

Artículo 64°: CONTRATO DE FIDEICOMISO. Solo se registrarán los contratos de fideicomiso cuando los bienes fideicomitidos o que se
transfieran en virtud del contrato comprendan acciones, incluidas las de Sociedades por Acciones Simplificadas, cuotas sociales o
participaciones de sociedades inscriptas ante este Organismo, y los contratos de Fidecomisos de Garantia celebrados en la provincia de Rio
Negro que se inscriban en el Registro de Fondos de Garantias de caracter Público del Banco Central de la Republica Argentina.

Artículo 65°: INSCRIPCIÓN. A los fines de proceder a la registración de contratos de fideicomiso y sus modificaciones, deberá presentarse:

1. Nota dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J. o I.R.P.J., de conformidad a lo establecido en los artículos 18 y 19 de la presente
resolución;

2. Instrumento público o privado por el que se formaliza el contrato de fideicomiso, adecuado a la legislación de fondo;

3. Declaraciones juradas correspondientes reguladas en el Título VII de la presente normativa;

La I.G.P.J. constatará de oficio, por consulta a las fuentes auténticas, conforme al artículo 11 de las presentes Normas:

4. Constancias de CUIT de la o las partes fiduciante, fiduciaria, beneficiaria y fideicomisaria;

Artículo 66°. LEGITIMADOS: La inscripción de los contratos de fideicomiso y sus modificaciones podrán ser solicitadas por el fiduciario, el
fiduciante, el beneficiario, el fideicomisario, sus representantes o las personas expresamente autorizadas en el instrumento respectivo.

Artículo 67°: INSCRIPCIONES POSTERIORES. Los requisitos del artículo anterior se aplicarán a la inscripción de modificaciones
contractuales, cese del fiduciario, su sustitución, y toda otra inscripción que proceda.

Artículo 68°: RESOLUCIONES SOCIALES. Para la inscripción de las resoluciones de asambleas de sociedades por acciones o de reuniones
de socios, inscriptas ante esta I.G.P.J.,  en las cuales hayan participado ejerciendo derechos de voto titulares fiduciarios de participaciones
sociales, deberá verificarse la previa inscripción del contrato de fideicomiso ante este organismo.

Artículo 69°: EXTINCIÓN. La extinción del fideicomiso por cualquier causa deberá ser registrada ante esta I.G.P.J. presentándose una
declaración jurada del fiduciario formalizada en Escritura Pública o instrumento privado con firma certificada notarialmente mediante la cual se
informe la extinción del fideicomiso y su causa.

SECCIÓN III: DECLARATORIA DE HEREDEROS. DIVISIÓN DE SOCIEDAD CONYUGAL.

Artículo 70°: DECLARATORIA DE HEREDEROS. ADJUDICACIÓN Y PARTICIÓN EN HERENCIA. DIVISIÓN DE SOCIEDAD
CONYUGAL.  Para la inscripción de la declaratoria de herederos deberá presentarse oficio o testimonio judicial en el que consten los datos
personales de los herederos, de conformidad con la normativa aplicable.

Para la inscripción de actos de partición, liquidación y división de comunidad de bienes deberá presentarse oficio, testimonio judicial, escritura
pública o instrumento privado, según corresponda.

En los casos de partición hereditaria y de división de la comunidad conyugal, así como respecto de las Sociedades Colectivas, Sociedades de
Responsabilidad Limitada, Sociedades en Comandita Simple y Sociedades en Comandita por Acciones, en lo relativo a la parte comanditada, el
oficio deberá contener: datos personales de los socios conforme a la Ley de Sociedades, cantidad de cuotas sociales o partes de interés que son
adjudicadas a cada uno, transcribir partes pertinentes de la partición, auto que la aprueba y auto que ordena la registración. 

Para la inscripción de partición extrajudicial de herencia, deberá presentarse:

1. Instrumento del que surja: adjudicación de las cuotas, datos de los socios que se incorporan y cantidad de cuotas que les corresponden;
que están presentes todos los herederos declarados y son plenamente capaces, conforme art. 2369 C.C.C.N.;

2. Oficio o testimonio judicial con los recaudos pertinentes, donde deberá constar el Auto de Declaratoria de herederos y además la
autorización para tracto abreviado;

3. Declaración jurada de que no hay terceros que se opongan a la partición privada, art. 2371 C.C.C.N, con firma certificada notarialmente
de todos los herederos;



4. Proyecto de edicto, el cual deberá contener los datos de los socios que se incorporan y cantidad de cuotas que se transmiten, para ser
autorizado por la autoridad máxima de la I.G.P.J. o I.R.P.J. Una vez realizada la publicación, conforme a lo establecido en el art. 10 de
la L.G.S., deberá acreditarse con el objeto de finalizar el trámite de inscripción.

La I.G.P.J. constatará de oficio, por consulta a las fuentes auténticas que la persona cuente con:

       5. Certificado de inhibiciones

TÍTULO III: DE LAS MODALIDADES ASOCIATIVAS

CAPÍTULO I: DISPOSICIONES COMUNES

SECCIÓN I: DENOMINACIÓN O RAZÓN SOCIAL

Artículo 71°: NOMBRE SOCIAL . Toda razón social, nombre o denominación deberá ajustarse a las disposiciones de sus respectivos
regímenes de fondo y demás leyes aplicables.

El nombre debe satisfacer recaudos de veracidad, novedad y aptitud distintiva tanto respecto de otros nombres, como de marcas, nombres de
fantasía u otras formas de referencia a bienes, servicios, se relacionen o no con el objeto de la persona jurídica. No puede inducir a error sobre
la clase u objeto de la persona jurídica.

La inclusión en el nombre de la persona jurídica del nombre de personas humanas requiere la conformidad de éstas, situación que se presume
si son miembros. Sus herederos pueden oponerse a la continuación del uso, si acreditan perjuicios materiales o morales.

En caso de las sociedades deberá contener la expresión del tipo societario (“Sociedad Anónima Unipersonal”, “Sociedad Anónima”, “Sociedad
de Responsabilidad Limitada”, entre otras), su abreviatura o la sigla pertinente (S.A.U, S.A, S.R.L, entre otras) en su denominación. Ello
conforme a lo expresamente normado en el artículo 151 del C.C.C.N.

Tratándose de Asociaciones Civiles, el nombre deberá tener el aditamento “Asociación Civil” antepuesto o pospuesto de conformidad al
artículo 170 del C.C.C.N.

Artículo 72°: RESERVA DE NOMBRE AUTOMÁTICA Y EXPEDITA. Todo trámite de constitución o modificación de denominación
requiere la obtención previa de una Constancia de Reserva de Nombre Digital. La consulta de disponibilidad de denominación podrá realizarse
libremente por medios digitales sin necesidad de iniciar expediente. Una vez que el algoritmo valide la disponibilidad del nombre deseado, el
sistema emitirá de forma inmediata la reserva provisoria por un plazo improrrogable de treinta (30) días corridos. Dentro de ese término se
deberá continuar con el trámite de validación; de lo contrario, el nombre quedará liberado automáticamente, quedando disponible para nuevas
reservas.

La validación algorítmica de disponibilidad no importa aprobación definitiva de la denominación ni genera derecho adquirido: la aprobación
definitiva estará sujeta a  control de legalidad del artículo siguiente se ejerce durante el trámite y puede fundar observaciones, incluso mediando
reserva vigente.

Artículo 73°: CONTROL DE HOMONIMIA. Se considera configurada la homonimia cuando el sistema o el trámite de validación del
nombre detecte identidades o semejanzas ortográficas o gramaticales capaces de inducir a error o confusión sobre la identidad de las personas
jurídicas, siendo irrelevante que pertenezcan a distintos tipos, tengan objetos sociales diversos o radiquen en diferentes localidades de la
provincia.

Artículo 74°: PROHIBICIÓN. No se admitirán denominaciones que:

1. Contengan términos o expresiones contrarios a la ley, al órden público o las buenas costumbres;

2. Puedan inducir a error sobre la clase u objeto, naturaleza, persona o características de la sociedad, o confundirse con la denominación
de entidades de bien público, instituciones, dependencias, organismos centralizados o descentralizados de la Administración Pública
Nacional, Provincial o Municipal, Estados extranjeros u Organizaciones Internacionales;

3. Por su notoriedad permite tener por acreditado el reconocimiento, fama o prestigio nacional o internacional de determinados nombres
sociales o comerciales o marcas registradas, frente a los cuales la denominación pretendida no satisfaga alguno de los requisitos del
artículo 71 de la presente resolución.

Artículo 75°: DENOMINACIÓN SUBJETIVA. Se tendrá por acreditada la conformidad de la persona humana cuyo nombre sea incluido en
la denominación social mediante la presentación de un escrito con firma certificada que así lo indique.



Si se tratare de persona fallecida, la autorización podrá ser acordada con iguales recaudos por sus herederos.

Artículo 76°: RESTRICCIÓN DE TÉRMINOS OFICIALES. En la denominación o razon social no se admitirá el empleo de los términos
“Río Negro”, “Provincia de Río Negro”, “Argentina”, “República Argentina”, “Nacional”, “Provincial”, “Municipal”, “Oficial” o sus derivados,
ni el de topónimos o designaciones de otras provincias, cuando por el modo de su utilización pueda inducirse a error sobre una vinculación
oficial de la entidad con el Estado nacional, provincial o municipal, o sobre el carácter público de sus funciones. El uso de gentilicios y
referencias geográficas que no generen dicho riesgo es libre.

Artículo 77°: EXCEPCIÓN DE INTERÉS PÚBLICO. La restricción del artículo anterior podrá permitirse de manera excepcional mediante
una Solicitud de Excepción Digital debidamente fundada, la cual será evaluada directamente por la máxima autoridad del Organismo cuando el
proyecto asociativo responda a políticas estratégicas o de interés público del Estado Provincial. El acto administrativo de aprobación se
notificará al domicilio electrónico constituido. La solicitud se resolverá dentro de los veinte (20) días, evaluando la naturaleza del proyecto, su
vinculación con políticas públicas y la inexistencia de riesgo de confusión, mediante acto fundado.

SECCIÓN II: DOMICILIO Y SEDE SOCIAL

Artículo 78°: DOMICILIO Y SEDE SOCIAL . Entiéndase por domicilio social al ámbito de la provincia, especificando su jurisdicción,
debiendo constar en el Estatuto o en la autorización que se dio para funcionar. Entiéndase por sede social la calle, número, localidad y partido,
debiendo constar en el acta constitutiva o estatuto.

Artículo 79°: CAMBIO DE SEDE SOCIAL.  Las distintas modalidades asociativas que trasladen su sede social sin que genere cambio de
jurisdicción, deberán en el plazo de cinco (5) días de producido, presentar la documentación respaldatoria que avale la decisión formalizada por
los órganos directivo o asamblearios, de acuerdo a lo normado en los estatutos o contratos sociales, según corresponda..

De encontrarse los datos de la sede social insertos en el estatuto o en el contrato social, el traslado de la misma implica, necesariamente su
modificación, debiendo en tal supuesto cumplirse con los recaudos exigidos para dicho trámite.

SECCIÓN III: OBJETO

Artículo 80°: OBJETO. La redacción del objeto social debe efectuarse en forma precisa y determinada, permitiendo el objeto múltiple,
mediante la descripción concreta y específica de las actividades que se desarrollarán salvo que una norma de jerarquía superior o un régimen
especial aplicable exija recaudos distintos.

SECCIÓN IV: TEXTO ORDENADO

Artículo 81°. PRESENTACIÓN: Será obligatoria la presentación de texto ordenado del estatuto o contrato social, toda vez que sea solicitado
por la I.G.P.J personería jurídica.

Aquellas asociaciones, fundaciones y sociedades comerciales que efectúen modificaciones al estatuto social deberán adjuntar texto ordenado,
aprobado por asamblea o reunión del Consejo de Administración, según corresponda.

Artículo 82°: ASAMBLEAS Y REUNIONES A DISTANCIA. El instrumento constitutivo podrá prever mecanismos para la realización de
las reuniones del órgano de administración o de gobierno, y en su caso, de fiscalización, a distancia, utilizando medios que les permitan a los
participantes comunicarse simultáneamente entre ellos, siempre que se garantice y se pueda corroborar:

1. la libre accesibilidad de todas aquellas personas habilitadas para participar de las reuniones;

2. la posibilidad de participar de la reunión a distancia mediante plataformas que permitan la transmisión en simultáneo de audio y video,
debiendo los participantes ser identificables y mantener la cámara encendida, al menos, al momento de acreditar su identidad y de
emitir el voto, salvo imposibilidad técnica debidamente asentada;

3. la participación con voz y voto de todos los miembros y de los integrantes del órgano de fiscalización, en su caso;

4. que la reunión celebrada de este modo sea grabada en soporte digital;

5. que el representante conserve una copia en soporte digital de la reunión por el término de cinco (5) años, la que debe estar a
disposición de cualquier persona legitimada que la solicite;

6. que la reunión celebrada sea transcripta en el correspondiente libro, dejándose expresa constancia de las personas que participaron, el
carácter en que lo hicieron, el usuario utilizado para acceder a la plataforma, la dirección de correo electrónico asociada al usuario
empleado y el sentido del voto emitido respecto de cada punto del orden del día, descripción y detalle del medio empleado, y estar
suscripta por quien corresponda conforme la legislación de fondo;



7. que en la convocatoria y en su comunicación por la vía legal y estatutaria correspondiente, se informe de manera clara y sencilla cuál es
el medio de comunicación elegido y cuál es el modo de acceso a los efectos de permitir dicha participación;

8. Si el acta de la reunión fuera suscripta por la totalidad de los participantes, no será necesario conservar el soporte de grabación de la
reunión. 

9. podrán utilizarse los sistemas de votación y registro electrónico que garanticen la identificación del votante, la integridad del resultado
y su trazabilidad.

CAPÍTULO II: ASOCIACIONES CIVILES

SECCIÓN I: CONSTITUCIÓN

Artículo 83°: MODALIDADES DE CONSTITUCIÓN. La constitución de asociaciones civiles podrá tramitarse en forma presencial o
íntegramente por medios digitales, conforme a los procedimientos que establezca la Inspección General de Personas Jurídicas.

A tales efectos, las personas interesadas podrán optar por alguna de las siguientes modalidades:

a) Modalidad simplificada: mediante la utilización del instrumento constitutivo, estatuto modelo y objetos sociales aprobados por la Inspección
General de Personas Jurídicas e incorporados al sistema informático a través del formulario electrónico .

b) Modalidad ordinaria: mediante la presentación de un instrumento constitutivo y/o estatuto redactados por las personas constituyentes, o
cuando se proponga un objeto social distinto de los contemplados en los modelos aprobados por la I.G.P.J. En estos supuestos, los proyectos
deberán ser sometidos a revisión previa del organismo, pudiendo efectuarse dicha presentación en forma presencial o por medios digitales.

La aprobación de los proyectos tendrá carácter exclusivamente previo y no implicará el inicio del trámite de constitución ni el otorgamiento de
la personería jurídica.

Artículo 84°: CONSTITUCIÓN.  Las asociaciones civiles, a los efectos de obtener la autorización para funcionar como persona jurídica en
los términos de los arts.168 y concordantes del C.C.C.N., deberán acompañar:

1. Nota de presentación dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J. de acuerdo a lo establecido en el artículos 18 y 19 de la presente
resolución, suscripta por su Presidente, Secretario o persona autorizada para realizar el trámite. En este último caso, se deberá
acompañar la autorización pertinente suscripta por el Presidente;

2. Declaraciones juradas correspondientes reguladas en el Título VII de la presente normativa;

3. Acta Constitutiva y Estatuto Social con los requisitos y formalidades dispuestas en los artículos 169 y siguientes del C.C.C.N.
Asimismo, se tendrá por válida las presentaciones que se realicen de conformidad a la Ley N° 5.287;

4. Nómina de asociados, cuyo número deberá superar en un cincuenta por ciento (50 %) a los miembros de la Comisión Directiva;

5. Nómina de Autoridades de la Comisión Directiva y la Comisión Revisora de Cuentas;

6. Nómina de aceptación de cargos de los órganos mencionados en el punto precedente;

7. Declaración Jurada suscripta por los integrantes de la Comisión Directiva y Comisión Revisora de Cuentas de no hallarse afectados por
inhabilidades o incompatibilidades legales o reglamentarias para ocupar los cargos;

8. Declaración de patrimonio inicial firmada por su tesorero;

9. Deberán presentar para su rúbrica obligatoria los siguientes libros:

1) Libro Diario;

2) Libro de Inventarios y Balances;

3) Libro de Actas, en el que podrán asentarse las reuniones de la comisión directiva y las actas de asambleas;

4) Libro de registro de socios.



Los libros previstos en los apartados 1) y 2) deberán llevarse conforme a lo establecido por los artículos 320 y concordantes del Código Civil y
Comercial de la Nación.

La necesidad de llevar el control del registro de asistencia podrá cumplirse mediante la utilización de hojas móviles, sistemas digitales o
cualquier otro mecanismo que garantice su adecuada conservación, consulta y exhibición ante requerimiento de cualquier asociado de la
institución. Las entidades podrán solicitar la autorización de registros digitales sustitutivos en los términos del artículo 14 de las presentes
Normas y del artículo 329 del C.C.C.N., conforme al Cronograma de Implementación.

Artículo 85°: ESTATUTO. El estatuto de la asociación, sin perjuicio de los recaudos exigidos por el artículo 170 del C.C.C.N, deberá
contener:

a) Denominación: el nombre de la asociación con el aditamento “Asociación Civil” antepuesto o pospuesto, conforme al artículo 71 de la
presente resolución;

b) Objeto Social;

c) Capacidad;

d) Patrimonio;

e) Domicilio;

f) El plazo de duración o si la asociación es a perpetuidad;

g) Régimen de Socios (categorías, derechos y deberes, sanciones y procedimiento para su aplicación, resguardando el derecho de defensa y el
derecho de apelación);

h) Órgano de Gobierno (tipo de asambleas, convocatoria, orden del día, quórum, mayorías);

i) Órgano de Administración conforme artículo 171 del C.C.C.N. (comisión directiva, composición, forma de elección de las autoridades,
duración de los mandatos, atribuciones y deberes de cada integrante atendiendo al cargo que ocupe, representación, reuniones, quórum,
mayorías, acta y demás especificaciones);

j) Órgano de Fiscalización conforme artículos 172 y 173 del C.C.C.N. (composición, elección, funciones, reuniones, quórum, mayorías);

k) Procedimiento de Reforma;

l) Disolución y Liquidación;

m) Entidad beneficiaria del remanente de bienes sociales, en caso de disolución;

n) Fecha de cierre del Ejercicio Económico.

En el acto constitutivo será suficiente la suscripción del instrumento por quienes resulten designados Presidente, Secretario y Tesorero de la
asociación, quienes actuarán en representación de la entidad en formación, debiéndose acompañar una declaración jurada por parte del
presidente que el resto de los integrantes han prestado conformidad con el inicio del trámite.

Dentro del plazo de treinta (30) días corridos contados desde la Resolución de otorgamiento de la Persona Jurídica, deberá acompañarse la
ratificación y aceptación expresa de los cargos por parte de los restantes integrantes de la Comisión Directiva y, cuando corresponda, del
órgano de fiscalización, junto con las declaraciones juradas exigidas por la presente resolución.

El incumplimiento de dicha obligación en el plazo establecido facultará a la I.G.P.J a intimar su cumplimiento o disponer la cancelación del
otorgamiento de la Persona Jurídica en cuestión.

Artículo 86°: PATRIMONIO INICIAL. JUSTIFICACIÓN. La acreditación del patrimonio se efectuará de la siguiente manera:

a) Bienes muebles no registrables: se acompañará inventario valorizado, con firma de Presidente y Secretario;

b) Bienes registrables: Cuando los bienes no se encuentren inscriptos a nombre de la entidad en formación, deberá acreditarse su afectación al
patrimonio de la asociación mediante declaración suscripta por su titular;

c) Dinero en efectivo: Cuando los fondos se encuentren en cuentas personales del Presidente, Secretario o Tesorero, deberá acreditarse su



afectación al patrimonio de la entidad mediante declaración suscripta por los mismos.

Artículo 87°: MONTO MÍNIMO. Las asociaciones civiles deberán estar dotadas de un patrimonio inicial equivalente al diez por ciento (10%)
de un salario mínimo vital y móvil.

Artículo 88°: OBJETO. En la redacción del objeto social debe tenerse en consideración lo dispuesto por el artículo 168 del C.C.C.N. y las
siguientes pautas:

a) Deberá estar dirigido al bien común y al interés general;

b) Consignarse en forma precisa y determinada cada una de las actividades;

c) No redactarse en forma narrativa, ni contener declaraciones de principios;

d) Las actividades que se enumeren deben encuadrarse dentro de los fines de la institución;

e) No pueden perseguir el lucro como fin principal ni tener por objeto la obtención de ganancias económicas a ser distribuidas entre sus socios
o terceros.

Lo anterior no implica que la asociación pueda contar, además de las cuotas sociales, con otros ingresos originados en actividades lucrativas, de
carácter comercial, industrial o de servicios, si dichos ingresos son destinados al cumplimiento del objeto.

Artículo 89°: FEDERACIONES Y CONFEDERACIONES . El otorgamiento de autorización para funcionar como personas jurídicas a las
asociaciones civiles que se constituyan como federaciones y confederaciones, requiere, además del cumplimiento de los requisitos de los
artículos precedentes, los siguientes:

a) Si las entidades integrantes de la federación o confederación han sido autorizadas a funcionar por la I.G.P.J., debe citarse el número de
registro. Si son entidades de extraña jurisdicción, se debe acompañar certificado de vigencia expedido por la autoridad administrativa
competente;

b) Poderes o autorizaciones otorgadas a los representantes de las entidades federadas o confederadas por la que los órganos de gobierno o
administración, prestan su conformidad para participar en la conformación de una nueva entidad;

c) Acta del órgano de administración o de gobierno, según corresponda, de las entidades que constituyan la federación o confederación, que
contiene la decisión expresa de participar de la misma, indicando los fondos o bienes que se aportan a su patrimonio y las personas y poderes
conferidos para representar a la entidad participante, como así también la facultad para conformar los órganos sociales;

d) Las entidades de extraña jurisdicción, deberán acreditar mediante Estatuto social, la capacidad para participar en la constitución o integración
posterior de la federación o confederación que se crea. En caso de silencio del estatuto, se acompañará Acta de Asamblea Extraordinaria que
adopta la decisión de autorizar a la entidad a participar en la conformación de la asociación de segundo o tercer grado, debiendo la misma
asamblea considerar en forma simultánea la reforma estatutaria que le acuerde tal capacidad.

SECCIÓN II: CATEGORÍAS DE ASOCIACIONES.

Artículo 90°: CATEGORÍAS. Las asociaciones civiles, a los fines de la presentación de la documentación anual exigida en la presente
reglamentación, se categorizarán de la siguiente manera:

a) Primera Categoría: Asociaciones que cuenten con ingresos inferiores a la Categoría "G" del Monotributo.

b) Segunda Categoría: Asociaciones que cuenten con ingresos superiores a la Categoría "G" del Monotributo. También incluye uniones
industriales, cámaras de comercio, asociaciones de bomberos voluntarios, federaciones, confederaciones, y otras asociaciones de relevancia
social.

Artículo 91°: DOCUMENTACIÓN ANUAL. Las Asociaciones Civiles, deberán dentro de los quince (15) días de celebrada la Asamblea
General Ordinaria, y, conforme su categoría, presentar por ante la I.G.P.J. la siguiente documentación:

a) Primera categoría:

1. Formulario de inicio de trámite;

2. Acta de Reunión de Comisión Directiva;



3. Acta de Asamblea;

4. Padrón de Socios;

5. Registro de Asistencia a la Asamblea;

6. Nómina de autoridades electas y aceptación de cargos;

7. Estado de Recursos y Gastos firmado por Presidente y Tesorero;

8. Informe del Órgano de Fiscalización o Comisión Revisora de Cuentas;

9. Memoria anual;

10. Constancia de la publicación de la convocatoria en el Boletín Oficial o, en su caso, de la comunicación sustitutiva prevista en las
presentes Normas.

b) Segunda Categoría: Con una antelación de quince (15) días a la celebración de la asamblea, deberán presentar la siguiente documentación
pre-asamblearia:

1. Acta de Reunión de Comisión Directiva;

2. Convocatoria publicada en el Boletín Oficial y medio de difusión local;

3. Padrón de socios por orden alfabético;

4. Memoria firmada por el Presidente y Secretario;

5. Estados contables debidamente firmados y certificados por profesional contable matriculado en el C.P.C.E.R.N., conforme los recaudos
del artículo 36 del presente cuerpo normativo.

6. Informe de la Comisión Revisora de Cuentas y/o del Revisor de Cuentas, según corresponda.

Luego de celebrada la asamblea en un plazo de quince (15) días, deberán presentar la siguiente documentación:

1. Acta de la Asamblea;

2. Registro de Asistencia a la Asamblea;

3. Nómina de autoridades electas;

4. Aceptación de cargos.

5. Declaraciones juradas correspondientes reguladas en el Título VII de la presente normativa , incluyendo el detalle de todos los
integrantes de la Comisión Directiva y de la Comisión Revisora de Cuentas.

La presentación de la documentación anual se efectuará preferentemente por la sede digital, mediante el formulario electrónico correspondiente.

SECCIÓN III: MODIFICACIONES AL ESTATUTO

Artículo 92°: REFORMA DE ESTATUTO. En los trámites de reforma, las asociaciones civiles, deberán acompañar:

1. Nota dirigida la máxima autoridad de la I.G.P.J.,  de conformidad a lo establecido en los artículos 18 y 19 de la presente
reglamentación;

2. Proyecto de reforma, especificando los artículos modificados, a efectos de su control de legalidad y posterior aprobación;

3. Una vez aprobado el proyecto de reforma por la I.G.P.J.,  deberá ser tratado y aprobado en Asamblea Ordinaria o Extraordinaria, según



corresponda. Posteriormente, para su inscripción, deberá adjuntarse la documentación establecida en la presente reglamentación, siendo
requisito excluyente la presentación del nuevo texto ordenado del estatuto social, con las firmas del presidente y secretario debidamente
certificadas.

Artículo 93°: INSCRIPCIÓN DE DESIGNACIÓN O REMOCIÓN DE AUTORIDADES. En los trámites de designación o remoción de
autoridades, se deberá acompañar:

a) Nota dirigida la máxima autoridad de la I.G.P.J.,  de conformidad a lo establecido en los artículos 18 y 19 de la presente resolución;

b) Acta de Asamblea, Comisión Directiva o Comisión Revisora de Cuentas que resuelve designación o remoción, en este ultimo caso
necesariamente deberá constar nueva designación;

c) Justificación del Quórum.;

d) Formulario de la nueva Nómina de Autoridades según corresponda;

e) Formulario de Declaración Jurada suscripto por los nuevos integrantes de la Comisión Directiva o Comisión Revisora de Cuentas de no
hallarse afectados por inhabilidades o incompatibilidades legales o reglamentarias para ocupar los cargos.

Artículo 94°: RENUNCIA DE INTEGRANTES DEL ÓRGANO DIRECTIVO O DE FISCALIZACIÓN. Para la inscripción de la
renuncia de algún miembro de la Comisión Directiva o Comisión Revisora de Cuentas, además de los recaudos previstos en los incisos a) y c)
del artículo anterior, se deberá acompañar:

a) Nota del renunciante dirigida a la entidad;

b) Aceptación notificada por la entidad al miembro renunciante, con acuse de recibo;

c) En el acta del órgano que resuelva la aceptación o rechazo de la renuncia, deberá consignarse nombre y apellido del suplente. Si la renuncia
no fuere tratada por los órganos de la entidad, el miembro renunciante se encuentra legitimado para solicitar la inscripción de la misma. A tal
fin, deberá acreditar por un medio fehaciente que notificó su renuncia a la entidad y que agotó la vía interna para instar el tratamiento de la
misma por los órganos sociales.

Artículo 95°: FUSIÓN: Es admisible la fusión entre dos o más asociaciones civiles, en sus dos variantes, tanto Fusión Propiamente Dicha
como Fusión por Incorporación, aplicando por analogía y en lo que resulte compatible, las disposiciones pertinentes de la L.G.S.

Artículo 96°: FUSIÓN. INSCRIPCIÓN: Concluidas las etapas del artículo anterior, se deberá acompañar:

a) Nota dirigida la máxima autoridad de la I.G.P.J.,  de conformidad a lo establecido en los artículos 18 y 19 de la presente resolución;

b) Instrumento de fusión;

c) Balance general especial de cada una de las entidades fusionadas y un inventario valorizado de los bienes registrables, con indicación de los
datos de dominio;

d) Balance especial, con fecha cierta, a fin de acreditar con Informe de Dominio la titularidad de los bienes registrables de las entidades que se
fusionan. Dicho Informe se tramitará bajo el principio de interoperabilidad, conforme a lo dispuesto por el art. 11 de la presente normativa.

e) Balance consolidado de las entidades que se fusionan.

La documentación contable estará informada por profesional contable matriculado en el C.P.C.E.R.N. conforme lo establecido en la presente
resolución;

Cuando alguna de las entidades que se disuelvan por la fusión, estén inscriptas en distintas jurisdicciones, deberá acreditarse la cancelación de
la inscripción registral en la jurisdicción de origen.

En los procesos de fusión, tramitará un expediente por cada una de las asociaciones fusionadas, absorbentes y entidad que se constituya como
consecuencia de la fusión, los que serán agregados sin acumular.

Artículo 97°: DISOLUCIÓN. NOMBRAMIENTO DE LIQUIDADOR. En caso de disolución voluntaria y nombramiento de liquidación de
una asociación civil deberá estarse a lo dispuesto por los artículos 183 y siguientes del C.C.C.N. y acompañarse:

1. Nota o presentación digital dirigida la máxima autoridad de la I.G.P.J.,  de conformidad a lo establecido en los artículos 18 y 19 de la
presente reglamentación;



2. Acta de Comisión Directiva donde conste la convocatoria a asamblea ordinaria o extraordinaria según corresponda donde se tratará la
disolución y del orden del día, con determinación del día, hora y lugar en que se realizará la Asamblea, firmada por el Presidente y
Secretario;

3. Acta de asamblea donde se resuelva la disolución, se apruebe el balance final de liquidación y se designe al liquidador, salvo que la
liquidación esté a cargo del órgano de administración. Asimismo, deberá constar la designación de los depositarios de los libros y
documentación social y, de no estar prevista en el estatuto, la identificación de la persona jurídica beneficiaria del remanente.

4. Justificación del Quórum.

5. Declaración Jurada suscripta por el o los liquidadores designados de no hallarse afectados por inhabilidades o incompatibilidades
legales o reglamentarias para ocupar la función y detallar nombre, apellido, tipo y número de documento nacional de identidad,
domicilio y C.U.I.T, C.U.I.L o C.D.I.

6. Constancia de publicación de la disolución y nombramiento del liquidador.

Artículo 98°: CANCELACIÓN POR LIQUIDACIÓN . Concluido el proceso de liquidación, deberá acompañarse en las mismas actuaciones
la siguiente documentación :

1. Acta de convocatoria a asamblea extraordinaria y orden del día, con determinación del día, hora y lugar en que se realizará la
Asamblea, firmada por el Presidente y Secretario;

2. Acta de asamblea que aprueba el balance final de liquidación, designación de la/s persona/s que habrán de conservar los libros y
documentación social y de no estar prevista en el estatuto, la persona jurídica beneficiaria del remanente de los bienes;

3. Justificación del Quórum.

4. Balance especial de liquidación, Estado de Resultados, Cuadros y Anexos, firmados por el liquidador. El mismo estará informado por
profesional contable matriculado en el C.P.C.E.R.N., con los recaudos previstos en el artículo 36 de la presente Resolución;

5. Nota firmada por la persona responsable que habrá de conservar los libros y documentación institucional, manifestando hallarse en
posesión de los mismos. En ella se indicará los datos personales y domicilio;

6. Acta notarial por la cual se acredite la entrega de bienes remanentes no registrables a la entidad beneficiaria, conteniendo detalle de los
mismos. De existir bienes registrables, acompañar informe de dominio o copia de la escritura pública, en la que surja la transferencia
operada;

7. Concluido el proceso de liquidación se deberá proceder a la inscripción de la cancelación por liquidación en el Boletín Oficial. 

SECCIÓN V: PROCEDIMIENTOS DE NORMALIZACIÓN

SUBSECCIÓN I: PROCESO DE NORMALIZACIÓN

Artículo 99°: PROCESOS. En los supuestos en los que haya irregularidades en el funcionamiento de una Asociación Civil se podrá
implementar un proceso de normalización, tendiente a regularizar o normalizar el funcionamiento de la entidad afectada, y que atento las
particularidades del caso no sea recomendable una intervención administrativa o judicial.

Artículo 100°: LEGITIMACIÓN . Los procesos de normalización podrán ser solicitados a pedido de parte interesada, mediante presentación
digital o nota dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J.,  debiendo reunir la persona humana que lo solicite la calidad de socio y fundando,
en su presentación, los motivos por lo que peticiona la normalización.

Artículo 101°: CAUSALES . Serán causas para peticionar una normalización de una Asociación Civil,  cuando la entidad:

1. No cuente con autoridades legalmente constituidas;

2. Se encuentre inmersa en un ámbito de conflictividad que impida un correcto funcionamiento;

3. Tenga irregularidades contables y/o financieras;



4. Adeude dos o más ejercicios contables sin convocar a asamblea;

5. Cualquier otra causal, que según la I.G.P.J. amerite un proceso de normalización.

Artículo 102°: DURACIÓN. El procedimiento de normalización tendrá un plazo de duración que establezca la I.G.P.J.,  que en ningún caso
podrá superar los seis (6) meses. Dicho plazo sólo podrá ser prorrogado por única vez, mediante resolución fundada y emitida por la máxima
autoridad de la I.G.P.J.,  y por un plazo igual o menor al otorgado en primera instancia.

SUBSECCIÓN II: RÉGIMEN DE NORMALIZACIÓN

Artículo 103°: OBJETO Y ALCANCES.  El proceso de normalización tendrá como finalidad la inmediata celebración de una Asamblea
General, teniendo como propósito ordenar y regularizar la documentación jurídica, contable y/o administrativa de la Asociación a efectos de la
convocatoria y su proceso culminará una vez electa una Comisión Directiva.

Artículo 104°: CONVOCATORIA. PUBLICIDAD . En caso de ser admitida la solicitud, la máxima autoridad de la I.G.P.J. autorizará al/los
peticionante/s a convocar a Asamblea General, la que deberá publicarse de la siguiente manera:

1. Por el término de dos (2) días en el Boletín Oficial y en un medio de difusión local de amplia circulación en la zona que se encuentre
ubicada la sede social;

2. Durante cinco (5) días corridos, desde la publicación del inciso a), en la cartelera de la institución, y en espacios físicos de
concurrencia habitual de los asociados;

3. En caso de contar con redes sociales oficiales y/u otros canales digitales de comunicación, durante cinco (5) días corridos contados
desde la primera publicación prevista en el inciso 1), en dichos medios, a fin de garantizar la máxima difusión de la convocatoria entre
los asociados.

Artículo 105°: CELEBRACIÓN. LEGITIMADOS. QUORUM. Cumplimentado lo dispuesto en el artículo anterior, se celebrará la
Asamblea, la que deberá respetar los siguientes recaudos:

1. Legitimados a participar. Solo podrán participar los socios; a tal efecto, los firmantes del acta deberán poder acreditar su condición de
socio;

2. Quórum. El quórum mínimo necesario será aquel para lograr cubrir los cargos titulares y suplentes de la Comisión Directiva y de la
Comisión Revisora de Cuentas, todo ello conforme lo estipulado en el estatuto, más la presencia de un (1) socio;

3. Mayoría. Se entenderá mayoría a la mitad más uno de los socios presentes.

SUBSECCIÓN III: COMISIÓN NORMALIZADORA

Artículo 106°: COMPOSICIÓN. La comisión normalizadora será designada, a petición de parte interesada, por la máxima autoridad de la
I.G.P.J. Debe estar compuesta por tres (3) miembros titulares como mínimo, pudiendo designar un (1) suplente.

En todos los casos deberán ser preferentemente socios, conforme el listado de la última asamblea válida registrada en el legajo de la entidad
ante la I.G.P.J.  y actuarán como órgano colegiado.  Excepcionalmente podrán designarse integrantes que no revistan la condición de socios,
circunstancia que deberán motivar los peticionantes.

Su mandato durará por un plazo máximo de ciento ochenta (180) días corridos, que será prorrogable por única vez por noventa (90) días
corridos previa solicitud por escrito. 

En casos excepcionales y mediando solicitud por escrito, sujeto a análisis de la máxima autoridad de la I.G.P.J.,  se podrá conceder una nueva y
última prórroga por un plazo máximo de cuarenta y cinco (45) días corridos. En este último supuesto, deberán acreditar previamente y de modo
fehaciente la convocatoria a asamblea para la regularización institucional.

El proceso finalizará con la elección y nombramiento de las autoridades de la Comisión Directiva.

Artículo 107°: FACULTADES. La Comisión Normalizadora detenta las mismas facultades y obligaciones de la comisión directiva, sin
perjuicio de ello deberán:

1. Realizar los actos de administración indispensables y necesarios para la subsistencia de la institución, debiendo elaborar un informe
final de su gestión;



2. Cumplimentar los actos que disponga la I.G.P.J. en materia de confección, ordenamiento y regularización de la documentación jurídica
y contable en el marco del procedimiento;

3. Convocar a asamblea de asociados para la designación de comisión directiva y comisión revisora de cuentas previo a la finalización de
su mandato;

4. Cualquier acto de administración que no cumpla con la calidad de indispensable y necesario, deberá contar con la previa autorización
de la máxima autoridad de la I.G.P.J.

Artículo 108°: REUNIONES. RENUNCIA. REMOCIÓN. Las reuniones deberán constar en el libro de la comisión directiva rubricado.

La renuncia o fallecimiento de algunos de los miembros titulares deberán ser acreditadas en el expediente, debiendo asumir el suplente
designado si lo hubiere; en caso contrario, se deberá proponer una nueva persona que reúna la condición de socio. 

La máxima autoridad de la I.G.P.J. podrá remover a uno, más de uno o a la totalidad de los miembros de la comisión normalizadora cuando:

1. Previa solicitud por escrito, suscrita al menos por las dos terceras partes de los socios y con firmas certificadas.

2. Previa denuncia ante este organismo, se adviertan irregularidades de los actos llevados a cabo por la Comisión Normalizadora.

En cualquiera de los casos anteriores, se correrá traslado a los miembros designados de la comisión garantizando el debido proceso
administrativo.

Artículo 109°: PRIMERA ACTUACIÓN. La Comisión Normalizadora, una vez designada, deberá presentar dentro de los sesenta (60) días
un informe de la situación general en la que se encuentra la entidad. Dicho plazo podrá extenderse, con causa justificada, por treinta (30) días,
previa conformidad de la máxima autoridad de la I.G.P.J.

Artículo 110°: SUBSIGUIENTES ACTUACIONES. Cumplida la presentación mencionada en el artículo precedente, la I.G.P.J. procederá a
informar a la Comisión Normalizadora las acciones que deberán cumplimentar para la normalización, tales como:

1. Rúbrica de Libros en caso de corresponder;

2. Proceso de reempadronamiento obligatorio de socios en el Libro Registro de Asociados;

3. Regularizar las obligaciones pendientes frente a la I.G.P.J.

4. Cualquier otra acción que la máxima autoridad de la I.G.P.J considere pertinente.

Artículo 111°: REEMPADRONAMIENTO. La Comisión Normalizadora dispondrá el reempadronamiento de asociados bajo los siguientes
términos y criterios:

1. Se resolverá y se confeccionará en el acta pertinente estableciendo la metodología.

2. El proceso de reempadronamiento tendrá una duración mínima de un mes, debiendo verificarse una atención mínima de tres (3) días a
la semana, por un lapso no inferior a las cuatro (4) horas por día. La distribución de días y horas de atención deberá efectuarse
equitativamente entre días y horas hábiles e inhábiles, a fin de posibilitar una disponibilidad amplia que favorezca la participación de
los socios;

3. Se podrán reempadronar sin excepcion, sólo aquellos asociados inscriptos hasta el último día de mandato de la última comisión
directiva registrada en la I.G.P.J. o que acrediten sumariamente dicha circunstancia;

4. Notificará en forma fehaciente a cada socio que fuera reempadronado el estado de deuda de la cuota social, a los efectos de regularizar
su situación, para poder integrar el padrón de asociados.

La Comisión Normalizadora deberá confeccionar padrón de asociados la que se integrará con los reempadronados.

Artículo 112°: OBLIGACIONES EN MORA. Las entidades con ejercicios en mora, regularizarán su situación frente a la I.G.P.J.
presentando los ejercicios contables debidos. En caso de que la mora supere los cinco (5) años, sólo deberán presentar los últimos cinco (5)
anteriores al inicio del procedimiento de normalización.



Artículo 113°: CONVOCATORIA A ASAMBLEA. DESIGNACIÓN DE AUTORIDADES. Cumplimentado lo dispuesto en los artículos
precedentes se estará en condiciones de convocar a asamblea de asociados para la elección de autoridades y el tratamiento de la documentación
adeudada según lo dispuesto en el artículo 112. 

El proceso de convocatoria, publicidad, constitución, mayorías y elección de autoridades se regirá, en cuanto a sus términos y condiciones, por
lo dispuesto en el presente capítulo y supletoriamente por el estatuto social.

Artículo 114°: PRIMERA ACTUACIÓN DE COMISIÓN DIRECTIVA ELECTA. La Comisión Directiva electa, se deberá presentar a fin
de solicitar su reconocimiento por parte de la I.G.P.J. En dicha oportunidad deberán acompañar:

1. Acta de convocatoria a asamblea, efectuada por la Comisión Normalizadora y transcripta al Libro de Comisión Directiva;

2. Acta de Asamblea que designó autoridades y consideró documentación contable, transcripta al Libro de Actas de Asamblea;

3. Asistencia a Asamblea, que justifique quórum;

4. Estados contables considerados conforme las alternativas dispuestas en el presente capítulo;

5. Declaraciones juradas correspondientes reguladas en la presente normativa.

Artículo 115°: FIN DEL PROCEDIMIENTO. El procedimiento culminará mediante el dictado de Resolución de la máxima autoridad de la
I.G.P.J.

SECCIÓN VI: INGRESO Y EGRESO. ASOCIACIONES EXTRANJERAS. SUCURSALES

Artículo 116°: PARTICIPACIÓN DE UNA SOCIEDAD COMERCIAL O ENTIDAD SIN FINES DE LUCRO CONSTITUÍDA EN
EL EXTRANJERO. Cuando en la conformación de una Cámara o Federación tenga participación una sociedad comercial o entidad civil,
cualquiera sea el tipo, constituida en el extranjero, deberá presentarse:

1. Acto constitutivo, estatutos y reformas;

2. Comprobante extendido por la autoridad competente de que se hallan debidamente autorizadas o inscriptas según las leyes de su país
de origen;

3. Instrumento que contenga la resolución del órgano competente que autorizó dicho acto, designó al representante y le otorgó las
facultades necesarias al efecto.

Artículo 117°: SUCURSAL, ASIENTO O REPRESENTACIÓN EXTRANJERA . Para obtener la autorización de apertura y
funcionamiento de sucursales, representaciones o establecimientos permanentes en la Provincia de Rio Negro, las asociaciones civiles
constituidas en el extranjero deben presentar:

1. Nota dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J.,  de conformidad a lo establecido en el artículos 18 y 19 de la presente
reglamentación;

2. Acto constitutivo, estatutos y reformas;

3. Comprobante extendido por la autoridad competente de que se hallan debidamente autorizadas o inscriptas según las leyes de su país
de origen, como entidades de bien público sin fines de lucro;

4. Instrumento que contenga la resolución del órgano competente que dispuso la apertura de la representación, sucursal o filial, que
designó al representante y le otorgó las facultades necesarias y lo autorizó a fijar la sede social;

5. Declaración Jurada del representante, indicando sus datos personales, que no se halla afectado por inhabilidades o incompatibilidades
legales o reglamentarias para desempeñar la función encomendada y constituyendo domicilio especial a todos los efectos que pudieran
corresponder;

6. Si hubiere asignación de bienes, se acreditará la misma en debida forma, mediante informe suscripto por profesional competente en el
país de origen, con certificación del organismo profesional correspondiente a su matrícula. La documentación proveniente del
extranjero debe cumplir con los recaudos formales requeridos por la presente.



Artículo 118°: DESIGNACIÓN DE NUEVO REPRESENTANTE. CESACIÓN DEL ANTERIOR. La designación de nuevo representante
exige cumplir con los requisitos de los incisos a), d) y e) del artículo anterior. La designación del anterior representante se reputará subsistente
mientras no se registre la revocación del mandato y la designación del sucesor en la representación.

Artículo 119°: RÚBRICA DE LIBROS. Las sucursales o representaciones de las asociaciones civiles, fundaciones u otras entidades de bien
común constituidas en el extranjero, una vez autorizadas deben rubricar los libros que sean necesarios para llevar contabilidad separada,
conforme Titulo IV de la presente.

Artículo 120°: ESTADOS CONTABLES.  Las sucursales o representaciones de las asociaciones civiles constituidas en el extranjero deberán,
una vez aprobados los estados contables por la entidad extranjera, remitirlos al área competente del organismo, dentro de los treinta (30) días
de dicha aprobación a los fines de su registración.

Artículo 121°: APERTURA DE SUCURSAL EN LA PROVINCIA DE ENTIDAD CONSTITUIDA EN EL PAÍS. La apertura de
sucursal o representación permanente en la Provincia de Rio Negro por parte de una asociación civil domiciliada en otra jurisdicción provincial
o en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, requiere la presentación de la siguiente documentación:

1. Presentación digital o Nota dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J.,  de conformidad a lo establecido en el artículos 18 y 19 de la
presente reglamentación;

2. Documentación de su acto constitutivo, estatutos y reformas inscriptos;

3. Constancia de Inscripción ante la jurisdicción de origen;

4. Acta de asamblea que resuelve la apertura de sucursal o representación permanente y persona que se encontrará a cargo de la misma,
confiriéndole las facultades necesarias al efecto;

5. Certificado expedido por la jurisdicción originaria a los efectos de ser presentado ante esta I.G.P.J. en el que conste:

1- que la personería se encuentra vigente;

2- que la entidad ha cumplido con los deberes que imponen las normas de aplicación en esa jurisdicción.

6. Declaración Jurada del representante, indicando sus datos personales, que no se halla afectado por inhabilidades e incompatibilidades
legales o reglamentarias para desempeñar la función encomendada y constituyendo domicilio especial a todos los efectos que pudieran
corresponder;

7. Si hubiere asignación de bienes, se acreditará la misma en debida forma, mediante informe de profesional contable matriculado en el
C.P.C.E.R.N. correspondiente a su jurisdicción, con legalización de dicho organismo.

Artículo 122°: INSCRIPCIÓN DE NUEVO REPRESENTANTE. CESACIÓN DEL ANTERIOR. La designación de nuevo representante
exige cumplir con los requisitos de los incisos a), d) y f) del artículo anterior. La designación del anterior representante se reputará subsistente
mientras no se registre la revocación del mandato y la designación del sucesor en la representación.

Artículo 123°: APERTURA DE SUCURSAL FUERA DE LA PROVINCIA DE RIO NEGRO. Toda asociación civil registrada en esta
Inspección Provincial, que resuelva la apertura de una sucursal u otro tipo de representación fuera de la Provincia de Rio Negro, deberá
comunicarlo a este organismo dentro de los veinte (20) días de adoptada la correspondiente resolución, presentando:

1. Nota dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J.,  de conformidad a lo establecido en el artículos 18 y 19 de la presente
reglamentación;

2. Acta de asamblea que resuelve la apertura de sucursal o representación permanente;

3. Declaración Jurada, suscripta por el presidente y secretario, informando: domicilio y sede social, apellido y nombre, domicilio real y
CUIT, CUIL o CDI del representante designado. Una vez inscripta en la jurisdicción pertinente, deberá acompañarse copia legalizada
de la constancia de inscripción, la que será agregada al legajo de la entidad. 

Artículo 124°: CAMBIO DE JURISDICCIÓN. INGRESO A LA PROVINCIA. Las asociaciones civiles que trasladen su domicilio y sede
social a la jurisdicción de la provincia de Rio Negro, deberán comunicarlo al órgano pertinente de la jurisdicción originaria y acompañar:

1. Nota dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J. de conformidad a lo establecido en el artículos 18 y 19 de la presente
reglamentación;



2. Documentación de su acto constitutivo, estatutos y reformas, en este último caso si las hubiere;

3. Acto Administrativo o Judicial que otorga la autorización para funcionar como Asociación Civil por ante la jurisdicción de origen;

4. Acta de asamblea extraordinaria que resuelve el cambio de jurisdicción y aprueba la modificación del Estatuto;

5. Justificación del Quórum. Para ello, se precisará asistencia a asamblea donde conste la nómina de socios y firmas de los mismos. Al pie
del último folio deberá constar la firma del presidente y secretario, que contendrá detalle de socios presentes;

6. Acta de Asamblea o reunión del Consejo de Administración que designó las últimas autoridades de la Comisión Directiva;

7. Certificado expedido por la jurisdicción originaria en el que conste:

1- que la personería se encuentra vigente;

2- que la entidad ha cumplido con los deberes que imponen las normas de aplicación en esa jurisdicción;

3- las medidas cautelares que la afectaren, debidamente certificada por autoridad pertinente;

4- libros rubricados;

5- existencia de concurso preventivo o quiebra decretada y registrada en esa jurisdicción.

Cumplidos y aprobados todos los requisitos previamente detallados, se procederá a dictar la pertinente resolución en la que se dejará constancia
de la imposibilidad de inscribir cualquier otro acto mientras no se acredite la cancelación de la inscripción en la jurisdicción de origen, la cual
no podrá superar el plazo de noventa (90) días corridos.

El incumplimiento de la acreditación de la cancelación ante la jurisdicción de origen, hará pasible a los integrantes del órgano de
administración, en forma solidaria, de la sanción de multa prevista en el art. 13 de la Ley K Nº 3827.

En caso que el incumplimiento se deba a una demora no imputable a la entidad ingresante, deberá expresar en forma previa al cumplimiento del
plazo y a fin de evitar la aplicación de la sanción indicada en el párrafo anterior,  los motivos que la originan.

Artículo 125°: CAMBIO DE JURISDICCIÓN. EGRESO DE LA PROVINCIA. Las asociaciones civiles que trasladen su domicilio y sede
social a extraña jurisdicción, deberán comunicarlo al órgano pertinente de la jurisdicción originaria y acompañar:

1. Nota dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J..,  de conformidad a lo establecido en el artículos 18 y 19 de la presente
reglamentación;

2. Acta de asamblea extraordinaria que resuelve el cambio de jurisdicción y aprueba la modificación del Estatuto;

3. Justificación del Quórum. Registro de asistencia a asamblea donde conste la nómina de socios y firmas de los mismos. Al pie del
último folio deberá constar la firma del presidente y secretario, que contendrá detalles de socios presentes. Cumplidos y aprobados
todos los requisitos previamente detallados, se procederá a dictar la pertinente resolución en la que se dejará constancia que la
cancelación de la matrícula se obtendrá cuando se acredite que ha perfeccionado la inscripción en la nueva jurisdicción. Mientras ello
no ocurra, seguirá sujeta al control de la I.G.P.J.

SECCIÓN VII: ENTIDADES ESPECIALES

Artículo 126°: ASOCIACIONES DE BOMBEROS VOLUNTARIOS. Las asociaciones de bomberos que se constituyan en el ámbito de la
Provincia de Rio Negro, adecuarán sus estatutos y funcionamiento a lo normado en la Ley N° 3695 y su Decreto Reglamentario N° 1.370/03
organización y funcionamiento de las Asociaciones de Bomberos Voluntarios.

Previo al dictado del acto administrativo correspondiente, las actuaciones administrativas serán remitidas a la Dirección Provincial de Defensa
Civil.

Artículo 127°: ORGANIZACIONES RELIGIOSAS DE CULTO. Para el reconocimiento como persona jurídica en los términos del artículo
148, inciso e), del C.C.C.N., las organizaciones religiosas que no integren la Iglesia Católica Apostólica Romana deberán, junto con los demás
requisitos previstos en la presente reglamentación pertinente del sección de asociacion civil , contar con el Certificado de Inscripción en el
Registro Nacional de Cultos.



CAPITULO III: FUNDACIONES

Artículo 128°. TRÁMITE PREVIO: Previo a formalizar la constitución de una Fundación, los interesados deben presentar los borradores del
acta constitutiva, estatuto, base presupuestaria y plan trienal para su visado a través de la sede digital o del canal que habilite el Organismo.
Esta etapa no implica la existencia del trámite de constitución, sino una instancia previa de revisión. La Inspección verificará que los
instrumentos cumplan con los recaudos del Cap. 3, Título II del Libro Primero del C.C.C.N.

En esta misma etapa, se llevará a cabo el control de homonimia, con los recaudos de la presente resolución.

El visado se expedirá dentro de los veinte (20) días. Una vez obtenida la aprobación del borrador, se habilitará la etapa de la tramitación de la
constitución de la Fundación.

Artículo 129°: CONSTITUCIÓN . Las fundaciones a los efectos de obtener la autorización para funcionar como persona jurídica, en los
términos del artículo 195 del C.C.C.N. deberán acompañar:

1. Nota dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J.,  de conformidad a lo establecido en el artículos 18 y 19 de la presente
reglamentación;

2. Instrumento público o privado de constitución con firmas certificadas que deberá contener los requisitos del artículo 195 del C.C.C.N.;

3. Plan trienal, en los términos del artículo 199 del C.C.C.N.;

4. Comprobante de depósito bancario o inventario de bienes valorizado suscripto por profesional contable;

5. Declaraciones juradas correspondientes reguladas en el Título VII de la presente normativa.

Artículo 130°: PATRIMONIO. Las fundaciones, deberán contar como mínimo, con un patrimonio inicial de un (1) salario mínimo vital y
móvil.

Sin perjuicio de ello, podrán resolverse favorablemente los pedidos de autorización cuando de los antecedentes de los fundadores, de los
funcionarios contratados por la entidad, de los otros elementos aportados o por las características del programa a desarrollar, resulte la
capacidad potencial de los objetivos perseguidos.

Artículo 131°: MODALIDAD DEL APORTE: La acreditación del patrimonio se efectuará de la siguiente manera:

1. Dinero en efectivo o títulos valores: Cuando los fondos se encuentren en cuentas personales del Presidente, Secretario o Tesorero,
deberá acreditarse su afectación al patrimonio de la entidad mediante declaración suscripta por los mismos;

2. Aportes no dinerarios: Los aportes no dinerarios deben constar en un inventario con sus respectivas valuaciones, suscripto por
profesional contable matriculado en el C.P.C.E.R.N. De incluirse bienes muebles o inmuebles registrables la I.G.P.J. solicitará un
informe de dominio de los bienes registrables.

La I.G.P.J. constatará de oficio, por consulta a las fuentes auténticas, conforme del artículo 11 de las presentes Normas, que conste informe de
Anotaciones Personales del aportante, por el que se acredite la libre disponibilidad de sus bienes.

Cuando se trate de bienes registrables de carácter ganancial, se requerirá el asentimiento conyugal con firma certificada, en los términos del art.
470 del C.C.C.N.

Artículo 132°: PROMESA DE DONACIÓN: Las promesas de donación realizadas en los términos de los artículos 197 y 198 del C.C.C.N.,
por los fundadores o terceros, por fuera del acto constitutivo, deberá acompañarse bajo la forma de declaración jurada con firma certificada del
compromiso de los futuros donantes.

Artículo 133°: CONTRATOS CON EL FUNDADOR O SUS HEREDEROS. En los casos previstos por el art. 212 del C.C.C.N., a los
efectos de su evaluación por la autoridad de control y eventual aprobación, se acompañará:

1. Contrato o Acta del Consejo de Administración que resolvió conceder beneficio no previsto en el estatuto, a los fundadores o
herederos;

2. Justificación del Quórum. Registro de asistencia a reuniones del Consejo de Administración, donde conste la nómina de miembros
asistentes y firmas de los mismos. Al pie del último folio deberá constar la firma del presidente y secretario, que contendrá detalles de
los presentes.



Artículo 134°: DESTINO DE LOS INGRESOS. De resolverse la acumulación de fondos, para ser aplicados a los fines previstos en el
artículo 213 del C.C.C.N., o la realización de gastos que importen apreciable disminución del patrimonio, deberá en tiempo oportuno informar
tal circunstancia a la I.G.P.J.,  debiéndose acompañar descripción, en forma clara y precisa, de los objetivos buscados y posibilidad de
cumplimiento, suscripta por los integrantes del Consejo de Administración.

Artículo 135°: IMPUGNACIÓN DE ASAMBLEAS. Las impugnaciones contra las decisiones adoptadas por las Asambleas Ordinarias o
Extraordinarias de las Asociaciones Civiles y Fundaciones se regirán bajo las siguientes condiciones:

1. Deberá presentarse dentro del plazo de 15 (quince) días contados a partir de la celebración de la Asamblea.

2. El presentante deberá acreditar de forma fehaciente su personería, en el caso de Asociaciones Civiles su calidad de socio con derecho a
voto, dejando constancia de no haber votado a favor de la decisión que se pretende impugnar. En el caso de Fundaciones su calidad de
miembro fundador o integrante del Consejo de Administración;

3. La presentación deberá consistir en un escrito detallado que indique con precisión los artículos del Estatuto Social o la normativa
vigente que se consideren vulnerados por la decisión asamblearia.

La presentación extemporánea, así como la falta de acreditación de la legitimación o la ausencia de fundamentos técnicos en el escrito,
mediante acto fundado sin sustanciación, dará lugar a su desestimación.

La presentación regulada en este artículo constituye una denuncia a los fines del ejercicio de la fiscalización estatal conforme a la Ley K N°
3.827,  y no sustituye, suspende ni condiciona las acciones judiciales de impugnación o nulidad previstas por la legislación de fondo, cuyos
plazos y requisitos no resultan alterados por las presentes Normas.

CAPÍTULO IV: SOCIEDADES

SECCIÓN I: CONSTITUCIÓN

Artículo 136°: REQUISITOS. Para todo trámite de conformación e inscripción de sociedades comerciales, deberá acompañarse:

1. Nota dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J. o I.R.P.J., de conformidad a lo establecido en los artículos 18 y 19 de la presente
reglamentación;

2. Instrumento Público o instrumento privado de constitución, adecuado a las particularidades del tipo social adoptado y demás requisitos
establecidos por la legislación de fondo y las disposiciones contenidas en la presente reglamentación;

3. Declaración Jurada por cada uno de los integrantes de los órganos de administración, representación y fiscalización, tanto titulares
como suplentes, de no hallarse afectados por inhabilidades o incompatibilidades legales o reglamentarias para desempeñarse en el cargo
con firma certificada;

4. Justificación de los aportes realizados por los socios;

5. Acreditación de la integración de los aportes realizada por parte de los socios;

6. Declaraciones juradas correspondientes reguladas en el Título VII de la presente normativa

7. La I.G.P.J. constatará de oficio, por consulta a las fuentes auténticas, que cuente con Visado de la A.R.T.R.N. y/o retención realizada
por Autoridad Notarial en el respectivo protocolo de constitución de la sociedad;

8. En el caso de que uno de los socios fuere una sociedad, debe:

1- Acreditar su existencia, inscripción y facultades de quién la represente en el acto de constitución;

2- Presentar resolución social que aprueba la participación, de fecha anterior a la constitución de la sociedad firmada por quién
ejerza la representación legal;

3- Acreditar mediante los valores del patrimonio neto resultante de sus últimos estados contables aprobados el cumplimiento de
los límites legales a la participación en otras sociedades, debiendo acompañar una declaración jurada que contenga el cálculo
numérico que acredite la observancia de dichos límites.



1. Proyecto de edicto para ser autorizado por la autoridad máxima de la I.G.P.J. o I.R.P.J. Una vez realizada la publicación, deberá
acreditarse con el objeto de finalizar el trámite de inscripción.

La constitución de sociedades podrá iniciarse y sustanciarse íntegramente por la sede digital, conforme al Cronograma de Implementación,
comenzando por las S.A.S. y S.R.L. con instrumentos y edictos modelo. 

El sistema procurará la integración con los servicios de obtención de C.U.I.T., pago de tasas, depósito o acreditación de aportes y remisión
electrónica de edictos al Boletín Oficial, a medida que las integraciones del EDI RN lo permitan.

SECCIÓN II: ASAMBLEAS DE ACCIONISTAS Y REUNIONES DE SOCIOS

Artículo 137°: ASAMBLEAS GENERALES ORDINARIAS. REQUISITOS: Para la presentación de Asambleas Generales Ordinarias de
Sociedades Anónimas, se requerirá:

1. Nota dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J. o I.R.P.J., de conformidad a lo establecido en los artículos 18 y 19 de la presente
reglamentación;

2. Acta de Directorio, donde se convoca a asamblea de accionistas, mencionando el orden del día a tratar, junto a la debida habilitación
del libro u hojas móviles. Podrá omitirse la convocatoria, si se acredita en el acta de asamblea que fue autoconvocada y unánime,
conforme la legislación de fondo;

3. Acta de Asamblea, firmada por el Presidente y por los dos accionistas designados al efecto, junto a la debida habilitación del libro u
hojas móviles;

4. Asistencia conforme surge del Libro de Depósito de Acciones y Asistencia a Asambleas Generales, junto a la debida habilitación del
libro u hojas móviles. La constancia deberá permitir verificar la nómina de accionistas asistentes, la cantidad, clase y votos de las
acciones representadas, el capital presente y el carácter de la convocatoria. Si la asamblea no es unánime, deberá dejarse constancia de
los cierres al Libro de Depósito de Acciones y asistencia a asambleas generales conforme los plazos establecidos en la legislación de
fondo, debiendo mencionarse fecha, hora, capital, cantidad de acciones, votos, y accionistas, con las firmas del Presidente y síndico si
correspondiere;

5. Si la Asamblea trata y aprueba estados contables, además, se solicitará la presentación del ejemplar de los estados contables aprobados,
conforme la legislación de fondo debidamente firmado y certificado por profesional contable matriculado en el C.P.C.E.R.N., conforme
los recaudos del artículo 36 del presente cuerpo normativo;

6. Si la asamblea trata y aprueba la designación o renuncia de autoridades de administración y/o fiscalización, deberá acompañar además:

1. Nómina de integrantes del Directorio y de la Sindicatura o Comisión Fiscalizadora, de corresponder, con especificación de cargo, plazo
de duración del mandato o ejercicio hasta el cual fueron designados, y datos personales de cada uno de ellos.;

2. Acta de Directorio con la distribución de cargos, si no se ha realizado por acta de asamblea;

3. Cuando algún miembro del Directorio, estuviere ausente en el acto asambleario o en la reunión de Directorio, deberá acompañarse nota
de aceptación de cargo. Misma observación les cabe a los miembros del órgano de fiscalización, cuando corresponda;

4. Declaración Jurada de cada uno de los integrantes del Directorio de no encontrarse dentro de las inhabilidades y prohibiciones de la
L.G.S. , en especial las previstas por el artículo 264 de la L.G.S. La misma podrá ser realizada en el acta de asamblea si la autoridad
designada estuviere presente;

5. Declaración Jurada de cada uno de los integrantes del Órgano de Fiscalización de no encontrarse dentro de las inhabilidades y
prohibiciones de la L.G.S. , en especial las previstas por el artículo 286 de la L.G.S. La misma podrá ser realizada en el acta de
asamblea;

6. Declaraciones juradas correspondientes reguladas en el Título VII de la presente normativa;

7. Proyecto de edicto para ser autorizado por la autoridad máxima de la I.G.P.J. o I.R.P.J., únicamente cuando corresponda por el acto
cuya inscripción o registración se solicita. Una vez realizada la publicación, deberá acreditarse con el objeto de finalizar el trámite de
inscripción.

Artículo 138°. ASAMBLEAS GENERALES EXTRAORDINARIAS. REQUISITOS: Para la presentación de Asambleas Generales
Extraordinarias de Sociedades Anónimas, se requerirá:



1. Nota o presentación digital dirigida a la autoridad máxima de la I.G.P.J. o I.R.P.J., de conformidad a lo establecido en los artículos 18
y 19 de la presente reglamentación;

2. Acta de Directorio, donde se convoca a Asamblea de Accionistas, mencionando el orden del día a tratar, junto a la debida habilitación
del libro u hojas móviles. Podrá omitirse la convocatoria, si se acredita en el acta de asamblea que fue autoconvocada y unánime,
conforme la legislación de fondo;

3. Testimonio de escritura pública, instrumento privado original, copia certificada o transcripción del acta de asamblea, según corresponda
por la naturaleza del acto cuya inscripción se solicita, junto a la debida habilitación del libro u hojas móviles;

4. Asistencia conforme surge del Libro de Depósito de Acciones y Asistencia a Asambleas Generales, junto a la debida habilitación del
libro u hojas móviles. La constancia deberá permitir verificar la nómina de accionistas asistentes, la cantidad, clase y votos de las
acciones representadas, el capital presente y el carácter de la convocatoria. Si la asamblea no es unánime, deberá dejarse constancia de
los cierres al Libro de depósito de acciones y asistencia a asambleas generales, conforme plazos establecidos por la L.G.S., debiendo
mencionarse fecha, hora, capital, cantidad de acciones, votos, y accionistas, con las firmas del Presidente y síndico si correspondiere;

5. Cuando las asambleas no fueran unánimes, se deberá acreditar el cumplimiento de las publicaciones de convocatoria exigidas por la
legislación de fondo, el estatuto y la presente reglamentación;

6. Declaraciones juradas correspondientes reguladas en el Título VII de la presente normativa;

7. Proyecto de edicto para ser autorizado por la autoridad máxima de la I.G.P.J. o I.R.P.J., únicamente cuando corresponda por el acto
cuya inscripción o registración se solicita. Una vez realizada la publicación, deberá acreditarse con el objeto de finalizar el trámite de
inscripción.

Artículo 139°. SOCIEDAD EN COMANDITA POR ACCIONES: Las decisiones sociales adoptadas por sociedades en comandita por
acciones que deban ser presentadas ante la I.G.P.J. o I.R.P.J. Se regirán, en lo pertinente, por los requisitos previstos para las sociedades
anónimas, según la naturaleza del acto cuya inscripción o registración se solicite.

Artículo 140°. ACTA ACLARATORIA: Se habilitará, por única vez, la posibilidad de realizar un acta aclaratoria, la cual deberá ser
presentada en el mismo expediente que la principal, mediante nota con los recaudos de los artículos 18 y 19 de la presente resolución. 

En el caso de tratarse de una sociedad anónima, deberá presentarse también copia del Libro de Depósito de Acciones y Asistencia a Asambleas
Generales, según la naturaleza de la aclaración efectuada. El acta deberá estar suscrita por quienes correspondan según la legislación de fondo y
no podrá alterar la voluntad social oportunamente formada.

Artículo 141°. ACTA RATIFICATORIA: Cuando las sociedades deban regularizar la inscripción de autoridades de administración o
fiscalización, deberán acompañar la documentación necesaria para reconstruir el tracto registral hasta las autoridades vigentes, según la
naturaleza del acto y la legislación de fondo aplicable.

La regularización registral no importará convalidación de nulidades, irregularidades sustanciales, responsabilidades de administradores o
integrantes del órgano de fiscalización, ni afectará derechos de socios, accionistas o terceros.

Artículo 142°. REUNIÓN DE SOCIOS. REQUISITOS: Para la presentación de reuniones de socios en Sociedades de Responsabilidad
Limitada, se requerirá:

1. Nota dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J. o I.R.P.J., de conformidad a lo establecido en los artículos 18 y 19 de la presente
reglamentación;

2. Acta de reunión de socios, junto a la debida habilitación del libro u hojas móviles;

Si la reunión, trata y aprueba la transferencia de cuotas sociales, se requerirá además:

1. Instrumento de transferencia de cuotas sociales, con las firmas certificadas según la legislación de fondo. Deberán especificarse los
datos personales de cedente y cesionario, la cantidad de cuotas que se transmiten y el estado de titularidad y distribución del capital
social antes y después de la transferencia;

2. Constancia fehaciente de su comunicación a la gerencia en la forma establecida por la legislación de fondo, excepto que dicha
transferencia surja de acta de reunión de socios o de instrumento en el que intervenga la gerencia;



3. Constancia del asentimiento conyugal, de acuerdo a la legislación de fondo, en caso de corresponder;

4. Si la cesión requiere de la conformidad de los restantes socios, debe acompañarse el instrumento que así lo acredite con sus firmas
debidamente certificadas, salvo que conste en el acta de reunión de socios;

5. Declaraciones juradas correspondientes reguladas en el Título VII de la presente normativa;

6. Acreditación del pago o retención del impuesto de sellos;

7. Proyecto de edicto para ser autorizado por la autoridad máxima de la I.G.P.J. o I.R.P.J., cuando corresponda por el acto cuya
inscripción o registración se solicita. Una vez realizada la publicación, deberá acreditarse con el objeto de finalizar el trámite de
inscripción.

La I.G.P.J. constatará de oficio, por consulta a las fuentes auténticas, en conformidad con el  artículo 11 de las presentes Normas, que conste:

8. Certificado de inhibiciones de la parte cedente, expedido por el Registro de la Propiedad Inmueble.

Artículo 143°. SOCIEDAD EN COMANDITA SIMPLE, DE CAPITAL E INDUSTRIA Y COLECTIVAS: Las decisiones sociales
adoptadas por sociedades en comandita simple, de capital e industria y colectivas que deban ser presentadas ante la I.G.P.J. o I.R.P.J.  Se
regirán, en lo pertinente, por los requisitos previstos para las sociedades de responsabilidad limitada, según la naturaleza del acto cuya
inscripción o registración se solicite.

Artículo 144°. SOCIEDADES POR ACCIONES SIMPLIFICADAS. REQUISITOS: Para la presentación de reuniones de socios en
Sociedades por Acciones Simplificadas, se requerirá:

1. Nota dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J. o I.R.P.J.., de conformidad a lo establecido en los artículos 18 y 19 de la presente
resolución;

2. Acta de reunión de socios. Si se trata de reforma del instrumento constitutivo, deberá surgir del acta, la redacción completa del artículo
o cláusula reformada;

3. Si se tratare la designación de autoridades, aceptación de cargos de los miembros titulares y suplentes del órgano de administración y/o
fiscalización, de corresponder, con declaración jurada de no hallarse afectados por inhabilidades o incompatibilidades legales o
reglamentarias para ejercer los cargos;

4. Declaraciones juradas correspondientes reguladas en el Título VII de la presente normativa;

5. Proyecto de edicto para ser autorizado por la autoridad máxima de la I.G.P.J. o I.R.P.J. cuando corresponda según la legislación de
fondo o por la naturaleza del acto cuya inscripción o registración se solicita. Una vez realizada la publicación, deberá acreditarse con el
objeto de finalizar el trámite de inscripción.

SECCIÓN III: GARANTÍA DE LOS ADMINISTRADORES

Artículo 145°. TIPOS:  Los instrumentos constitutivos de las sociedades deberán prever la garantía que prestarán los administradores titulares,
cuando corresponda según la legislación de fondo.

Depósitos de fondos, títulos públicos, seguros de caución, avales de terceros, caución juratoria u otros medios que determine el instrumento
constitutivo vigente o el órgano social competente. El costo, forma y condiciones serán acordados libremente entre la sociedad y el
administrador.

Artículo 146°. DECLARACIÓN JURADA: Al momento de solicitar la inscripción de la designación de autoridades, los administradores
obligados deberán declarar bajo juramento que han cumplimentado la garantía prevista en el instrumento constitutivo vigente, indicando su
modalidad.

Artículo 147°. OBLIGADOS: Sólo estarán obligados a constituir la garantía quienes fueren administradores titulares, los suplentes sólo lo
estarán a partir del momento en que asuman el cargo en reemplazo de los titulares. En dicho momento deberán realizar la declaración jurada
del artículo anterior.

Las estipulaciones precedentes no se aplican a los administradores que ejerzan la representación del Estado nacional, provincial o municipal o
de cualquiera de sus reparticiones.



SECCIÓN IV: CAPITAL SOCIAL

Artículo 148°: MONTOS MÍNIMOS.

El capital social exigible será el previsto por la legislación de fondo aplicable según el tipo social de que se trate. Las sociedades de
responsabilidad limitada deberán constituirse con un capital social razonable y adecuado al objeto social declarado, conforme las disposiciones
de la LGS.

SUBSECCIÓN I: CLASES DE APORTES Y ACREDITACIÓN DE SU INTEGRACIÓN.

Artículo 149°: APORTES DINERARIOS. La integración de los aportes dinerarios deberá acreditarse mediante comprobante de depósito o
transferencia en una entidad financiera autorizada a funcionar por el Banco Central de la República Argentina, o mediante instrumento notarial
del que resulte la entrega de los fondos a los administradores designados o al notario interviniente, con cargo de entrega a la sociedad.

Cuando los fondos sean depositados, transferidos o entregados a los administradores designados en el acto constitutivo o acta notarial con el
compromiso de transferirlos a la sociedad, o al notario interviniente, el instrumento respectivo deberá individualizar el importe integrado, los
aportantes, la sociedad destinataria de los fondos y la cuenta en la que dichos fondos hubieren sido depositados o transferidos, en caso de
corresponder.

Artículo 150°: APORTES EN ESPECIE. BIENES INMUEBLES Y MUEBLES REGISTRABLES. Los aportes en bienes inmuebles y
muebles registrables, su valuación y titularidad se acreditarán con la siguiente documentación:

1. Inventario de los bienes aportados por cada socio, con indicación de sus datos de individualización, valuación fiscal o valor asignado, y
antecedentes justificativos de la valuación cuando correspondiere, conforme la naturaleza del bien aportado. Si el bien se encontrará
gravado, afectado por restricciones o medidas, o si la sociedad asumiera pasivos vinculados al aporte, deberá individualizarse el
gravamen, restricción, medida o pasivo, su monto, causa, acreedor, datos de inscripción cuando correspondiere, y su incidencia sobre el
valor neto del aporte;

2. Informe de Dominio que acredite la titularidad a favor del aportante, porcentaje que le corresponde y restricciones a la fecha de la
constitución, salvo que resulten de aplicación los incisos g), h), e i) del presente Artículo, por encontrarse el bien ubicado en la
Provincia.

3. Cuando se trate de bienes registrables de carácter ganancial, se requerirá el asentimiento conyugal con firma certificada, en los
términos del artículo 470 del C.C.C.N.;

4. Constancia de registración preventiva a nombre de la sociedad en formación, conforme lo establece la LGS;

5. Cuando la naturaleza, valor o complejidad del aporte lo justifique, la I.G.P.J. podrá requerir informe contable, tasación, valuación
pericial, informe técnico o documentación respaldatoria complementaria.;

Asimismo deberán acompañar la siguiente documentación, la cual será constatada de oficio por la I.G.P.J, conforme al artículo 11 de las
presentes Normas  si el inmueble y/o la persona se encuentran en Río Negro:

6. Informe de Dominio que acredite la titularidad a favor del aportante, porcentaje que le corresponde y restricciones a la fecha de la
constitución;

7. Informe de Anotaciones Personales del aportante, por el que se acredite la libre disponibilidad de sus bienes que será gestionado por la
I.G.P.J.;

8. Cuando se aporten bienes sobre los que existe gravamen o medida cautelar, se acompañará informe del Organismo que tomó razón de
la misma del cual surja el monto y demás circunstancias de inscripción;

Artículo 151°: APORTES EN ESPECIE. BIENES MUEBLES NO REGISTRABLES. Los aportes de bienes muebles no registrables se
acreditarán mediante inventario suscripto por los socios aportantes, con individualización suficiente de los bienes aportados por cada uno de
ellos, ubicación, estado de conservación, valor asignado y antecedentes justificativos de la valuación. Deberá acreditarse, además, la efectiva
entrega de los bienes a la sociedad o a los administradores designados, mediante constancia incorporada al instrumento constitutivo, acta
notarial, recibo suscripto por los administradores o medio fehaciente equivalente.

Cuando la naturaleza, cantidad, valor o complejidad de los bienes aportados lo justifique, la I.G.P.J. podrá requerir informe contable, tasación,
valuación pericial, informe técnico o documentación respaldatoria complementaria.

Cuando los bienes aportados integren una universalidad susceptible de ser considerada fondo de comercio, se aplicarán los recaudos previstos



para dicha clase de aporte.

Artículo 152°: APORTES EN ESPECIE. DERECHOS CREDITICIOS, MONEDA EXTRANJERA Y VALORES NEGOCIABLES.
Los aportes de derechos crediticios deberán individualizarse en el contrato social o en anexo complementario, indicando el nombre o
denominación del deudor, causa u origen del crédito, instrumento del que surge, monto, moneda, fecha de vencimiento, garantías existentes,
restricciones, gravámenes y cualquier otra circunstancia relevante para su adecuada identificación y valuación. Conforme lo dispuesto por el
artículo 41 de la LGS, la sociedad revestirá el carácter de cesionaria del crédito por la sola constancia del aporte en el contrato social. Sin
perjuicio de ello, deberá acreditarse la notificación al deudor cedido por instrumento público o privado de fecha cierta, a los fines de su
oponibilidad frente a terceros, salvo que por la naturaleza del crédito aportado resultare aplicable un régimen especial de transmisión.

Cuando el aporte consista en moneda extranjera, deberá indicarse su equivalente en moneda de curso legal, conforme la cotización billete tipo
comprador informada por el Banco de la Nación Argentina al cierre del día hábil cambiario inmediato anterior al acto constitutivo o al acto
societario que apruebe el aporte, según corresponda.

Los valores negociables con cotización en mercados autorizados podrán aportarse hasta por su valor de cotización, debiendo acompañarse
constancia emitida por un Agente de Liquidación y Compensación registrado ante la Comisión Nacional de Valores o por el mercado autorizado
correspondiente, que acredite la cotización de cierre del día hábil bursátil inmediato anterior al acto constitutivo.

Cuando los valores negociables no fueren cotizables, o siéndolo no hubieren cotizado habitualmente durante los tres (3) meses anteriores al
aporte, su valuación deberá justificarse conforme el régimen aplicable a los aportes en especie previsto por los artículos 51 y siguientes de la
LGS y por la presente reglamentación.

Sin perjuicio de lo previsto en el primer párrafo del presente artículo respecto de los derechos crediticios, en los demás supuestos deberá
acreditarse la titularidad o legitimación del aportante sobre los bienes aportados, así como su entrega o puesta a disposición, según su
naturaleza, mediante cesión, endoso, registración, anotación en cuenta, depósito, instrucción irrevocable, constancia de tenencia o medio
fehaciente equivalente, a favor de los administradores designados en el acto constitutivo o mediante acta notarial, con compromiso de
transferirlos o ponerlos a disposición de la sociedad una vez inscripta, cuando correspondiere.

Artículo 153°: APORTES EN ESPECIE. FONDO DE COMERCIO. Los aportes que tengan por objeto un fondo de comercio, como así
también su valuación, se justificarán mediante la siguiente documentación:

1. Inventario con firma de profesional contable matriculado en el C.P.C.E.R.N., conforme recaudos del artículo 36 de la presente;

2. Informe con el criterio de valuación de los bienes integrantes del fondo;

3. Constancia de la inscripción en el Registro Público de la transferencia del fondo a favor de la sociedad.

Artículo 154°: APORTES EN ESPECIE. ACTIVOS DIGITALES. Los aportes en activos digitales, su valuación y titularidad se justificarán
con la siguiente documentación:

a) Individualización en el instrumento de constitución de la clase, cantidad y valor asignado a los activos virtuales aportados y el socio a quien
corresponde dicho aporte;

b) Acreditación de la titularidad de los activos virtuales a favor del socio aportante, en forma previa a su transferencia o con constancia de su
adquisición para dicho fin;

c) Constancia de depósito o tenencia a través de un Proveedor de Servicios de Activos Virtuales registrado ante la Comisión Nacional de
Valores, a nombre de los administradores designados en el acto constitutivo con el compromiso de transferirlos a la cuenta o billetera que
abrirá la sociedad una vez obtenida la C.U.I.T.;

d) Certificación del valor de los activos virtuales aportados, extendida por profesional contable matriculado en el C.P.C.E.R.N., conforme los
recaudos del artículo 36 de la presente, con estimación del valor de plaza a la fecha de constitución y detalle del procedimiento de valuación; o
constancia de tenencias donde conste la cotización respectiva emitida por un Proveedor de Servicios de Activos Virtuales registrado ante la
Comisión Nacional de Valores a la misma fecha;

Artículo 155°: APORTE DE PARTICIPACIONES EN OTRAS SOCIEDADES. Si el aporte consiste en participaciones en otra u otras
sociedades, su valuación se justificará mediante certificación suscripta por profesional contable matriculado con certificación del consejo
profesional respectivo, que acredite mediante cálculo numérico que el aporte no importa exceso en los límites legales de participación
societaria, con indicación del criterio de valuación empleado y su justificación técnica conforme a las normas contables profesionales vigentes.

Asimismo, deberá acreditarse la titularidad o legitimación del aportante sobre las participaciones aportadas y su entrega, cesión, endoso,
comunicación a la sociedad participada, anotación en los registros sociales o registración que corresponda, según la naturaleza de las
participaciones y el tipo social de la sociedad participada.



SUBSECCIÓN II: VARIACIÓN DEL CAPITAL SOCIAL. AUMENTO Y REDUCCIÓN DEL CAPITAL SOCIAL

Artículo 156°: AUMENTO DE CAPITAL. REQUISITOS COMUNES. Para la inscripción de todo aumento de capital se requerirá, además
de los recaudos correspondientes a la resolución social según el tipo societario:

a) Instrumento del que surjan el monto del aumento aprobado, las características de las acciones, cuotas o participaciones a emitir, la forma y
plazo de integración y, en su caso, la delegación efectuada al órgano de administración y la resolución mediante la cual ésta fue ejercida;

b) Informe sobre el estado de capitales y la integración del aumento, suscripto por el representante legal, con certificación de contador público
matriculado y legalizada por el CPCERN, del que resulte:

1. El capital inscripto, suscripto e integrado anterior al aumento;

2. El monto del aumento aprobado y el efectivamente suscripto;

3. El capital suscripto e integrado resultante;

4. El monto, porcentaje y forma de integración del aumento;

5. Los registros contables verificados, con individualización de los libros, folios y datos de rúbrica correspondientes;

6. La existencia de saldos deudores de socios que inciden sobre la integración del capital.

c) Cuando el aumento se integre mediante aportes dinerarios o no dinerarios, su integración se acreditará conforme a las disposiciones
pertinentes de la Subsección I de esta Sección, en cuanto resulten aplicables al aumento de capital de una sociedad ya inscripta;

d) Cuando el aumento se realice mediante capitalización de créditos, reservas, resultados, ajuste de capital u otras cuentas contables, la
certificación prevista en el inciso b) deberá individualizar la cuenta capitalizada y acreditar su origen, existencia, cuantía y registración.
Tratándose de créditos, deberá individualizarse el ingreso de los fondos o bienes y, en su caso, los intereses incluidos, con indicación de su
carácter, tasa y período. Cuando se capitalicen cuentas resultantes de estados contables, deberán individualizarse dichos estados contables y la
resolución social que los aprobó;

e) La documentación que acredite la observancia de los derechos de preferencia y acrecer, cuando correspondan, y el cumplimiento de las
publicaciones exigidas por la legislación de fondo o, en su caso, las constancias de su ejercicio, renuncia o suspensión.

Artículo 157°: APORTES IRREVOCABLES A CUENTA DE FUTUROS AUMENTOS DE CAPITAL.

Los aportes irrevocables a cuenta de futuros aumentos de capital sólo podrán ser considerados como tales cuando resulten de instrumento
escrito, aceptado por el órgano de administración de la sociedad, del cual surjan la identidad del aportante, el monto o bienes aportados, la fecha
de ingreso, el carácter irrevocable del aporte, su destino a la futura suscripción de acciones, cuotas o participaciones sociales y el plazo dentro
del cual deberá resolverse su capitalización o restitución.

El plazo para resolver la capitalización o restitución de los aportes irrevocables no podrá exceder de un (1) año contado desde la fecha de su
aceptación por el órgano de administración.

La aceptación del aporte deberá constar en acta del órgano de administración y registrarse contablemente en cuenta específica del patrimonio
neto. Vencido el plazo previsto en el párrafo anterior sin que se hubiere resuelto su capitalización, el aporte perderá el tratamiento previsto en el
presente artículo y deberá reclasificarse contablemente como pasivo, salvo que correspondiere su restitución conforme los términos pactados y
la normativa aplicable.

Para la inscripción del aumento de capital que se integre mediante capitalización de aportes irrevocables, deberá acompañarse certificación de
contador público matriculado en la Provincia de Río Negro y legalizada por el Consejo Profesional de Ciencias Económicas de Río Negro, que
acredite el ingreso efectivo del aporte, su registración contable, su subsistencia a la fecha de la resolución social que dispone la capitalización y
la inexistencia de restitución total o parcial.

La resolución social que apruebe la capitalización deberá individualizar los aportes irrevocables capitalizados, sus aportantes, fechas de ingreso,
importes y registración contable, así como la cantidad y características de las acciones, cuotas o participaciones que se emitan o asignen en
consecuencia.

Artículo 158°: AUMENTO DE CAPITAL SIN REFORMA DE ESTATUTO. La inscripción del aumento de capital de sociedades
anónimas que no importe reforma de estatuto, en los términos de la LGS, requerirá el cumplimiento de los requisitos comunes previstos en el
artículo anterior y, además:



a) Instrumento que contenga la transcripción del acta de asamblea que resolvió el aumento de capital y de la planilla del registro de asistencia,
de la que resulte el monto del aumento, las características de las acciones a emitir, la forma y plazo de integración y, en su caso, la delegación
efectuada al directorio;

b) Cuando la asamblea hubiere delegado en el directorio la época de la emisión, forma y condiciones de pago, deberá acompañarse la
transcripción del acta de directorio que hubiere ejercido dicha delegación;

c) Constancia de las publicaciones exigidas por los artículos 188 y 237 de la LGS, cuando correspondan;

d) Constancia de la publicación prevista en el artículo 194 de la LGS, salvo que de la resolución social resulte la suspensión del derecho de
suscripción preferente conforme la legislación aplicable, o que la asamblea hubiere sido unánime y surja con precisión el ejercicio o renuncia
de los derechos de preferencia y acrecer, o el plazo, forma de cómputo y lugar para su ejercicio.

Artículo 159°: AUMENTO DE CAPITAL CON REFORMA DE ESTATUTO O CONTRATO.

La inscripción del aumento de capital que importe reforma de estatuto o contrato social requerirá el cumplimiento de los requisitos comunes
previstos en el artículo 156 y, además, los recaudos correspondientes a la reforma estatutaria o contractual según el tipo social.

En las sociedades anónimas, quedan comprendidos en el presente artículo los aumentos de capital que excedan el límite previsto en la LGS o
que, por cualquier causa, requieran reforma del estatuto social.

En las sociedades de responsabilidad limitada, todo aumento de capital importa modificación del contrato social y deberá resolverse con las
mayorías previstas en el contrato o, en su defecto, con las establecidas en el artículo 160 de la LGS.

La resolución social deberá contener la nueva redacción de la cláusula de capital, con indicación del capital resultante, la cantidad y valor
nominal de las acciones, cuotas o participaciones sociales, según corresponda, y la distribución de las participaciones entre los socios cuando el
tipo social lo requiera.

Deberá acompañarse la constancia de publicación prevista en el artículo 10 de la LGS, cuando corresponda según el tipo social y la naturaleza
de la reforma.

 

Artículo 160°: REDUCCIÓN DE CAPITAL.

Para la inscripción de la reducción del capital social, sea voluntaria o por pérdidas, deberá acompañarse, además de los recaudos
correspondientes a la reforma estatutaria o contractual según el tipo social:

a) Instrumento que contenga la transcripción de la resolución social que aprobó la reducción del capital, la modificación de la cláusula de
capital y, en su caso, la planilla del registro de asistencia, debiendo surgir con claridad la clase de reducción aprobada;

b) Balance general o especial a la fecha de efecto de la reducción, suscripto por el representante legal, con informe de auditoría o certificación
de contador público matriculado y legalizada por el CPCERN, con indicación del libro y folios en que se encuentra transcripto y los datos de
rúbrica correspondientes;

c) Informe del representante legal sobre la forma en que se materializa la reducción, con indicación del procedimiento aplicable respecto de
acciones, cuotas o participaciones sociales, proporción resultante, tratamiento de fracciones y demás extremos necesarios, salvo que ello surja
de la resolución social.

En los casos de reducción voluntaria del capital social, deberá acompañarse además:

d) Estado de situación patrimonial a la fecha de efecto de la reducción, confeccionado en columnas comparativas que expongan la situación
anterior, las cuentas afectadas y la situación resultante de la reducción, suscripto por el representante legal, con certificación de contador
público matriculado y legalizada por el CPCERN;

e) Informe fundado del órgano de fiscalización, si lo hubiere, o de contador público matriculado y legalizado por el CPCERN, que se expida
sobre la razonabilidad de la reducción desde el punto de vista económico-financiero y sobre si afecta derechos de terceros o la igualdad entre
socios;

f) Constancia de la publicación prevista en el artículo 204 de la LGS, efectuada durante tres (3) días, con indicación de que se realiza a los
efectos del derecho de oposición de los acreedores sociales;

g) Manifestación del representante legal, una vez vencido el plazo legal de oposición, sobre la existencia o inexistencia de acreedores oponentes



y, en su caso, la nómina de éstos, monto de sus créditos y tratamiento dado a las oposiciones.

En los casos de reducción por pérdidas previstos en los artículos 205 y 206 de la LGS, no serán exigibles los recaudos previstos en los incisos
d), e), f) y g).

SECCIÓN V: SUBSANACIÓN DE LAS SOCIEDADES COMERCIALES

Artículo 161°: SUBSANACIÓN. Las sociedades incluidas en la Sección IV del Capítulo I de la LGS podrán subsanarse en los términos del
artículo 25 de la LGS. A los fines de su inscripción, deberán presentar:

a) Instrumento que contenga el acuerdo de subsanación aprobado conforme el artículo 25 de la LGS, con transcripción de la reunión de socios
en la que se aprobó la subsanación, el contrato o estatuto correspondiente al tipo social adoptado y el balance especial de subsanación;

b) El contrato o estatuto del tipo social adoptado, con los recaudos propios del tipo elegido. Deberá hacerse mención expresa a la identidad y
continuidad jurídica existente entre la sociedad de la Sección IV y la sociedad subsanada, de modo que resulte indubitable que se trata de la
misma persona jurídica;

c) Los nombres y demás datos personales previstos en el artículo 11, inciso 1, de la LGS, de los socios y de los miembros de los órganos de
administración y fiscalización, en su caso, con indicación respecto de los socios de la cantidad y características de las acciones, cuotas o
participaciones sociales que les correspondan;

d) La individualización de los socios que votaron en contra de la subsanación y ejercieron el derecho de receso, con mención del capital que
representan, o en su defecto la manifestación de que dicho derecho no fue ejercido;

e) Balance especial de subsanación, cerrado a una fecha de antelación no mayor a un (1) mes de la reunión que aprobó la subsanación,
suscripto por los socios que continúen en la sociedad y por el representante legal designado, con informe de auditoría o certificación de
contador público matriculado en la Provincia de Río Negro y legalizada por el Consejo Profesional de Ciencias Económicas de Río Negro;

f) Inventario resumido de los rubros del balance especial de subsanación, certificado por contador público matriculado en la Provincia de Río
Negro y legalizado por el Consejo Profesional de Ciencias Económicas de Río Negro, con informe sobre el contenido de cada rubro principal,
el criterio de valuación aplicado y su justificación. No será necesario cumplir con este recaudo cuando el balance especial de subsanación
cumpla con las normas de exposición aplicables a los estados contables de ejercicio;

g) Instrumento constitutivo, contrato social existente o elementos que acrediten la existencia de la sociedad de la Sección IV, si los hubiere;

h) Cuando existieren bienes registrables, deberán acompañarse los informes de dominio correspondientes y la documentación necesaria para
exteriorizar la continuidad de la titularidad en cabeza de la sociedad subsanada, conforme la naturaleza del bien y la normativa aplicable;

i) De corresponder, la conformidad conyugal prevista en el artículo 470 del Código Civil y Comercial de la Nación;

j) Aceptación de cargos, constitución de domicilio especial y declaración jurada de no encontrarse alcanzados por inhabilidades o
incompatibilidades legales por parte de los administradores y fiscalizadores designados, según corresponda;

k) Declaraciones juradas exigidas por el Título VII de la presente reglamentación;

l) Constancia de la publicación prevista en el artículo 10 de la LGS, cuando corresponda según el tipo social adoptado, en la que deberá dejarse
constancia de la subsanación y del nexo de continuidad jurídica.

Artículo 162°: PRÓRROGA y RECONDUCCIÓN. Para la inscripción de la prórroga o reconducción de sociedades, conforme el artículo 95
de la LGS, deberá cumplirse con los recaudos correspondientes a las reformas estatutarias o contractuales según el tipo social y acompañarse:

a) Instrumento que contenga la transcripción de la resolución social que aprobó la prórroga o reconducción, con indicación de la reforma de la
cláusula relativa al plazo de duración de la sociedad y el nuevo plazo aprobado;

b) Si las normas legales o contractuales admiten el derecho de receso, el instrumento deberá individualizar los socios que lo ejercieron y el
capital que representan o, en su defecto, contener la manifestación de que dicho derecho no fue ejercido;

c) En caso de reconducción, la resolución social, la cláusula estatutaria o contractual reformada y, en su caso, la publicación prevista en el
artículo 10 de la LGS, deberán hacer referencia expresa a la reconducción y al nexo de continuidad jurídica de la sociedad.

La inscripción de la reconducción no procederá cuando la causal disolutoria que se pretenda revertir tenga carácter sancionatorio, conforme la
LGS.



SECCIÓN VI: REORGANIZACIÓN SOCIETARIA

Artículo 163°: TRANSFORMACIÓN.

Para la inscripción de la transformación societaria deberá cumplirse, además de los recaudos correspondientes a las reformas estatutarias o
contractuales según el tipo social, con los siguientes requisitos:

a) Primer testimonio de escritura pública o instrumento privado original, según corresponda, que instrumente el acto de transformación,
otorgado por el representante legal de la sociedad que se transforma, y que contenga:

1. La transcripción del acta de asamblea o reunión de socios de la que resulte la aprobación de la transformación;

2. El contrato o estatuto correspondiente al nuevo tipo social adoptado, con cumplimiento de los requisitos de la LGS y de las disposiciones
aplicables al tipo social elegido;

3. La mención expresa del nexo de identidad y continuidad jurídica entre la sociedad anterior a la transformación y la sociedad resultante, de
modo que resulte indubitable que se trata de la misma persona jurídica;

4. La aprobación del balance especial de transformación;

5. La individualización de los socios que continúen en la sociedad, de los nuevos socios que se incorporen, si los hubiere, y de los miembros de
los órganos de administración y fiscalización del tipo adoptado, con los datos previstos en el artículo 11, inciso 1, de la LGS;

6. La cantidad y características de las acciones, cuotas o participaciones sociales que correspondan a cada socio en el tipo social adoptado;

7. La individualización de los socios recedentes y del capital que representan o, en su defecto, la manifestación de que no se ejerció derecho de
receso;

8. La aceptación de cargos, constitución de domicilio especial, declaraciones juradas de inhabilidades e incompatibilidades y constitución de
garantías de administradores, cuando corresponda según el tipo social adoptado y conforme las disposiciones de esta reglamentación;

9. De corresponder, la conformidad conyugal prevista en el artículo 470 del Código Civil y Comercial de la Nación;

10. Toda otra decisión vinculada a la transformación que resulte necesaria conforme el tipo social adoptado.

b) Contrato o estatuto vigente de la sociedad que se transforma, con constancia de inscripción en el Registro Público, salvo que obre agregado
al legajo registral;

c) Balance especial de transformación, cerrado a una fecha que no exceda el plazo previsto en el artículo 77, inciso 2, de la LGS, suscripto por
el representante legal y, en su caso, por el órgano de fiscalización, con informe de auditoría emitido por profesional contable matriculado en la
Provincia de Río Negro y legalizado por el C.P.C.E.R.N. El balance deberá indicar los criterios de valuación aplicados y, en caso de
incorporación de nuevos socios, el detalle de la suscripción e integración del capital por socio y por rubro en el patrimonio neto;

d) Inventario resumido de los rubros del balance especial de transformación, certificado por profesional contable matriculado en la Provincia de
Río Negro y legalizado por el C.P.C.E.R.N, con informe sobre el origen y contenido de cada rubro principal, el criterio de valuación aplicado y
su justificación. No será necesario cumplir con este recaudo cuando el balance especial de transformación cumpla con las normas de
exposición aplicables a los estados contables de ejercicio;

e) Certificación contable, emitida por profesional contable matriculado en la Provincia de Río Negro y legalizada por el C.P.C.E.R.N. que
indique:

1. Los libros rubricados y folios en que se encuentre transcripto el balance especial de transformación;

2. La existencia o inexistencia de saldos deudores de socios con incidencia sobre las cuentas de integración y, en su caso, la registración de su
cancelación o la reducción correspondiente;

3. Si el balance especial de transformación incluye participaciones en otras sociedades, el cumplimiento de las previsiones de los artículos 30 a
33 de la LGS, cuando corresponda.

f) Individualización de los bienes registrables afectados por la transformación, agrupados por su naturaleza, con indicación de sus datos de
dominio y gravámenes, cuando corresponda;

g) Declaraciones juradas exigidas por el Título VII de la presente reglamentación;



h) Proyecto de edicto para su confronte y autorización por la I.G.P.J. o I.R.P.J., cuando correspondiere. Una vez efectuada la publicación
prevista en el artículo 77, inciso 4, de la LGS, deberá acompañarse la constancia respectiva para la finalización del trámite de inscripción;

i) Presentación de los libros anteriormente rubricados u hojas móviles, para su cierre, y de los libros societarios u hojas móviles
correspondientes al nuevo tipo social, para su habilitación, conforme las disposiciones de la presente reglamentación.

j) Gravámenes que pesen sobre los mismos, en su caso;

Artículo 164°. CADUCIDAD DEL ACUERDO DE TRANSFORMACIÓN: Conforme lo previsto en la LGS, el acuerdo de transformación
caducará si,  dentro de los tres (3) meses de haberse celebrado, no se inscribiera en el Registro Público.

A los fines del cumplimiento del plazo indicado, la presentación de la documentación correspondiente se considerará oportuna si fuere
efectuada dentro de dicho término, sin perjuicio de las observaciones que pudieren formularse durante el trámite.

Producida la caducidad, deberá publicarse en el Boletín Oficial. Si la sociedad resolviera insistir en la transformación, deberá adoptar un nuevo
acuerdo y cumplir nuevamente con los requisitos aplicables.

Artículo 165°. TRANSFORMACIÓN DE PLENO DERECHO: La transformación de pleno derecho en sociedad anónima unipersonal de las
sociedades en comandita, simple o por acciones, y de capital e industria, prevista en el artículo 94 bis de la LGS, luego de vencido el plazo de
tres (3) meses sin recomponerse la pluralidad de socios, requerirá la presentación del primer testimonio de escritura pública que contenga los
recaudos previstos en el artículo 163 de la presente reglamentación, salvo lo previsto en el inciso a), apartado 7, de dicho artículo.

Artículo 166°: FUSIÓN. Para la inscripción de la fusión de sociedades y de los actos que sean su consecuencia, según la clase de fusión de
que se trate, deberá cumplirse además con los recaudos correspondientes a las reformas estatutarias o contractuales, constitución de nueva
sociedad, aumento de capital, disolución sin liquidación y demás actos conexos que correspondan, y acompañarse:

a) Primer testimonio de escritura pública o instrumento privado original, según corresponda, que instrumente el acuerdo definitivo de fusión,
otorgado por los representantes legales de las sociedades intervinientes, y que contenga:

1. La transcripción del compromiso previo de fusión, si no resultare de las actas de asamblea o reuniones de socios;

2. La transcripción de las actas de asamblea o reuniones de socios de las sociedades intervinientes, de las que resulte la aprobación del
compromiso previo de fusión, de los balances especiales de cada sociedad participante, de la disolución sin liquidación de las sociedades
fusionadas o absorbidas y, según corresponda por la clase de fusión, del contrato o estatuto de la sociedad fusionaria o del aumento de capital y
reformas del contrato o estatuto de la sociedad incorporante;

3. En caso de constitución de una nueva sociedad, el texto del contrato o estatuto correspondiente al tipo social adoptado, con los requisitos del
artículo 11 de la LGS, la individualización de los socios y miembros de los órganos de administración y fiscalización, la cantidad, valor
nominal y demás características de las acciones, cuotas o participaciones sociales que correspondan a cada socio y, respecto de los
administradores, la constitución de la garantía que corresponda conforme esta reglamentación;

4. La individualización de los socios recedentes y el capital que representan o, en su defecto, la manifestación de que no se ejerció derecho de
receso;

5. La nómina de los acreedores oponentes, con indicación del monto de sus créditos y el tratamiento otorgado conforme el artículo 83, inciso 3,
de la LGS, o en su defecto la manifestación de que no hubo oposiciones;

6. El detalle de los bienes registrables que se transferirán a la sociedad incorporante o fusionaria a la fecha de inscripción del acuerdo definitivo
de fusión en el Registro Público;

7. Tratándose de sociedades de responsabilidad limitada, cuando la resolución no hubiere sido unánime, la constancia del cumplimiento de las
formalidades de convocatoria, citación o consulta a los socios conforme el contrato social o el artículo 159 de la LGS;

8. La adecuación del capital social al mínimo legal vigente que corresponda según el tipo social adoptado, cuando procediere;

9. La individualización de los miembros que integran los órganos de administración y fiscalización, cuando corresponda;

10. De corresponder, la conformidad conyugal prevista en el artículo 470 del Código Civil y Comercial de la Nación.

b) Balance especial de fusión de cada una de las sociedades intervinientes, cerrados a una misma fecha que no sea anterior a tres (3) meses de
la firma del compromiso previo, suscriptos por el representante legal y, en su caso, por el órgano de fiscalización, con informe de auditoría
emitido por profesional contable matriculado en la Provincia de Río Negro y legalizado por el C.P.C.E.R.N;



c) Balance consolidado de fusión, suscripto por el representante legal de la sociedad subsistente o de la sociedad que se constituya, en su caso,
y por el órgano de fiscalización cuando corresponda, con informe de auditoría emitido por profesional contable matriculado en la Provincia de
Río Negro y legalizado por el C.P.C.E.R.N. El balance deberá contener o adjuntar un cuadro comparativo que indique las eliminaciones y
variaciones que se produzcan como consecuencia de la fusión;

d) Certificación contable, emitida por profesional contable matriculado en la Provincia de Río Negro y legalizada por el C.P.C.E.R.N., que
indique:

1. Los libros rubricados y folios donde se hallare transcripto el balance consolidado;

2. La existencia de saldos deudores de socios con incidencia sobre las cuentas de integración y, en su caso, la registración de su cancelación,
salvo reducción del capital en los importes correspondientes;

3. En caso de que, como consecuencia de la fusión, se transfieran a la sociedad incorporante o fusionaria participaciones en otras sociedades
pertenecientes a la sociedad o sociedades incorporadas o fusionantes, deberá verificarse el cumplimiento de los límites previstos en el artículo
31, primer párrafo, de la LGS, considerando la situación existente a la fecha de las asambleas o reuniones de socios que hubieren aprobado la
fusión, salvo respecto de aquellas sociedades expresamente exceptuadas por dicha norma. 

e) Inventario resumido de los rubros del balance consolidado de fusión, certificado por profesional contable matriculado en la Provincia de Río
Negro y legalizado por el C.P.C.E.R.N, con informe sobre el origen y contenido de cada rubro principal, el criterio de valuación aplicado y su
justificación. No será necesaria su presentación separada cuando el balance consolidado cumpla con las normas de exposición aplicables a los
estados contables de ejercicio;

f) Justificación de la relación de cambio entre las acciones, cuotas o participaciones sociales contenida en el compromiso previo de fusión, con
informe de profesional contable matriculado en la Provincia de Río Negro y legalizado por el C.P.C.E.R.N. Este recaudo no será exigible
cuando la aprobación del compromiso previo de fusión hubiere tenido lugar en asambleas o reuniones de socios de carácter unánime;

g) Constancia de las publicaciones previstas en el artículo 83, inciso 3, de la LGS;

h) Constancia de las publicaciones de convocatoria a asamblea, salvo que ésta hubiere sido unánime, respecto de las sociedades por acciones
intervinientes. Respecto de las sociedades que no lo fueren, deberá acreditarse la regularidad de la citación o consulta a los socios, salvo que
constare la presencia o conformidad de todos ellos;

i) Constancia de la publicación prevista en el artículo 10 de la LGS, cuando corresponda según la clase de fusión y el tipo social de la sociedad
fusionaria o incorporante;

j) Declaraciones juradas exigidas por el Título VII de la presente reglamentación;

k) Declaraciones juradas de administradores y fiscalizadores designados, conforme los artículos 264 y 286 de la LGS, cuando corresponda;

l) Constancia de la garantía prestada por los administradores, cuando corresponda conforme esta reglamentación;

m) Presentación de los libros anteriormente rubricados u hojas móviles para su cierre y, en su caso, de los libros societarios u hojas móviles
correspondientes para su habilitación;

n) Si no existiere legajo registral de alguna de las sociedades participantes, deberá acompañarse primer testimonio de su acto constitutivo y
modificaciones, con constancia de inscripción en el Registro Público correspondiente;

o) Proyecto de edicto para su confronte y autorización por la I.G.P.J. o I.R.P.J., cuando correspondiere. Una vez efectuada la publicación,
deberá acompañarse la constancia respectiva para la finalización del trámite de inscripción.

La I.G.P.J. constatará de oficio, por consulta a las fuentes auténticas, artículo 11 de las presentes Normas; cuando se trate de bienes registrables
radicados en la Provincia de Río Negro o de registros provinciales accesibles por dicho medio, que conste:

p) Informe de dominio que acredite que los bienes registrables figuraban a nombre de las sociedades que se fusionan a la fecha de confección
del balance especial;

q) Informe de anotaciones personales de la sociedad, por el que se acredite la libre disponibilidad de sus bienes.

Cuando los bienes registrables se encuentren radicados en extraña jurisdicción o correspondan a registros no accesibles mediante
interoperabilidad, los informes, certificados o constancias respectivas deberán ser acompañados por la sociedad interesada, expedidos por el
registro competente.



Artículo 167°. CANCELACIÓN REGISTRAL: En los casos de fusión propiamente dicha o fusión por incorporación,  conjuntamente con la
inscripción de la misma y la correspondiente a la disolución sin liquidación de las sociedades fusionadas o incorporadas, corresponderá
proceder a la cancelación registral de sus inscripciones originales, si las hubiere.

Artículo 168°. SOCIEDAD ABSORBENTE DE OTRA JURISDICCIÓN: Cuando en un proceso de fusión una sociedad inscripta en la
Provincia de Río Negro sea absorbida por una sociedad inscripta en otra jurisdicción, la inscripción de la disolución sin liquidación y
cancelación registral de la sociedad incorporada en esta jurisdicción quedará supeditada a la acreditación de la inscripción de la fusión en la
jurisdicción de la sociedad absorbente.

A tal efecto, deberá acompañarse constancia expedida por el Registro Público competente de la jurisdicción de la sociedad absorbente, de la
que resulte la inscripción de la fusión y de los actos societarios consecuentes.

Artículo 169°. PATRIMONIO NETO NEGATIVO: No se inscribirá la fusión por incorporación si,  como consecuencia de la operación, el
patrimonio neto de la sociedad incorporante resultare negativo y de la resolución social aprobatoria de la fusión no surgiere decisión expresa por
la cual la causal disolutoria prevista en el artículo 94, inciso 5, de la LGS hubiere quedado debidamente revertida conforme el artículo 96 de la
LGS.

.

Artículo 170°. RECHAZO DE LA INSCRIPCIÓN: En caso de rechazarse la inscripción por el supuesto previsto en el artículo anterior, se
intimará a la sociedad para que, dentro del plazo que se fije, que no podrá ser inferior a sesenta (60) días salvo que las circunstancias justifiquen
la fijación de uno menor, acredite haber resuelto su disolución o haber revertido la causal disolutoria, bajo apercibimiento de promoverse la
acción de disolución y liquidación que corresponda conforme la LGS.

El rechazo de la inscripción no obstará a la promoción de un nuevo trámite de fusión en el que se acredite la superación del patrimonio neto
negativo.

Artículo 171°. APLICACIÓN ANALÓGICA: Las disposiciones de esta Sección serán aplicables analógicamente, en lo pertinente, a la fusión
en la que participen como fusionantes sociedades incluidas en la Sección IV del Capítulo I de la LGS, entre sí o con sociedades del Capítulo II
de la LGS, para constituir una nueva sociedad, o en la que una o más de dichas sociedades sean incorporadas por la totalidad de su patrimonio
por una sociedad regularmente constituida.

En estos supuestos se requerirá el acuerdo unánime de los socios, salvo que el contrato prevea expresamente que la decisión podrá adoptarse
por mayoría.

Artículo 172°. EXPEDIENTE POR SEPARADO:  En los procesos de fusión tramitará un expediente por cada una de las sociedades
fusionadas, absorbidas, absorbentes y, en su caso, por la sociedad que se constituya como consecuencia de la fusión.

Los expedientes tramitarán vinculados entre sí,  sin acumularse.

Artículo 173°: ESCISIÓN. En los procesos de escisión tramitará un expediente por cada una de las sociedades intervinientes, incluidas la
sociedad escindente y la sociedad o sociedades escisionarias, los que tramitarán vinculados entre sí,  sin acumularse.

La inscripción de la escisión y de los actos que sean su consecuencia requerirá el cumplimiento de los recaudos previstos en la LGS, de los
requisitos correspondientes a las reformas estatutarias o contractuales y, en su caso, de los requisitos de constitución de sociedades conforme el
tipo social adoptado.

Artículo 174°: REQUISITOS PARA LOS TRÁMITES DE LA SOCIEDAD ESCINDIDA. Sin perjuicio de los requisitos previstos en el
artículo anterior y de los recaudos establecidos en el artículo 88 de la LGS, la sociedad escindente deberá acompañar:

a) Instrumento que contenga la transcripción del acta de asamblea o reunión de socios que aprobó la escisión, el balance especial de escisión, la
reforma estatutaria o contractual, la reducción de capital cuando correspondiere, la atribución de acciones, cuotas o participaciones sociales de
la sociedad o sociedades escisionarias a los socios de la escindente y la disolución sin liquidación, en su caso;

b) Balance especial de escisión, cerrado a una fecha no mayor a tres (3) meses previos al acto que aprueba la escisión, suscripto por el
representante legal y, en su caso, por el órgano de fiscalización, con informe de auditoría emitido por profesional contable matriculado en la
Provincia de Río Negro y legalizado por el C.P.C.E.R.N. En el balance deberán constar separadamente los activos y pasivos que permanecerán
en el patrimonio de la sociedad escindente y los que pasarán a la sociedad o sociedades escisionarias, exponiéndose columnas comparativas de
rubros anteriores y posteriores a la escisión, discriminados por sociedad escindente y escisionarias;

c) Informe fundado del síndico o del Consejo de Vigilancia, en su caso, o, si la sociedad no contare con dichos órganos, de un auditor externo;
que contenga opinión respecto de la razonabilidad de la reducción desde el punto de vista de la situación económico-financiera de la sociedad y
sobre si dicha reducción afecta derechos de terceros o la igualdad entre socios. Este informe será exigible cuando la escindente sea sociedad por



acciones o sociedad de responsabilidad limitada cuyo capital previo a la escisión alcance el importe previsto en el artículo 299, inciso 2, de la
LGS, y deberá ser objeto de expresa consideración en la asamblea o reunión de socios que apruebe la escisión;

d) Inventario valorizado de los bienes registrables que se transfieran a la sociedad o sociedades escisionarias, con indicación de los datos de
dominio, nomenclaturas catastrales, matrículas y gravámenes, según corresponda;

e) Manifestación del representante legal, una vez vencido el plazo previsto en el artículo 83 de la LGS, sobre la existencia o inexistencia de
acreedores oponentes y, en su caso, la nómina de éstos, monto de sus créditos y tratamiento dado a las oposiciones;

f) Certificación contable, emitida por profesional contable matriculado en la Provincia de Río Negro y legalizado por el C.P.C.E.R.N. , que
indique:

1. Los libros rubricados y folios donde se hallare transcripto el balance especial de escisión;

2. La existencia de saldos deudores de socios con incidencia sobre las cuentas de integración y, en su caso, la registración de su cancelación,
salvo reducción del capital en los importes correspondientes;

3. En caso de que por la escisión se transfieran a la sociedad o sociedades escisionarias participaciones de la sociedad escindente en otras
sociedades, la observancia de los límites previstos en el artículo 31, primer párrafo, de la LGS, computados respecto de la sociedad escindente a
la fecha de la asamblea o reunión de socios que aprobó la escisión, salvo respecto de las sociedades exceptuadas por dicha norma.

g) Informe firmado por el representante legal de la sociedad escindente sobre la forma en que se materializará la reducción de capital, con
indicación del rescate, canje de acciones, cuotas o participaciones sociales, proporción resultante, tratamiento de fracciones y demás extremos
necesarios, salvo que ello surja de la resolución social que aprobó la escisión o que dicha aprobación hubiere sido unánime;

h) Si no existiere legajo registral de la sociedad que se escinde, deberá acompañarse primer testimonio de su acto constitutivo y modificaciones,
con constancia de inscripción en el Registro Público, si la hubiere;

i) Presentación de los libros anteriormente rubricados u hojas móviles para su cierre y, en su caso, de los libros societarios u hojas móviles
correspondientes para su habilitación;

j) Constancia de las publicaciones legales previstas para la escisión por la LGS;

k) Proyecto de edicto para su confronte y autorización por la I.G.P.J. o I.R.P.J., cuando correspondiere. Una vez efectuada la publicación,
deberá acompañarse la constancia respectiva para la finalización del trámite de inscripción.

La I.G.P.J. constatará de oficio, por consulta a las fuentes auténticas, segun el artículo 11 de las presentes Normas, cuando se trate de bienes
registrables radicados en la Provincia de Río Negro o de registros provinciales accesibles por dicho medio, que conste:

l) Informe de anotaciones personales de la sociedad, por el que se acredite la libre disponibilidad de sus bienes;

m) Certificados que acrediten la titularidad y condiciones de dominio de los bienes registrables que se transfieran a la sociedad o sociedades
escisionarias.

Cuando los bienes registrables se encuentren radicados en extraña jurisdicción o correspondan a registros no accesibles mediante
interoperabilidad, los informes, certificados o constancias respectivas deberán ser acompañados por la sociedad interesada, expedidos por el
registro competente.

Artículo 175°: REQUISITOS PARA LOS TRÁMITES DE LAS SOCIEDADES ESCISIONARIAS. Sin perjuicio de los requisitos
previstos en los artículos anteriores, por cada sociedad escisionaria deberá acompañarse:

a) Instrumento que contenga la transcripción de la resolución social que aprobó la escisión, el balance especial de escisión y, en su caso, la
constitución de la sociedad escisionaria o la reforma estatutaria o contractual que corresponda;

b) Balance especial de escisión, en los términos previstos en el artículo anterior, con individualización de los activos y pasivos que se
transfieren a la sociedad escisionaria;

c) En caso de constituirse una nueva sociedad, el instrumento constitutivo correspondiente al tipo social adoptado, con los requisitos del
artículo 11 de la LGS y demás recaudos previstos en esta reglamentación para la constitución de sociedades;

d) En caso de sociedad escisionaria ya existente, la resolución social que apruebe la incorporación del patrimonio escindido y, cuando
corresponda, el aumento de capital o reforma estatutaria o contractual resultante;



e) La individualización de los socios y de las acciones, cuotas o participaciones sociales que les correspondan en la sociedad escisionaria, con
indicación de su valor nominal y demás características, cuando corresponda.

Artículo 176°. ESCISIÓN-FUSIÓN: Para la inscripción de la escisión-fusión prevista en el artículo 88, primera parte, inciso I, de la LGS,
deberán cumplirse, en lo pertinente, los requisitos previstos en esta Sección para la fusión y la escisión, según la modalidad adoptada y los
actos societarios que sean consecuencia de la operación.

Artículo 177°. PATRIMONIO NETO NEGATIVO: No se inscribirá la escisión o escisión-fusión cuando, como consecuencia de la
operación, el patrimonio neto de la sociedad escindente, de la sociedad escisionaria o de cualquiera de las sociedades escisionarias, en caso de
pluralidad, resultare negativo.

Para que la inscripción proceda, la causal disolutoria prevista en el artículo 94, inciso 5, de la LGS deberá haber sido revertida conforme el
artículo 96 de la LGS, en la misma asamblea o reunión de socios de la sociedad afectada en que se hubiere aprobado la reorganización.

Será aplicable, en lo pertinente, lo previsto en la presente reglamentación.

Artículo 178°: PARTICIPACIÓN DE UNA SOCIEDAD EXTRANJERA EN LOS PROCESOS DE REORGANIZACIÓN
SOCIETARIA.  Cuando en los procesos de fusión, escisión o escisión-fusión participe una sociedad constituida en el extranjero, deberá darse
cumplimiento, según corresponda, a los artículos 118, 123 y concordantes de la LGS y a los recaudos previstos en la Sección VII del presente
Capítulo, relativa a sucursales y sociedades constituidas en el extranjero.

Asimismo, deberá acreditarse que la sociedad constituida en el extranjero cuenta con personería vigente, representación suficiente y decisión
social válida para intervenir en el acto de reorganización societaria, con las formalidades de autenticación, legalización y traducción que
correspondan.

Artículo 179°: PARTICIPACIÓN DE UNA SOCIEDAD CONSTITUIDA EN EXTRAÑA JURISDICCIÓN EN LOS PROCESOS DE
REORGANIZACIÓN SOCIETARIA . Cuando en los procesos de fusión, escisión o escisión-fusión participe una sociedad constituida en otra
jurisdicción provincial o en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, deberá acompañarse, además de los recaudos que correspondan según la
operación de que se trate:

a) Acto constitutivo, estatuto o contrato social y sus reformas inscriptas;

b) Constancia de inscripción ante la jurisdicción de origen;

c) Instrumento que contenga la resolución social que aprueba la participación de la sociedad en el proceso de reorganización societaria;

d) Certificado expedido por la autoridad competente de la jurisdicción de origen, del que resulte:

1. La vigencia de la personería jurídica;

2. El cumplimiento de los deberes registrales exigibles en dicha jurisdicción;

3. La existencia de medidas cautelares registradas que la afectaren, si las hubiere;

4. La existencia de concurso preventivo o quiebra decretada y registrada en dicha jurisdicción, si correspondiere.

e) Informe de anotaciones personales de la sociedad, por el que se acredite la libre disponibilidad de sus bienes, cuando correspondiere.

Cuando como consecuencia de la reorganización societaria corresponda la cancelación de la inscripción de la sociedad en su jurisdicción de
origen, deberá acreditarse dicha cancelación dentro del plazo de noventa (90) días contados desde la inscripción de la reorganización en la
Provincia de Río Negro.

En la resolución que apruebe la inscripción de la reorganización se dejará constancia de la imposibilidad de inscribir nuevos actos de la
sociedad participante hasta tanto se acredite la cancelación registral que corresponda en la jurisdicción de origen.

El incumplimiento de la acreditación prevista en el presente artículo hará pasible a los integrantes del órgano de administración, en forma
solidaria, de la sanción de multa prevista en el artículo 13 de la Ley K N° 3.827 y, en su caso, en la legislación de fondo.

Cuando el incumplimiento obedeciere a una demora no imputable a la sociedad, ésta deberá acreditar dicha circunstancia antes del vencimiento
del plazo previsto, a fin de evitar la aplicación de la sanción.

Artículo 180°: CONTINUIDAD SOCIETARIA. EXTERIORIZACIÓN. En los procesos de reorganización societaria, subsanación,
transformación y en todo otro supuesto en que resulte necesario exteriorizar la continuidad societaria sobre la titularidad del dominio u otros



derechos respecto de bienes registrables, deberá acreditarse el inicio de las gestiones pertinentes ante los registros correspondientes dentro del
plazo de noventa (90) días contados desde la inscripción registral del acto que origine dicha exteriorización.

Cuando se trate de bienes registrables radicados en la Provincia de Río Negro o de registros provinciales accesibles mediante interoperabilidad,
la I.G.P.J. podrá certificar o requerir por dicho medio las constancias necesarias para acreditar el inicio o cumplimiento de las gestiones
registrales.

Cuando los bienes registrables se encuentren radicados en otra jurisdicción o correspondan a registros no accesibles mediante interoperabilidad,
la sociedad interesada deberá acompañar las constancias expedidas por el registro competente que acrediten el inicio de las gestiones
pertinentes.

La falta de acreditación dentro del plazo previsto podrá dar lugar a la intimación correspondiente, sin perjuicio de las demás medidas que
pudieren corresponder conforme la presente reglamentación.

SECCIÓN VII: SUCURSALES DE SOCIEDADES CONSTITUIDAS EN LA REPÚBLICA ARGENTINA.

Artículo 181°: APERTURA DE SUCURSAL Y REPRESENTACIÓN PERMANENTE . La apertura de sucursal o representación
permanente en la Provincia de Río Negro, por parte de una sociedad comercial domiciliada en otra jurisdicción provincial o en la Ciudad
Autónoma de Buenos Aires, requiere la presentación de la siguiente documentación:

1. Nota dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J. o I.R.P.J., de conformidad a lo establecido en los artículos 18 y 19 de la presente
reglamentación;

2. Acto constitutivo, estatutos y reformas inscriptos;

3. Constancia de Inscripción ante la jurisdicción de origen;

4. Acta de asamblea o reunión de socios que resuelve la apertura de sucursal o representación permanente, ubicación, designación de la
persona que se encontrará a cargo de la misma, facultades conferidas, aceptación del cargo y fijación de domicilio especial;

5. Certificado expedido por la jurisdicción originaria a los efectos de ser presentado ante la I.G.P.J. o I.R.P.J. en el que conste:

1. vigencia de la matrícula;

2. que la entidad ha cumplido con los deberes que imponen las normas de aplicación en esa jurisdicción;

6. Autoridades de administración y fiscalización, de corresponder vigentes;

7. Declaración Jurada del representante, indicando sus datos personales, que no se halla afectado por inhabilidades o incompatibilidades
legales o reglamentarias para desempeñar la función encomendada y las correspondientes al artículos 295 y 296 de la presente
normativa, constituyendo domicilio especial a todos los efectos;

8. Si hubiere asignación de bienes, se acreditará la misma en debida forma;

9. Último balance certificado por el colegio profesional de la jurisdicción de origen;

10. Proyecto de edicto para ser autorizado por la autoridad máxima de la I.G.P.J. o I.R.P.J.Una vez realizada la publicación, deberá
acreditarse con el objeto de finalizar el trámite de inscripción.

Artículo 182°: INSCRIPCIÓN DE NUEVO REPRESENTANTE. CESACIÓN DEL ANTERIOR. La designación e inscripción de nuevo
representante exige cumplir con los recaudos indicados en los incisos a), d) y g) del artículo anterior.

La designación del anterior representante se reputará subsistente mientras no se registre la revocación del mandato y la designación del sucesor
en la representación.

Artículo 183°: APERTURA DE SUCURSAL FUERA DE LA PROVINCIA DE RIO NEGRO. Toda sociedad comercial inscripta ante la
I.G.P.J. o la I.R.P.J., que resuelva la apertura de una sucursal u otro tipo de representación fuera de la provincia de Río Negro, deberá
comunicarlo a esta repartición dentro de los veinte (20) días de adoptada la correspondiente resolución, presentando:

1. Nota dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J. o I.R.P.J., de conformidad a lo establecido en los artículos 18 y 19 de la presente
reglamentación;



2. Copia certificada del acta de asamblea o reunión de socios que resuelve la apertura de sucursal o representación permanente, conforme
el presente cuerpo normativo;

3. Declaración Jurada, suscripta por el presidente y síndico de corresponder, con firma certificada informando: domicilio y sede social,
apellido y nombre, domicilio real y CUIT, CUIL o CDI del representante designado.

Una vez inscripta en la jurisdicción pertinente, deberá acompañarse copia certificada de la constancia de inscripción, la que será agregada al
legajo de la sociedad.

SECCIÓN VIII: CAMBIO DE JURISDICCIÓN

Artículo 184°. CAMBIO DE JURISDICCIÓN. INGRESO A LA PROVINCIA. La sociedad que traslade su domicilio y sede social a la
Provincia de Río Negro deberá comunicarlo a la autoridad competente de la jurisdicción de origen y acompañar ante la I.G.P.J. o I.R.P.J.:

a) Nota dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J. o I.R.P.J., de conformidad con lo establecido en los artículos 18 y 19 de la presente
reglamentación;

b) Acto constitutivo, estatuto o contrato social y reformas inscriptas, cada una con su debida constancia de inscripción;

c) Instrumento que contenga la resolución social que aprobó el cambio de jurisdicción y la modificación estatutaria o contractual
correspondiente;

d) En caso de sociedades por acciones, constancia del registro de asistencia a la asamblea, conforme surja del Libro de Depósito de Acciones y
Registro de Asistencia a Asambleas Generales, con la debida habilitación del libro u hojas móviles. Si la asamblea no hubiere sido unánime,
deberá dejarse constancia del cumplimiento de los recaudos previstos en el artículo 238 de la LGS, con indicación de fecha, hora, capital,
cantidad de acciones, votos y accionistas presentes;

e) Instrumento que acredite la designación vigente de los integrantes del órgano de administración y fiscalización, con constancia de
inscripción cuando correspondiere;

f) Certificado expedido por la autoridad competente de la jurisdicción de origen, a los efectos de ser presentado ante la I.G.P.J. o I.R.P.J., del
que resulte:

1. La vigencia de la sociedad;

2. El cumplimiento de los deberes registrales exigibles en dicha jurisdicción;

3. La existencia de medidas cautelares registradas que la afectaren, si las hubiere;

4. Los libros rubricados;

5. La existencia de concurso preventivo o quiebra decretada y registrada en dicha jurisdicción, si correspondiere.

g) Declaraciones juradas exigidas por el Título VII de la presente reglamentación;

h) Proyecto de edicto para su confronte y autorización por la I.G.P.J. o I.R.P.J., cuando correspondiere. Una vez efectuada la publicación,
deberá acompañarse la constancia respectiva para la finalización del trámite de inscripción.

Cumplidos y aprobados los requisitos previstos en el presente artículo, se dictará la resolución de inscripción del cambio de jurisdicción,
dejándose constancia de la imposibilidad de inscribir nuevos actos societarios hasta tanto se acredite la cancelación de la inscripción en la
jurisdicción de origen, lo que deberá cumplirse dentro del plazo de noventa (90) días.

El incumplimiento de la acreditación de la cancelación ante la jurisdicción de origen hará pasible a los integrantes del órgano de
administración, en forma solidaria, de la sanción de multa prevista en el artículo 13 de la Ley K N° 3.827 y, en su caso, en la legislación de
fondo.

Cuando el incumplimiento obedeciera a una demora no imputable a la sociedad ingresante, ésta deberá acreditar dicha circunstancia antes del
vencimiento del plazo previsto, a fin de evitar la aplicación de la sanción.

Artículo 185°. CAMBIO DE JURISDICCIÓN. EGRESO DE LA PROVINCIA. La sociedad que traslade su domicilio y sede social desde
la Provincia de Río Negro a otra jurisdicción deberá acompañar:



a) Nota dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J. o I.R.P.J., de conformidad con lo establecido en los artículos 18 y 19 de la presente
reglamentación;

b) Instrumento que contenga la resolución social que aprobó el cambio de jurisdicción y la modificación estatutaria o contractual
correspondiente;

c) En caso de sociedades por acciones, constancia del registro de asistencia a la asamblea, conforme surja del Libro de Depósito de Acciones y
Registro de Asistencia a Asambleas Generales, con la debida habilitación del libro u hojas móviles. Si la asamblea no hubiere sido unánime,
deberá dejarse constancia del cumplimiento de los recaudos previstos en el artículo 238 de la LGS, con indicación de fecha, hora, capital,
cantidad de acciones, votos y accionistas presentes;

d) Constancia de la publicación prevista en el artículo 10 de la LGS, cuando correspondiere;

e) Constancia de inicio del trámite de cambio de jurisdicción ante el Registro Público de la jurisdicción en la que se radicará la sociedad;

f) Últimos estados contables aprobados, certificados por contador público matriculado en la Provincia de Río Negro y legalizados por el
Consejo Profesional de Ciencias Económicas de Río Negro;

g) Proyecto de edicto para su confronte y autorización por la I.G.P.J. o I.R.P.J., cuando correspondiere. Una vez efectuada la publicación,
deberá acompañarse la constancia respectiva para la finalización del trámite de inscripción.

Cumplidos y aprobados los requisitos previstos en el presente artículo, se dictará la resolución correspondiente, dejándose constancia de que la
cancelación de la inscripción en la Provincia de Río Negro quedará supeditada a la acreditación de la inscripción del cambio de jurisdicción
ante el Registro Público de la nueva jurisdicción.

Hasta tanto se acredite dicha inscripción, la sociedad continuará sujeta al control de la I.G.P.J. o I.R.P.J., según corresponda.

SECCIÓN IX: DISOLUCIÓN, LIQUIDACIÓN Y CANCELACIÓN

Artículo 186°: DISOLUCIÓN. NOMBRAMIENTO DE LIQUIDADOR. En caso de disolución voluntaria y nombramiento de liquidador,
deberá acompañarse:

a) Nota dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J. o I.R.P.J., de conformidad con lo establecido en los artículos 18 y 19 de la presente
reglamentación;

b) Instrumento que contenga la resolución social que aprobó la disolución y, en su caso, el nombramiento del liquidador, con cumplimiento de
los recaudos correspondientes al tipo social de que se trate;

c) Constancia de la convocatoria, citación o consulta a los socios, cuando correspondiere, salvo que la resolución social hubiere sido adoptada
con la presencia o conformidad de la totalidad de los socios;

d) En caso de sociedades por acciones, constancia del registro de asistencia a la asamblea, conforme surja del Libro de Depósito de Acciones y
Registro de Asistencia a Asambleas Generales, con la debida habilitación del libro u hojas móviles. Si la asamblea no hubiere sido unánime,
deberá dejarse constancia del cumplimiento de los recaudos previstos en el artículo 238 de la LGS;

e) Declaraciones juradas exigidas por el Título VII de la presente reglamentación;

f) Declaración jurada suscripta por el o los liquidadores designados, con aceptación del cargo, constitución de domicilio especial, datos
personales completos y manifestación de no hallarse afectados por inhabilidades o incompatibilidades legales o reglamentarias para desempeñar
la función;

g) Proyecto de edicto para su confronte y autorización por la I.G.P.J. o I.R.P.J., cuando correspondiere. Una vez efectuada la publicación,
deberá acompañarse la constancia respectiva para la finalización del trámite de inscripción.

Artículo 187°: CANCELACIÓN POR LIQUIDACIÓN . Concluido el proceso de liquidación, para la cancelación de la inscripción registral
de la sociedad deberá acompañarse:

a) Nota dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J. o I.R.P.J., de conformidad con lo establecido en los artículos 18 y 19 de la presente
reglamentación;

b) Instrumento que contenga la resolución social que aprobó el balance final de liquidación, el proyecto de distribución y la designación de la
persona que habrá de conservar los libros y documentación social;



c) Constancia de la convocatoria, citación o consulta a los socios, cuando correspondiere, salvo que la resolución social hubiere sido adoptada
con la presencia o conformidad de la totalidad de los socios;

d) En caso de sociedades por acciones, constancia del registro de asistencia a la asamblea, conforme surja del Libro de Depósito de Acciones y
Registro de Asistencia a Asambleas Generales, con la debida habilitación del libro u hojas móviles;

e) Balance final de liquidación, estado de resultados, cuadros y anexos, suscriptos por el liquidador y con informe o certificación de contador
público matriculado en la Provincia de Río Negro, legalizada por el Consejo Profesional de Ciencias Económicas de Río Negro;

f) Proyecto de distribución aprobado por la resolución social, suscripto por el liquidador;

g) Constancia de que la sociedad no se halla en concurso preventivo o declarada en quiebra, ni que se encuentra en trámite pedido de su
declaración en quiebra;

h) La I.G.P.J. constatará de oficio, por consulta a las fuentes auténticas (artículo 11 de las presentes Normas), cuando correspondiere, el cese de
actividades ante la A.R.T.R.N. y A.R.C.A., y la baja como empleador por dicha causal, en su caso;

i) La I.G.P.J. constatará de oficio, por consulta a las fuentes auténticas (artículo 11 de las presentes Normas), cuando correspondiere, la
constancia de anotaciones personales que acredite que la sociedad no se halla inhibida para disponer de sus bienes. Cuando dicha constatación
no resultare técnicamente posible, deberá ser acompañada por la sociedad interesada;

j) Nota con firma certificada de la persona responsable de conservar los libros y documentación social, manifestando hallarse en posesión de
los mismos, con indicación de sus datos personales y domicilio;

k) Proyecto de edicto para su confronte y autorización por la I.G.P.J. o I.R.P.J., cuando correspondiere. Una vez efectuada la publicación,
deberá acompañarse la constancia respectiva para la finalización del trámite de inscripción.

Artículo 188°. CANCELACIÓN COMO SANCIÓN. Cuando la cancelación de la inscripción de la sociedad derive de resolución judicial o
administrativa firme, se aplicarán, en lo pertinente, las disposiciones del artículo anterior, sin perjuicio de lo que disponga la resolución que
ordene la cancelación.

Artículo 189°: CIERRE DE SUCURSAL, ASIENTO O REPRESENTACIÓN PERMANENTE DE UNA SOCIEDAD CONSTITUIDA
EN LA REPÚBLICA. La inscripción del cierre de sucursal, asiento o representación permanente de una sociedad constituida en la República
requerirá la presentación de la siguiente documentación:

a) Nota dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J. o I.R.P.J., de conformidad con lo establecido en los artículos 18 y 19 de la presente
reglamentación;

b) Instrumento que contenga la resolución social que aprobó el cierre de la sucursal, asiento o representación permanente;

c) Constancia de la convocatoria, citación o consulta a los socios, cuando correspondiere, salvo que la resolución social hubiere sido adoptada
con la presencia o conformidad de la totalidad de los socios;

d) En caso de sociedades por acciones, constancia del registro de asistencia a la asamblea, conforme surja del Libro de Depósito de Acciones y
Registro de Asistencia a Asambleas Generales, con la debida habilitación del libro u hojas móviles;

e) En el plazo de treinta (30) días de dictada la resolución que ordene la inscripción del cierre, deberán presentarse ante el Departamento de
Rúbrica los libros de la sucursal, asiento o representación permanente, a fin de consignar en el último folio utilizado de cada uno la constancia
de cierre y proceder a la inutilización de los folios en blanco, bajo apercibimiento de aplicarse una sanción de multa equivalente a tres (3)
salarios mínimos, vitales y móviles;

f) Proyecto de edicto para su confronte y autorización por la I.G.P.J. o I.R.P.J., cuando correspondiere. Una vez efectuada la publicación, deberá
acompañarse la constancia respectiva para la finalización del trámite de inscripción.

CAPÍTULO V: SOCIEDADES SUJETAS A FISCALIZACIÓN ESTATAL PERMANENTE.

Artículo 190°: DOCUMENTACIÓN PREASAMBLEARIA. Las sociedades sujetas a fiscalización estatal permanente conforme el artículo
299 de la LGS y las demás sociedades comprendidas en regímenes especiales de fiscalización estatal deberán presentar ante la I.G.P.J.,  con una
anticipación no menor a quince (15) días corridos a la fecha fijada para la asamblea, la siguiente documentación:

a) Nota dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J.,  de conformidad con lo establecido en los artículos 18 y 19 de la presente reglamentación;

b) Acta de reunión del órgano de administración que dispuso la convocatoria a asamblea ordinaria o extraordinaria y determinó el orden del día



a tratar;

c) Proyecto de edicto para su confronte y autorización por la I.G.P.J.,  cuando correspondiere. Una vez efectuada la publicación en el Boletín
Oficial y, en su caso, en un diario de mayor circulación o medio electrónico habilitado, deberá acompañarse la constancia respectiva conforme
los plazos previstos en los artículos 15° y 16° de la presente reglamentación.

Quedan exceptuadas de la presentación del proyecto de edicto las asambleas que se celebren en los términos del artículo 237 de la LGS.

Artículo 191°. DOCUMENTACIÓN POST ASAMBLEARIA: Dentro de los treinta (30) días corridos posteriores a la celebración de la
asamblea, las sociedades comprendidas en el presente capítulo deberán presentar ante la I.G.P.J. la documentación post asamblearia que
corresponda según se trate de asamblea ordinaria o extraordinaria, conforme los artículos 145° y 146° de la presente reglamentación.

Cuando los estados contables, informes, memoria o demás documentación presentada con carácter preasambleario hubieren sido modificados
por la asamblea, deberá acompañarse la versión aprobada o rectificada, según corresponda.

Artículo 192°: TRÁMITE SOBRE CONVOCATORIA DE ASAMBLEAS DE SOCIEDADES CONTROLADAS. Recibida la
documentación preasamblearia, el área competente de la I.G.P.J. o I.R.P.J. verificará el estado registral de la sociedad y el cumplimiento de sus
deberes formales ante el Organismo.

El agente interviniente emitirá informe en el que dejará constancia de la situación de la sociedad, incluyendo, en su caso, la existencia de
trámites, asambleas, dictámenes u observaciones pendientes.

Artículo 193°: AUTORIZACIÓN.  Caratulado el expediente, el área competente deberá expedirse sobre la legalidad de la convocatoria y,
cuando correspondiere, sobre el proyecto de edicto presentado para su publicación.

El proyecto de edicto podrá ser autorizado u observado. En caso de observación, la sociedad deberá subsanar las deficiencias indicadas antes de
efectuar la publicación.

Artículo 194°: DIVIDENDOS ANTICIPADOS . Las sociedades sujetas a fiscalización estatal permanente que distribuyan dividendos
anticipados deberán comunicarlo a la I.G.P.J. dentro de los diez (10) días de adoptada la resolución correspondiente, acompañando:

a) Instrumento que contenga la resolución del órgano de administración que aprobó la distribución anticipada de dividendos;

b) Balance especial aprobado para la distribución de dividendos anticipados, suscripto por el representante legal, con informe o certificación de
profesional contable matriculado en la Provincia de Río Negro y legalizado por el C.P.C.E.R.N:

c) Informe del síndico, comisión fiscalizadora o consejo de vigilancia, según corresponda.

Artículo 195°: INTIMACIONES . El área de contralor verificará el cumplimiento de las obligaciones previstas en el presente capítulo respecto
de las sociedades sujetas a fiscalización estatal permanente y de las demás entidades comprendidas en regímenes de fiscalización estatal
conforme la normativa societaria vigente y las leyes especiales aplicables.

Ante el incumplimiento de dichas obligaciones, se intimará a la sociedad en el domicilio electrónico constituido, bajo apercibimiento de aplicar
las sanciones que correspondan.

Artículo 196°: PLAZO PARA CUMPLIR INTIMACIONES.  Las intimaciones previstas en el artículo anterior serán notificadas en el
domicilio electrónico constituido por la sociedad, se otorgará un plazo de noventa (90) días corridos para subsanar el incumplimiento, salvo que
por la naturaleza de la obligación o las circunstancias del caso corresponda fijar un plazo menor.

Vencido el plazo sin que se acredite el cumplimiento requerido, se aplicarán las sanciones que correspondan conforme la presente
reglamentación.

CAPÍTULO VI: SOCIEDADES EXTRANJERAS

SECCIÓN I: APERTURA DE SUCURSAL

Artículo 197°: INSCRIPCIÓN. Para la inscripción prevista en el tercer párrafo del artículo 118 de la L.G.S., se deberá presentar:

1. Nota dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J. o I.R.P.J., de conformidad a lo establecido en los artículos 18 y 19 de la presente
reglamentación;

2. Copia certificada del acto constitutivo, estatuto o instrumento equivalente, con sus reformas inscriptas, si las hubiere;



3. Certificado expedido por la autoridad registral o competente de la jurisdicción de origen que acredite la existencia, inscripción y
vigencia de la sociedad, emitido con una antelación no mayor a seis (6) meses a la fecha de presentación;

4. Instrumento emanado del órgano competente de la sociedad constituida en el extranjero que contenga: (i) la decisión de actuar en la
República Argentina mediante sucursal, asiento o representación permanente, con indicación de la modalidad elegida; (ii) la fijación de
la sede de la sucursal, asiento o representación permanente en la Provincia de Río Negro, o la autorización expresa al representante para
fijarla; (iii) la designación del representante, quien deberá ser persona humana, con indicación de las facultades conferidas; (iv) la fecha
de cierre del ejercicio económico; (v) la manifestación de que la sociedad no se encuentra sometida a liquidación ni a otro
procedimiento legal que imponga restricciones sobre sus bienes o actividades; y (vi) el capital asignado, si lo hubiere.

5. Declaración Jurada del representante, indicando sus datos personales, con aceptación de cargo y manifestando que no se halla afectado
por inhabilidades o incompatibilidades legales o reglamentarias para desempeñar la función encomendada y constituyendo domicilio
especial en la Provincia de Río Negro a todos los efectos que pudieran corresponder. Pueden, además, constituir un domicilio
electrónico conforme el art. 75 C.C.C.N. Si el representante fuere abogado o profesional contable matriculado, podrá presentarse con
firma y sello profesional; en caso contrario, con certificación notarial de firma, firma digital o electrónica verificada por el
dictaminante.

6. Declaración jurada suscripta por representante, autoridad competente o apoderado con facultades suficientes de la sociedad constituida
en el extranjero, indicando la existencia en el país de otras sucursales, asientos o representaciones permanentes inscriptas ante
organismos registrales de otras jurisdicciones provinciales o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, si las hubiere. En su caso, se
indicará organismo registral, fecha de registración, último representante designado, libros rubricados y demás datos relevantes,
acompañando certificado de vigencia cuando se encontrare disponible o cuando la I.G.P.J. o I.R.P.J. lo requiera;

7. Declaraciones juradas correspondientes reguladas en el Título VII de la presente normativa;

8. Proyecto de edicto para su autorización y posterior publicación en el Boletín Oficial, cuando correspondiere conforme el artículo 118,
tercer párrafo, inciso 2, de la L.G.S. Una vez realizada la publicación, deberá acreditarse con el objeto de finalizar el trámite de
inscripción. El edicto deberá contener, como mínimo, la denominación de la sociedad constituida en el extranjero, datos de inscripción
en la jurisdicción de origen, fecha de la resolución social que dispuso la apertura de la sucursal, asiento o representación permanente,
individualización del representante designado, sede fijada en la Provincia de Río Negro y demás datos que resulten exigibles conforme
la L.G.S.

La documentación proveniente del extranjero debe cumplir con los recaudos formales exigidos en la presente reglamentación.

Artículo 198°: ASIGNACIÓN DE CAPITAL . Cuando mediare asignación de capital, la sociedad deberá:

1. Integrar la totalidad de dicha asignación al momento de inicio del trámite;

2. En el instrumento materia de inscripción, se hará constar el valor correspondiente a los bienes asignados, expresado en moneda de
curso legal en la República;

3. La integración se acreditará:

1. Si se efectúa con fondos remitidos por la sociedad matriz: mediante declaración jurada del representante legal con certificación contable
sobre la transferencia de tales fondos y la existencia de los mismos acreditados en cuentas en entidades financieras locales;

2. Si se trata de bienes no dinerarios: mediante inventario suscripto por el representante legal, con certificación contable sobre la
existencia y ubicación de los bienes en el país, debiendo justificarse su valuación.

Si la asignación de capital es exigido por regímenes especiales, se acreditará de la manera en que éstos determinen.

Artículo 199°: MODIFICACIONES POSTERIORES. Toda reforma que no importe modificación de la denominación, transformación,
reorganización o cambio de jurisdicción transnacional, se podrá presentar mediante nota del representante legal conteniendo: fecha, motivo y
datos registrales de la respectiva reforma.

Artículo 200°: RÚBRICA DE LIBROS. Las sucursales, una vez autorizadas, deberán rubricar los libros que sean necesarios para llevar una
contabilidad separada, en los términos de la L.G.S.

Artículo 201°: ESTADOS CONTABLES . Las sucursales comprendidas en regímenes de fiscalización estatal, o cuando la legislación de
fondo así lo exija, remitirán a este organismo copia de sus estados contables dentro de los treinta (30) días hábiles de su aprobación por el
órgano competente de la sociedad extranjera.



Artículo 202°: CIERRE DE SUCURSAL. La inscripción del cierre de sucursal, asiento o representación permanente en la provincia de una
sociedad constituida en el extranjero requerirá la presentación de la siguiente documentación:

1. Nota dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J. o I.R.P.J., de conformidad a lo establecido en los artículos 18 y 19 de la presente
reglamentación;

2. Instrumento que contenga la resolución del órgano competente que dispuso el cierre de la sucursal o representación permanente,
designación del liquidador y las facultades asignadas al efecto y copia certificada;

3. Declaración Jurada del liquidador, indicando sus datos personales, que no se halla afectado por inhabilidades o incompatibilidades
legales o reglamentarias para desempeñar la función encomendada, detallar nombre, apellido, tipo y número de documento nacional de
identidad, domicilio y C.U.I.T, C.U.I.L o C.D.I. y constituir domicilio especial a todos los efectos que pudieran corresponder. No se
requerirá el cumplimiento de lo dispuesto en el presente inciso, si la liquidación estuviese a cargo del representante inscripto. La
documentación proveniente del extranjero debe cumplir con los recaudos formales requeridos por los artículos 27 y 28.

Artículo 203°: CANCELACIÓN POR LIQUIDACIÓN DE LA SUCURSAL EXTRANJERA . Concluido el proceso de liquidación, deberá
acompañarse:

1. Nota dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J. o I.R.P.J., de conformidad a lo establecido en los artículos 18 y 19 de la presente
reglamentación;

2. Instrumento que contenga la resolución del órgano competente que aprobó el balance final de liquidación, designación de las personas
que habrán de conservar los libros y documentación social y copia certificada;

3. Dos ejemplares del Balance especial de liquidación, Estado de Resultados, Cuadros y Anexos, firmados por el liquidador y suscriptos
por un profesional contable matriculado en el C.P.C.E.R.N;

4. Comunicación que acredite el cese de actividades ante A.R.T.R. que será gestionado por la I.G.P.J y A.R.C.A. y la baja como
empleador por dicha causal;

5. Constancia de que la sucursal no se halla en concurso preventivo o declarada en quiebra, ni que se encuentra en trámite pedido de su
declaración en quiebra;

6. Constancia de Anotaciones Personales que acredite que la entidad no se encuentra inhibida para disponer de sus bienes que será
gestionado por la I.G.P.J;

7. Libros de la sucursal a fin de consignar en el último folio utilizado de cada uno, constancia de cierre y proceder a la inutilización de
los folios en blanco;

8. Nota con firma certificada de la persona responsable que habrá de conservar los libros y documentación social, manifestando hallarse
en posesión de los mismos. En la misma se indicará los datos personales y domicilio de la misma;

9. Proyecto de edicto para ser autorizado por la autoridad máxima de la I.G.P.J. o I.R.P.J. Una vez realizada la publicación, deberá
acreditarse con el objeto de finalizar el trámite de inscripción.

La documentación proveniente del extranjero debe cumplir con los recaudos formales exigidos en la presente reglamentación.

SECCIÓN II: CONSTITUCIÓN O PARTICIPACIÓN DE SOCIEDAD EXTRANJERA EN LA REPÚBLICA

Artículo 204°: REQUISITOS. La sociedad extranjera que deba inscribirse conforme la legislación vigente para constituir o participar en una
sociedad local presentará:

1. Nota dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J. o I.R.P.J., de conformidad a lo establecido en los artículos 18 y 19 de la presente
reglamentación;

2. Copia certificada del acto constitutivo, estatutos y reformas inscriptos. Se admite asimismo la presentación de texto ordenado del
estatuto vigente, certificado notarialmente o por autoridad registral o competente de la jurisdicción de origen, en reemplazo de sus
reformas, siempre que de dicho texto ordenado no resulten modificaciones de la denominación, transformación, reorganización o
cambio de jurisdicción transnacional.



3. Instrumento que contenga la resolución del órgano competente que decidió la participación en sociedades en la República Argentina, el
cual debe contener además:

1. Fecha de cierre del ejercicio económico;

2. Manifestación de que la sociedad no se encuentra sometida a liquidación ni otro procedimiento legal que imponga restricciones sobre
sus bienes o actividades;

3. Domicilio especial en la Provincia de Río Negro o facultad expresa al representante para establecerlo;

4. Designación del representante local, quien deberá ser persona humana, con indicación de las facultades conferidas.

4. Certificado que acredite la inscripción, existencia y vigencia de la la sociedad, de fecha no mayor a seis (6) meses a la fecha de
presentación, emitido por la autoridad registral o competente de la jurisdicción de origen;

5. Declaración Jurada del representante, indicando sus datos personales, con aceptación de cargo y manifestando que no se halla afectado
por inhabilidades o incompatibilidades legales o reglamentarias para desempeñar la función encomendada y constituyendo domicilio
especial en la Provincia de Río Negro a todos los efectos que pudieran corresponder. Pueden, además, constituir un domicilio
electrónico conforme el art. 75 C.C.C.N. Si el representante fuere abogado o profesional contable matriculado, podrá presentarse con
firma y sello profesional; en caso contrario, con certificación notarial de firma, firma digital o electrónica verificada por el
dictaminante.

6. Declaración Jurada suscripta por el representante del órgano de Administración de la sociedad extranjera, indicando la existencia en el
País de otras sucursales, asientos, representaciones permanentes o inscripciones en los términos del artículo 123 de la L.G.S., o
representaciones permanentes inscriptas ante organismos registrales de otras jurisdicciones provinciales o de la Ciudad Autónoma de
Buenos Aires, si las hubiere. En su caso, se acompañará certificado de vigencia de cada una de ellas, expedido por la autoridad registral
correspondiente;

7. Declaraciones juradas correspondientes reguladas en el Título VII de la presente normativa;

8. Proyecto de edicto para ser autorizado por la autoridad máxima de la I.G.P.J. o I.R.P.J. Deberá contener, como mínimo, la
denominación de la sociedad constituida en el extranjero, datos de inscripción en la jurisdicción de orígen, fecha de la resolución social
que dispuso la inscripción en los términos del artículo 123 de la L.G.S., individualización del representante designado, domicilio
especial fijado en la Provincia de Río Negro y demás datos que resulten exigibles conforme la normativa aplicable. Una vez realizada
la publicación, deberá acreditarse con el objeto de finalizar el trámite de inscripción.

La documentación proveniente del extranjero debe cumplir con los recaudos formales exigidos en la presente reglamentación.

Artículo 205°: MODIFICACIONES POSTERIORES. Toda reforma que no importe modificación de la denominación, transformación,
reorganización o cambio de jurisdicción transnacional, se podrá presentar mediante nota del representante legal conteniendo: fecha, motivo y
datos registrales de la respectiva reforma.

Artículo 206°: CONTROL DE LEGALIDAD. Los departamentos y/o direcciones intervinientes en los trámites de inscripción y registración
de actos, contratos y negocios de sociedades participadas constituidas ante la I.G.P.J.,  controlarán la injerencia de sociedades extranjeras en la
conformación del capital social, exigiendo según corresponda, la inscripción requerida por la L.G.S.

SECCIÓN III: ADECUACIÓN A LA LEY ARGENTINA

Artículo 207°: ADECUACIÓN VOLUNTARIA . Las sociedades constituidas en el extranjero que tengan su sede en la República Argentina o
cuyo principal objeto esté destinado a cumplirse en la República Argentina, deberán adecuar su funcionamiento a las disposiciones de la Ley de
fondo.

Para la inscripción de la adecuación de una sociedad constituida en el extranjero se deberá remitir:

1. Nota dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J. o I.R.P.J., de conformidad a lo establecido en los artículos 18 y 19 de la presente
reglamentación;

2. Copia certificada del acto constitutivo, estatuto o instrumento equivalente, con sus reformas inscriptas, si las hubiere, y certificado
expedido por la autoridad registral o competente de la jurisdicción de origen que acredite su existencia, inscripción y vigencia;

3. Instrumento de adecuación y sujeción de la sociedad a la Ley argentina otorgada por los socios actuales y los que en su caso se



incorporen en oportunidad de la adecuación. Dicho instrumento deberá contener:

1. La identificación de los socios actuales y de quienes se incorporen a la sociedad conforme al inciso 1° del artículo 11 de la L.G.S.;

2. La calidad de socios actuales, expresando la fecha desde la cual invisten tal condición y sus porcentajes de participación;

3. La decisión expresa de los socios de adecuar la sociedad constituida en el extranjero a la Ley Argentina, mediante la adopción de un
tipo social contemplado en la legislación de fondo, como así también, la aprobación del nuevo estatuto social y del balance especial de
adecuación;

En el supuesto de modificarse la denominación social deberá indicarse el nexo de continuidad con la anterior.

4. Fijación del domicilio y sede social;

5. Capital social suscripto, indicando monto, cantidad total de acciones, valor nominal, clase, tipo, forma y derecho a voto de las
acciones, cuotas sociales o partes de interés, según corresponda, con indicación de la participación correspondiente a cada socio y su
forma de integración;.

6. Mención de la naturaleza y monto del aporte de capital efectuado por los socios que se incorporen a la sociedad. Se debe individualizar
la suscripción realizada por cada uno y la forma de integración de la misma.

7. Elección de los integrantes de los órganos de administración y fiscalización, en su caso. Respecto de ello se deberá acreditar el
cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 256 de la L.G.S.

8. Declaración de voluntad de los socios de retirarse de la sociedad como consecuencia de la adecuación;

9. Individualización de los bienes y/o derechos registrables de que la sociedad sea titular y que estuvieren inscriptos bajo su titularidad en
registros de la República Argentina.

10. Mención de las inscripciones existentes en la República Argentina bajo los artículos 118, tercer párrafo, o 123 de la L.G.S., con
indicación del organismo registral, fecha de inscripción, número de matrícula o legajo y representante inscripto, en caso de
corresponder.

Si la sociedad tuviere bienes en el exterior, la valuación de los mismos debe ajustarse a pautas homogéneas respecto de la que correspondería a
bienes de igual naturaleza sitos en territorio nacional. Además, debe contener detalle de los bienes registrables, identificándose con la mayor
precisión posible los datos de inscripción o dominio de los bienes a transferir.

4. Balance especial de adecuación cerrado a una fecha que no exceda los tres (3) meses anteriores a la fecha del instrumento de
adecuación, confeccionado en moneda nacional y conforme a las disposiciones reglamentarias y técnicas aplicables, con informe de
auditoría conteniendo opinión;

5. Constancia de las publicaciones legales donde deben constar que se trata de la adecuación de la sociedad a la ley argentina;

6. Declaraciones juradas correspondientes reguladas en el Título VII de la presente normativa;

7. Informe de dominio, expedido por autoridad competente en el país de origen, en el caso de bienes en el extranjero, y por los
organismos registrales competentes, para los bienes radicados en la República;

8. Informe de profesional contable en el cual se explique las eventuales diferencias que pudieran surgir entre el capital autorizado que
surge de los antecedentes sociales y el del estatuto, de acuerdo a las disposiciones técnicas aplicables;

9. Informe de profesional contable consignando la existencia de socios residentes y la incidencia de ello en el balance de adecuación, de
corresponder.

La documentación proveniente del extranjero deberá cumplir con los recaudos formales exigidos en la presente reglamentación.

Artículo 208°: TRAMITACIÓN CONJUNTA. La inscripción de la adecuación podrá tramitar conjuntamente con la inscripción del contrato
o estatuto social correspondiente al tipo adoptado, la designación de autoridades, la fijación de sede social, la rúbrica de libros y la cancelación
de las inscripciones existentes ante la I.G.P.J. o I.R.P.J. bajo los artículos 118, tercer párrafo, o 123 de la L.G.S.



La I.G.P.J. o I.R.P.J. podrá dictar un único acto administrativo que apruebe la adecuación, inscriba la sociedad bajo el tipo adoptado y disponga
las cancelaciones registrales que correspondan.

Artículo 209°: ADECUACIÓN DE OFICIO . Cuando la I.G.P.J. o I.R.P.J., en ejercicio de sus funciones registrales o de fiscalización,
advierta elementos objetivos que permitan presumir que una sociedad constituida en el extranjero tiene su sede en la República Argentina o su
principal objeto destinado a cumplirse en ella, podrá intimarla a que adecue su funcionamiento a la L.G.S., en los términos del artículo 124 de
dicho cuerpo legal.

La intimación deberá indicar los antecedentes y elementos considerados, y otorgará a la sociedad un plazo de ciento veinte (120) días hábiles
administrativos para solicitar la inscripción de la adecuación o efectuar el descargo que estime corresponder.

Si la sociedad acreditare que no se encuentra comprendida en el artículo 124 de la L.G.S., la I.G.P.J. o I.R.P.J. dispondrá el archivo de la
intimación, sin perjuicio de las medidas de fiscalización que pudieren corresponder.

Si la sociedad no contestare la intimación, no acreditare suficientemente su situación o no solicitare la adecuación dentro del plazo conferido, la
I.G.P.J. o I.R.P.J. podrá adoptar las medidas que correspondan en el marco de sus competencias legales.

Artículo 210°: REQUISITOS. La inscripción de la sociedad requerirá el encuadramiento en alguno de los tipos sociales previstos en la L.G.S.
y el cumplimiento de los requisitos establecidos en la presente reglamentación sobre los trámites de constitución y adecuación voluntaria, en
cuanto resulten compatibles con la continuidad jurídica de la sociedad constituida en el extranjero.

Artículo 211°: CIERRE DE SUCURSAL EXTRANJERA POR ADECUACIÓN. Las sociedades constituidas en el extranjero, que cuenten
con representación permanente o sucursales en el País, y se adecuen a la ley argentina, producirán el cierre registral de dicha actuación local
como sociedad extranjera, sin perjuicio del cumplimiento de las obligaciones registrales, contables, fiscales e informativas pendientes.

Cuando correspondiere, deberán acompañarse las constancias de comunicación del nuevo encuadre jurídico ante los organismos fiscales,
previsionales, laborales, administrativos o regulatorios pertinentes.

No será exigible el procedimiento previsto para el cierre y cancelación registral por liquidación, salvo que existan activos, pasivos, relaciones
jurídicas pendientes u otras razones fundadas vinculadas con la actuación local anterior.

Artículo 212°: OTRAS INSCRIPCIONES. CANCELACIÓN. Las inscripciones obrantes en los registros de la I.G.P.J. o I.R.P.J., en los
términos de la L.G.S., luego de inscripta la adecuación a la ley argentina, quedarán automáticamente canceladas, sin necesidad de
manifestación expresa por la sociedad.

A tal fin, se dejará constancia en acto administrativo que apruebe la inscripción sobre la cancelación operada.

Artículo 213°: INSCRIPCIONES EN EXTRAÑA JURISDICCIÓN . Las inscripciones existentes en Registros Públicos de otras
jurisdicciones provinciales, con arreglo a la L.G.S. deberán ser canceladas a requerimiento de la sociedad en un plazo no mayor a ciento veinte
(120) días hábiles administrativos de inscripta la adecuación ante la I.G.P.J. o I.R.P.J.

Artículo 214°: LIBROS SOCIALES Y CONTABLES. Obtenida la inscripción, la rúbrica de nuevos libros se ajustará al procedimiento y
particularidades de la presente resolución, en su parte pertinente.

Los libros utilizados hasta entonces por las sucursales, agencias, asientos o representaciones permanentes o sociedades constituidas en los
términos del artículo 123 de la L.G.S., se acompañarán al momento de solicitarse la rúbrica de nuevos libros, a fin de consignar en los últimos
folios utilizados, constancia de cierre y proceder a la inutilización de los folios en blanco.

La documentación, registraciones y antecedentes correspondientes a la actuación anterior deberán conservarse por el plazo legal aplicable, bajo
responsabilidad de la persona designada al efecto.

CAPÍTULO VII: CONTRATOS ASOCIATIVOS

SECCIÓN I: INSCRIPCIÓN

Artículo 215°: INSCRIPCIÓN INICIAL. TRÁMITE. Para la inscripción de los Contratos Asociativos previstos en el Libro Tercero, Título
IV, Capítulo 16 del C.C.C.N., tales como, Agrupación de Colaboración Empresaria, Unión Transitoria y Consorcios de Cooperación, salvo la
modalidad de negocios en participación conforme lo establece los art. 1448 a 1452 del C.C.C.N. deberá acompañarse:

1. Nota dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J. o I.R.P.J., de conformidad a lo establecido en los artículos 18 y 19 de la presente
reglamentación;

2. Original y copia certificada del instrumento de constitución, adecuado a las particularidades, según sea el tipo social adoptado y demás



requisitos establecidos por la legislación de fondo y las disposiciones contenidas en la presente reglamentación;

3. Tratándose de Agrupaciones en Colaboración Empresaria la I.G.P.J realizará una copia certificada adicional a los efectos de su
remisión con posterioridad a la inscripción, al organismo de aplicación del Régimen de Defensa de la Competencia, con arreglo a lo
dispuesto en el artículo 1455 del C.C.C.N.;

4. Declaración Jurada por cada uno de los integrantes de los órganos de administración y representación, de no hallarse afectados por
inhabilidades o incompatibilidades legales o reglamentarias para desempeñarse en el cargo;

5. Declaraciones juradas correspondientes reguladas en el Título VII de la presente normativa;

SECCIÓN II: PARTICIPACIÓN

Artículo 216°: PARTICIPANTES . Las sociedades comerciales y empresarios individuales que se agrupen en el marco de las modalidades
asociativas mencionadas en el artículo anterior, presentarán:

1. Sociedades. Cuando los componentes sean sociedades de la L.G.S., observarán los siguientes recaudos:

1. Tratándose de sociedades comerciales inscriptas ante la I.G.P.J. o I.R.P.J., deben citarse los datos de inscripción y fecha de la misma;

2. Tratándose de sociedades comerciales inscriptas en extraña jurisdicción deben indicarse los datos y fecha de inscripción y acreditar que
la misma se encuentra vigente, adjuntando al efecto constancia expedida por el respectivo registro.

Para ambos supuestos, deben presentarse los poderes o autorizaciones conferidos a los representantes de las sociedades comerciales presentes
en el acto constitutivo, adjuntar acta de la asamblea u órgano de administración que contenga la designación específica de los representantes, la
decisión expresa de participar del agrupamiento y la indicación de los fondos o bienes que se aportan para la conformación del Fondo Común
Operativo.

2. Comerciante Individual. La integración del agrupamiento por persona humana, sólo se admitirá si se trata de empresarios o
comerciantes, se hallen o no matriculados en el Registro Público, acreditando su condición de tales con la constancia de hallarse
inscriptos en A.R.C.A. y A.R.T.R.N., que serán gestionada directamente por la I.G.P.J.

SECCIÓN III: REFORMA DE CONTRATO

Artículo 217°: REFORMAS. La introducción de modificaciones al contrato, la designación y remoción de representantes, cambio del
domicilio especial, exclusión, separación e ingreso de nuevos participantes; disolución, extinción y toda otra materia susceptible de registración
se ajustará, en lo pertinente, a las disposiciones de la presente reglamentación.

TÍTULO IV: DE LA RÚBRICA O INDIVIDUALIZACIÓN DE LIBROS

CAPÍTULO I: DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 218°. PLAZO: Toda modalidad asociativa que se constituya por ante este organismo deberá, en el plazo de sesenta (60) días corridos
-computados desde la resolución que las autorice a funcionar- y bajo apercibimiento de ley, proceder a la rúbrica de los libros sociales y
contables que para cada tipo social la legislación de fondo y la presente reglamentación establezcan.

Artículo 219°. LIBROS OBLIGATORIOS: Las entidades al constituirse, deberán obligatoriamente, habilitar los siguientes libros:

a) Asociaciones Civiles:

1. Libro de Actas;

2. Libro de registro de socios.

3. Libro Diario;

4. Libro de Inventario y Balances;

b) Fundaciones:



1. Actas del Consejo de Administración;

2. Inventario y Balances;

3. Diario.

c) Sociedades Anónimas y Sociedades Anónimas Unipersonales:

1. Actas de Asambleas Generales;

2. Actas de Directorio;

3. Registro de Acciones;

4. Depósito de Acciones y Asistencia a Asambleas Generales;

5. Inventario y Balances;

6. Diario.

d) Sociedades de Responsabilidad Limitada:

1. Actas de Reuniones de Socios;

2. Inventario y Balances;

3. Diario.

e) Sociedad Colectiva – Sociedad en Comandita Simple:

1. Actas de Reunión de Socios;

2. Actas de Reunión del Órgano de Administración;

3.  Inventario y Balances;

4.  Diario.

f) Sociedad en Comandita por Acciones:

1.  Actas de Asambleas;

2. Actas del Órgano de Administración;

3.  Registro de Acciones;

4.  Depósito de Acciones y Registro de Asistencia a Asambleas Generales;

5.  Inventario y Balances;

6. Diario.

g) Uniones Transitorias de Empresas – Agrupaciones de Colaboración Empresaria:

1.   Libro de Actas de Representantes;

2.  Inventario y Balances;



3. Diario.

h) Sucursales de Sociedad Extranjera, según Artículo 118 LGS:

1. Libro de Actas de Representantes;

1. Inventario y Balances;

2. Diario.

i) Sucursales de asociaciones extranjeras:

1. Actas de Reunión de Representantes;

2. Diario General;

3. Inventario y Balances;

4. Registro de Asociados.

j) Martilleros y Corredores Públicos:

1. Diario de Entradas;

2. Diario de Salidas;

3. Cuentas de Gestión.

k) Personas humanas que lleven contabilidad separada:

1. Diario;

2. Inventario y Balances.

Artículo 220°. LIBROS NO OBLIGATORIOS: Las personas jurídicas, civiles y comerciales, o personas humanas, podrán habilitar otros
libros contables que no se encuentren enumerados en el artículo anterior como obligatorios para esta Inspección.

Artículo 221°: HOJAS MÓVILES: La I.G.P.J. o I.R.P.J. podrá habilitar hojas móviles, en reemplazo de los libros anteriormente señalados,
cuando las mismas se encuentren enumeradas correlativamente y cuenten con denominación social, número de libro y número de foja.

Artículo 222°. LIBROS ÚTILES OBLIGATORIOS: El libro de Inventario y Balances no puede ser sustituido por la utilización de
ordenadores u otros medios mecánicos, magnéticos o electrónicos, ni pueden ser rubricadas hojas móviles en su reemplazo, salvo que a futuro
sea reemplazado o se implemente la rúbrica de libros digitales.

Artículo 223°. CRUCE DE FIRMAS: Se podrá utilizar un procesador de texto para la confección de actas, debiéndose respetar su posterior
impresión, pegado en los libros, márgenes y el cruce de firmas de los obrantes en su original sobre el libro y el acta impresa pegada a tal efecto.
Se dejará sin efecto el acta que no se presente con estos recaudos.

Artículo 224°: LIBROS CONTINUADORES. Para determinar la procedencia de la rúbrica de libros continuadores, la entidad requirente
acompañará el último libro antecedente rubricado y sin hojas en blanco.

En caso de no finalizar el libro con la totalidad de las hojas en blanco, las que se encuentren en tal situación deberán, previo a su presentación,
ser anuladas por el departamento de rúbricas.

Artículo 225°: DOCUMENTACIÓN POST ASAMBLEARIA Y DOCUMENTACIÓN POSTERIOR A LA REUNIÓN DEL CONSEJO
DE ADMINISTRACIÓN . Las asociaciones civiles y las fundaciones que peticionen la rúbrica de libros deben encontrarse al día con la
presentación de la documentación post asamblearia o documentación posterior a la reunión del consejo de administración y haber comunicado
la elección de las últimas autoridades que componen los órganos de administración y fiscalización.

Las sociedades comerciales, incluso las incluidas en la L.G.S. deben cumplir con el mismo recaudo.



El cumplimiento de este requisito será corroborado por el Departamento de Rúbrica, debiendo constatar dicha información en el Departamento
correspondiente.

Artículo 226°: INSCRIPCIÓN. Si la entidad que peticiona la rúbrica de libros no se encontrare inscripta, deberá iniciar previo a la rúbrica, el
trámite correspondiente para su inscripción.

Culminado dicho trámite, se adjuntará con la solicitud de rúbrica una declaración jurada suscripta por el representante legal de la entidad, en la
que se consigne que nunca se han utilizado libros, o bien, de tenerlos, exhibirlos para ser tomados como libros antecedentes.

Artículo 227°: LIBROS ANTECEDENTES . Los libros utilizados hasta el momento de solicitarse la primera rúbrica ante la I.G.P.J. o I.R.P.J.
serán tenidos como Libros Antecedentes.

A los fines de la presente reglamentación, se entiende por Libro Antecedente aquel que no fuera debidamente rubricado por la autoridad
competente y que fuera utilizado por la entidad, previo a su autorización para funcionar.

Artículo 228°: LIBROS EN DEPÓSITO JUDICIAL O ARBITRAL. Si los libros anteriores a los que se solicita la rúbrica se encontraren
depositados en sede judicial o arbitral, la entidad deberá presentar una constancia emitida por el Juzgado, Tribunal o Árbitro interviniente, del
que surja que no existen objeciones que formular a la rúbrica de nuevos libros y que consigne en detalle los datos de los libros depositados.

Artículo 229°: MEDIDA DE NO INNOVAR. Existiendo anotada una medida cautelar de no innovar, no corresponderá la rúbrica de nuevos
libros y todo aquel trámite vinculado a la gestión de libros sociales o contables de la entidad, excepto, el caso en que se acompañe oficio
judicial que disponga el levantamiento de la medida en forma definitiva o al solo efecto de la rúbrica o la inscripción del trámite.

Artículo 230°: CAMBIO DE DOMICILIO. Toda forma asociativa proveniente de extraña jurisdicción, que solicite la rúbrica de libros ante la
I.G.P.J. o I.R.P.J., deberá presentar junto con la constancia de cancelación definitiva en la jurisdicción de origen, una certificación de los libros
rubricados, emitida por el organismo de competencia.

Los libros que se rubriquen ante la I.G.P.J. o I.R.P.J., con posterioridad al cambio de domicilio, continuarán con la secuencia numérica de los
libros rubricados ante la autoridad de registro donde se hallaba inscripta la entidad.

Artículo 231°: RÚBRICA DE LIBROS POR CAUSA DE EXTRAVÍO. Cuando se denuncie extravío, robo o hurto de libros sociales, con el
pedido de la nueva rúbrica se deberá presentar:

a) Denuncia de extravío efectuada ante la autoridad policial o Ministerio Público Fiscal, realizada por el representante legal de la entidad, en la
cual se expresen las causas a las que se atribuye el extravío, pérdida o desaparición de los libros, individualizando el nombre de la entidad, el
tipo y número de los libros extraviados o sustraídos;

b) Copia certificada del Acta del órgano de administración que acredite que se tenía conocimiento de la desaparición de los libros y que se
autorizó al representante legal a efectuar la denuncia y presentar nuevos libros para su rúbrica.

En caso de que la entidad no individualice el número del libro extraviado, se procederá a agotar todas las instancias de búsqueda en notas
anteriores y legajo. Si no hubiera registro, se habilitará el nuevo libro como N.º 2.

Artículo 232°: REORGANIZACIÓN SOCIETARIA. CAMBIO DE DENOMINACIÓN. CAMBIO DE SEDE SOCIAL. CAMBIO DE
JURISDICCIÓN . En los supuestos de transformación societaria, cambio de denominación, cambio de sede social o traslado del domicilio a la
Provincia de Rio Negro, la sociedad o entidad sin fines de lucro, en su caso, por intermedio de su representante legal deberá presentar en el
plazo de treinta (30) días corridos, computados desde la notificación del acto administrativo que tiene por aprobados los trámites, la totalidad
de los libros sociales y contables a fin de consignarse en los mismos la modificación operada.

El Departamento de Rúbrica de Libros procederá a colocar en el primer folio en blanco, una leyenda mediante la cual se deje constancia de la
modificación.

No se iniciará el trámite de inscripción, hasta tanto la entidad haya presentado los libros correspondientes, según el caso.

CAPÍTULO II: PROCEDIMIENTO

Artículo 233°: TRÁMITE. En los trámites de rúbricas de libros deberá presentarse:

a) Nota dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J. o I.R.P.J., de conformidad a lo establecido en el artículos 18 y 19 de la presente
reglamentación;

b) En las asociaciones civiles y fundaciones, la rúbrica podrá ser solicitada por el Presidente o Secretario. En las sociedades comerciales por el
presidente o gerente. En las sociedades extranjeras y en las UTE/ACE por el representante legal, quien deberá acreditar el carácter invocado;



c) En caso de ser el primer libro u hojas móviles, se acompañará en blanco y con la numeración correspondiente;

d) En caso de solicitar nuevo libro, por continuidad, deberá acompañarse el libro inmediatamente anterior para dar cierre certificado con fecha
y firma de la Inspección en su última foja utilizada. En caso de ser libro de hojas móviles, se deberá traer la primera (donde se encuentra la
habilitación) y última foja utilizada. En el caso de que queden fojas sin usar, estas deberán ser anuladas a través de un sello medalla con la
leyenda “INSPECCIÓN GENERAL/REGIONAL DE PERSONAS JURÍDICAS – PROVINCIA DE RÍO NEGRO” en el centro de la hoja y ser
cruzado a mano alzada de extremo a extremo.

Artículo 234°. RETIRO DE LIBROS: Los libros serán entregados, una vez aprobado el trámite que hayan iniciado, junto con la Resolución e
Inscripción pertinente.

Las personas legitimadas para su retiro serán los que hayan obtenido sus matrículas individuales, o en el caso de entidades comerciales o
civiles, el Presidente, secretario o tesorero. Asimismo, un tercero, podrá retirarlos, si cuenta con la autorización expresa indicando nombre,
apellido, D.N.I. y firmada por la/s personas legitimadas.

Artículo 235°. CIERRE DE LIBROS: Para realizar el cierre de un libro, ya sea útil  u hojas móviles, el Departamento de Rúbrica procederá a
colocar (en la última foja usada), un sello con la leyenda “EN EL DÍA DE LA FECHA SE PROCEDE AL CIERRE DEL PRESENTE LIBRO, A
LOS EFECTOS DE HABILITAR UNO NUEVO, CONSTE.- (FECHA)”, llevando la firma y sello de la autoridad máxima de la I.G.P.J. o
I.R.P.J.

Artículo 236°: OBSERVACIONES . De advertirse la inobservancia de algunos de los requisitos establecidos en los artículos anteriores, el
Departamento de Rúbrica de Libros realizará las comunicaciones pertinentes, al domicilio electrónico constituido, para que la entidad
requirente cumplimente las mismas.

Artículo 237°. RÚBRICA DIGITAL:  Los libros digitales serán un sistema de asiento de actas que a través de medios electrónicos, las
entidades podrán llevar registro de sus libros sociales y contables de manera digital. Tienen la misma validez legal que un libro en papel.

Artículo 238°: CERTIFICACIÓN DE HABILITACIÓN. El Departamento de rúbrica habilitará los libros, mediante un sello folio en todas
sus hojas, corroborando su correcta numeración, y emitiendo un “Certificado de habilitación” que irá pegado en la contratapa del mismo con
firma certificada de la máxima autoridad de la I.G.P.J. o I.R.P.J., indicándose nombre de la entidad, denominación social o persona humana
según corresponda, nombre del Libro, número de Libro, localidad y cantidad de hojas habilitadas.

Artículo 239°. LIBROS EN ARCHIVO: Transcurrido el plazo de sesenta (60) días desde el ingreso del libro a rubricar, estos pasarán a ser
destinados a Asociaciones Civiles o Fundaciones que estén en proceso de inscripción y la Inspección entienda que los necesita.

TÍTULO V: DE LA PUBLICIDAD REGISTRAL

CAPÍTULO I: CERTIFICADOS DE VIGENCIA

Artículo 240°: LEGITIMACIÓN.  Se encuentran habilitados para solicitar la expedición de certificados de vigencia, correspondiente a una
entidad registrada ante la I.G.P.J.,  los funcionarios públicos y/o judiciales, el presidente y/o secretario de las entidades civiles, y los socios o
representantes legales y/o apoderados de los órganos de administración de las sociedades o quien acredite interés legítimo.

Artículo 241°: PETICIÓN. La solicitud de Certificado de Vigencia se realizará mediante formulario de solicitud digital de la página web
oficial de la I.G.P.J.

Artículo 242°: VIGENCIA. El plazo de vigencia del certificado, computado desde la expedición del mismo, será de treinta (30) días corridos.

Artículo 243°: CONTENIDO . Los certificados de vigencia correspondiente a entidades se expedirán en la forma y mediante el sistema digital
que la I.G.P.J. apruebe a tales efectos.

CAPÍTULO II: OFICIOS E INFORMES

Artículo 244°: OFICIOS – SOLICITUD DE INFORMES. La I.G.P.J. o I.R.P.J. tendrá a su cargo la contestación de oficios y pedidos de
informes requeridos por la justicia u órganos pertenecientes a la Administración Pública Nacional, Provincial o Municipal, como así también
los efectuados por abogados o procuradores.

Artículo 245°: DOCUMENTAL VOLUMINOSA.  Cuando la documentación requerida, por la autoridad pertinente, sea de compleja o
dificultosa reproducción por su voluminosidad, el departamento competente, podrá poner a disposición la documentación original y digitalizar
a demanda de la parte interesada, para que esta última tome vista, previa designación de la persona habilitada.

Artículo 246°: LIBERACIÓN DE FONDOS. Será función del Departamento de Oficios y Medidas Cautelares la confección de los oficios



administrativos por medio de los cuales se solicite la liberación de fondos dinerarios depositados en entidades bancarias cuando sea solicitado
por el interesado, habiéndose finalizado la causa por la cual se mantuvieran los fondos depositados..

Artículo 247°: LEGITIMACIÓN.  De conformidad con las disposiciones de la Ley Nº 27.275 de Acceso a la Información Pública y de la Ley
N° 24.240 de Defensa al Consumidor, se encuentran legitimados para solicitar el acceso a los registros de la I.G.P.J. o I.R.P.J., además de las
formas asociativas inscriptas, a través de sus autoridades naturales:

1. El Poder Judicial de la Nación, Provincias, Ciudad Autónoma de Buenos Aires y Ministerios Públicos;

2. Organismos del Estado Nacional, Provincial, Ciudad Autónoma de Buenos Aires y Municipalidades;

3. Los que ejercen las profesiones de Escribanía, Abogacía, Procuraduría, Contaduría, Licenciados en Administración de Empresas y
cualquier otro profesional que conforme a su ley respectiva le otorgue incumbencia profesional;

4. Toda persona humana o jurídica, pública o privada, que acredite derecho subjetivo o interés legítimo tiene derecho a solicitar y recibir
información pública, no pudiendo exigirse al solicitante que motive la solicitud.

Artículo 248°: INFORME DE REGISTRO. Las personas legitimadas por el artículo anterior podrán solicitar informe sobre la existencia o
registración de cualquier modalidad asociativa inscripta ante la I.G.P.J. o I.R.P.J.  

Artículo 249°: INFORME DE NÓMINA DE SOCIOS. Las personas legitimadas en los artículos anteriores podrán requerir informe en el
que se indique la titularidad de las cuotas o partes de interés correspondientes a sociedades de responsabilidad limitada, sociedades colectivas,
sociedades de capital e industria, sociedades en comandita simple, sociedades en comandita por acciones, respecto del capital comanditado y
sobre sociedades de economía mixta. 

A tales efectos se informará sobre la titularidad y porcentaje de participación en el capital de la sociedad y si se encuentran afectados por
medidas cautelares.

Artículo 250°: INTEGRANTES DEL ÓRGANO DE ADMINISTRACIÓN. Las personas legitimadas por el artículo 255 podrán requerir
informe en el que se indique la composición del órgano de administración, correspondiente a cualquier modalidad asociativa, inscripta ante la
I.G.P.J. o I.R.P.J.

Artículo 251°: INFORME DE MEDIDAS CAUTELARES Y OTROS GRAVÁMENES. Las personas legitimadas por el artículo 255
podrán requerir informe en el que se indique si sobre una sociedad, asociación civil o fundación recaen medidas cautelares y sobre el estado de
las mismas.

Artículo 252°: INFORME DE LIBROS RUBRICADOS. Las personas legitimadas por el artículo 255 podrán requerir informe sobre los
libros rubricados por una sociedad comercial o entidad civil sin fines de lucro.

Artículo 253°: LÍMITE A LA INFORMACIÓN.  El organismo no revelará datos o información calificada como sensible en los términos de
la Ley N° 25.326 de Protección de Datos Personales.

Artículo 254°: TRÁMITE. Los trámites antes citados se iniciarán únicamente mediante los medios habilitados por la I.G.P.J. Recibida la
documentación, el agente habilitado verificará el cumplimiento de los requisitos formales y confirmará la recepción. Efectuado el control
pertinente, la respuesta deberá ser entregada en un plazo que no podrá exceder los diez (10) días hábiles.

CAPÍTULO III: ANTECEDENTES SOCIALES

Artículo 255°: EXPEDICIÓN. El organismo sólo expedirá a las personas legitimadas en el artículo 255, copia autenticada de las constancias
registrales obrantes en el legajo de la sociedad, asociación civil o fundación.

Tratándose de información contenida en diferentes alcances o legajos el derecho de acceso a la información se ejercerá mediante el examen o
consulta directa de los documentos administrativos por el interesado.

TÍTULO VI: DE LA FUNCIÓN FISCALIZADORA Y CONTROL ESTATAL

CAPÍTULO I: PROCEDIMIENTO DE DENUNCIAS

Artículo 256°: CONTENIDO . Las denuncias deben presentarse por escrito, con las formalidades contenidas en la presente reglamentación, y
contendrá:

1. Nombre completo, tipo y número de documento, CUIT, CUIL o CDI y domicilio real del denunciante;



2. Acreditación de interés legítimo. En el caso de socios o asociados, miembros de los órganos de administración, representación o
fiscalización de la entidad, la justificación de la calidad esgrimida será considerada suficiente en relación a la legitimación requerida
por el presente inciso;

3. Individualización de la entidad o persona humana denunciada. Tratándose de personas jurídicas, deberá consignarse la denominación o
razón social y la I.G.P.J incorporará domicilio y datos registrales. Para el supuesto de personas humanas, se indicará nombre completo,
cargo que desempeña en la entidad y domicilio real;

4. Acreditación del agotamiento de la vía interna institucional;

5. Domicilio constituido dentro de la ciudad asiento de la correspondiente delegación donde se haya iniciado la tramitación de la
denuncia, bajo apercibimiento, en caso de omisión o incumplimiento, de tenerlo por constituido en la Mesa de Entradas Integral de la
I.G.P.J. o I.R.P.J. respectiva;

6. De modo claro y preciso, el hecho o hechos denunciados y la relación de los mismos con las circunstancias de tiempo, lugar y modo de
ejecución. En caso que la denuncia se haga extensiva a integrantes de los órganos de administración, representación o fiscalización de
la institución, se consignarán las acciones u omisiones que se atribuyen a los mismos. Asimismo se deberá ilustrar sobre las normas
que se consideren infringidas y demás elementos que puedan conducir a la dilucidación de los hechos denunciados, pudiendo sí el
denunciante lo considere conveniente actuar con patrocinio letrado;

7. La mención de los medios de prueba que el denunciante intente hacer valer para demostrar sus dichos. Con el escrito postulatorio de la
denuncia se acompañará la prueba documental en poder del denunciante e individualiza la que no tuviere a su disposición, indicando su
contenido, la persona en cuyo poder se halle, lugar, archivo u oficina pública donde se encuentren;

8. Firma certificada del denunciante;

9. Del escrito que contiene la denuncia y la documentación agregada a la misma se deberá acompañar copia certificada, para su posterior
traslado a la/s parte/s denunciada/s.

Artículo 257°: DESESTIMACIÓN IN LIMINE. Las denuncias no podrán tener como objeto cuestiones que versen sobre derechos subjetivos
de los socios entre sí y con respecto a la entidad que integran.

Exceptuase del párrafo anterior, el supuesto en el que se cuestione la aplicación de medidas disciplinarias.

Si de los hechos y demás circunstancias agregadas en la denuncia, resultare configurado un supuesto como el descripto en el primer párrafo,
procederá el rechazo in limine de la denuncia impetrada, mediante resolución de la máxima autoridad de la I.G.P.J o I.R.P.J.

Artículo 258°: TRÁMITE PREVIO. Recibida la denuncia, la misma será girada al Departamento respectivo, a fin de que informe sobre los
datos registrales de la persona jurídica denunciada, incluyendo modificaciones introducidas con posterioridad a su constitución, situación de la
entidad en la presentación de documentación pre y post asamblearia o pre o post reunión del Consejo de Administración y de documentación
contable, como así también respecto de últimos integrantes de los órganos de administración, representación y fiscalización inscriptos ante la
autoridad de control.

Incorporado el informe del párrafo anterior, las actuaciones serán enviadas para su  dictamen legal y  determinar su procedencia y  su
prosecución.

Artículo 259°: CONTROL DE ADMISIBILIDAD. SUBSANACIÓN DE DEFECTOS. El asesor legal deberá, en primer término, analizar
la admisibilidad de la denuncia.

Si la denuncia no diere acabado cumplimiento a los recaudos establecidos en el Artículo 265 de la presente, se intimará su subsanación dentro
del quinto día y con el apercibimiento de que, en caso de incumplimiento, se procederá a la desestimación inmediata de la denuncia.

No obstante, el asesor interviniente, de considerarlo necesario cuando los hechos planteados e introducidos para su resolución no resulten prima
facie evidentes, habilitará la sustanciación de la misma a fin de elucidar la naturaleza de las cuestiones ventiladas.

Artículo 260°: DESESTIMACIÓN . En caso de que la denuncia se basare en causales que fueran manifiestamente infundadas o
improcedentes, se podrá disponer mediante resolución motivada, el archivo de las actuaciones.

Artículo 261°: ACUMULACIÓN. El Departamento que se encontraré con el conocimiento de la denuncia podrá, en cualquier etapa de las
actuaciones, disponer la acumulación de dos o más denuncias cuando exista identidad subjetiva o conexidad objetiva.



Artículo 262°: SUSTANCIACIÓN. TRASLADO. Superado el control de admisibilidad de la denuncia y, en su caso, subsanado el defecto u
omisión indicado oportunamente, el Departamento interviniente dispondrá el traslado de la misma y de la documentación acompañada a la/s
persona/s denunciada/s, por el término de cinco (5) días hábiles, bajo apercibimiento de que en caso de no contestación, la autoridad de control
podrá dictar acto administrativo final, sobre la base de los elementos existentes en las actuaciones, sin otra sustanciación.

La notificación se realizará por un medio fehaciente, poniéndo a disposición la documentación de la denuncia en la Mesa de Entradas Integral
pertinente. Cuando razones y/o circunstancias, debidamente fundadas, de carácter extraordinario o a tenor de la naturaleza de los hechos
denunciados, la autoridad de contralor podrá establecer plazos de traslados menores al indicado precedentemente, respetando el debido proceso
y derecho de defensa.

Artículo 263°: CONTESTACIÓN. La contestación deberá cumplir, en lo aplicable, con los requisitos establecidos en el art. 265 de la
presente y expedirse, puntualmente sobre los hechos denunciados y la documentación acompañada.

En el escrito se deberá articular las defensas correspondientes, agregarse la prueba documental en poder de la misma y ofrecer el material
probatorio de que intente valerse.

Al contestar el traslado se debe reconocer o negar categóricamente cada uno de los hechos expuestos en la denuncia, su silencio o respuestas
evasivas, o la negativa meramente general podrán estimarse como reconocimiento de la verdad de los hechos pertinentes y lícitos a que se
refieran.

En cuanto a los documentos acompañados, que se le atribuyen, deberá reconocer o negar la autenticidad de los mismos como así también la
recepción de las cartas, cartas documentos y telegramas dirigidos y cuyas copias se adjuntan, bajo apercibimiento de que se los tendrá por
reconocidos o recibidos, según el caso. Sí el denunciado lo considera conveniente puede actuar con patrocinio letrado.

Artículo 264°: DENUNCIA DE HECHOS NUEVOS. Si con posterioridad a la contestación, la persona denunciante incorporara hechos
nuevos, con ajuste en lo pertinente a lo prescripto en el Artículo 265 y que tuvieran relación directa con los denunciados oportunamente, se
sustanciarán, corriéndose traslado.

Artículo 265°: MEDIDAS PARA MEJOR PROVEER. El organismo, en toda etapa de las actuaciones se encuentra facultado para disponer,
de oficio, los actos de instrucción que considere necesarios para el esclarecimiento de los hechos y comprobación de datos introducidos por las
partes.

Artículo 266°: DICTAMEN. Encontrándose en condiciones de resolver, el instructor emitirá dictamen en un plazo de diez (10) días y pondrá a
la vista las actuaciones por cinco (5) días para conocimiento. En virtud de la complejidad del caso, el instructor podrá solicitar diez (10) días
más supeditados a la autorización de la máxima autoridad de la I.G.P.J. Vencido el plazo, elevará las actuaciones a la máxima autoridad de la
I.G.P.J. o I.R.P.J. que corresponda y el proyecto de Resolución.

Artículo 267°: ARCHIVO . De corresponder el archivo de las actuaciones, el mismo será resuelto por el Departamento que esté en
conocimiento de la denuncia.

Artículo 268°: RESOLUCIÓN FINAL. Encontrándose las actuaciones en estado para resolver, el acto administrativo deberá ser dictado en el
plazo de veinte (20) días hábiles y notificado a las partes en los domicilios constituidos.

CAPÍTULO II: INSPECCIONES

Artículo 269°: INSTRUCCIÓN DE OFICIO . Sin perjuicio de lo normado en el Capítulo anterior, la I.G.P.J. o I.R.P.J. se halla facultada para
controlar de oficio el funcionamiento de las distintas modalidades asociativas que reconozca la legislación de fondo, e instruir las actuaciones
sumariales pertinentes, cuando advierta situaciones que requieran verificar aspectos que hagan a la organización y funcionamiento de la entidad
y del cumplimiento de las normas legales, reglamentarias y estatutarias vigentes.

Artículo 270°: ATRIBUCIONES. Durante el transcurso del procedimiento la entidad sujeta a fiscalización se encuentra obligada a suministrar
toda la información que las leyes le impongan y las que le sean solicitadas por el órgano de aplicación.

En ese sentido la máxima autoridad de la I.G.P.J. o I.R.P.J., cuando corresponda, cuenta con amplias facultades para requerir de los miembros
de los órganos de administración, representación y fiscalización, documentación contable, la compulsa de libros sociales y contables y demás
documentación e información útil  para el cumplimiento de su cometido.

Asimismo, los Inspectores se encuentran facultados para solicitar informes y documentación en poder de organismos estatales nacionales,
provinciales o municipales sobre la sociedad y los integrantes de los órganos sociales.

Los Inspectores se encuentran autorizados para requerir el uso de la fuerza pública, en los casos que el ejercicio de sus funciones lo requiera.

Artículo 271°: DEBIDO PROCESO ADJETIVO . El departamento actuante, a través del o los agentes designados al efecto durante el curso



de las actuaciones deberá resguardar el cumplimiento de las garantías constitucionales y legales referentes al debido proceso adjetivo,
proporcionando a la entidad fiscalizada la posibilidad de ser oída, ofrecer y producir prueba.

A tales fines será aplicable, en lo pertinente, lo establecido en el Capítulo anterior, referido al Procedimiento de Denuncias.

Artículo 272°: INFORME Y DICTAMEN FINAL. Sustanciada la etapa investigativa y de prueba, el Departamento que corresponda
elaborará un informe circunstanciado sobre el mérito de la inspección y las conclusiones alcanzadas.

Del mismo se dará vista a la entidad respectiva, por un plazo de diez (10) días a fin de que alegue sobre el contenido del mismo.

Evacuada la vista, o en su caso, vencido el plazo para hacerlo, dentro de los diez (10) días siguientes, el Departamento correspondiente, emitirá
un dictamen final sobre la o las medidas que correspondan adoptar.

CAPÍTULO III: VEEDURÍAS

SECCIÓN I: SOCIEDADES

Artículo 273°: CONCURRENCIA A ASAMBLEAS. La I.G.P.J. podrá disponer de oficio la concurrencia de veedor a las asambleas de
accionistas o asambleas de socios, cuando circunstancias atendibles y debidamente fundadas lo amerite.

Artículo 274°: SOLICITUD. No obstante lo expuesto en el artículo anterior, en las sociedades sujetas a control estatal permanente, los socios,
directores y síndicos, pueden requerir la concurrencia de un agente de la I.G.P.J. que, sin perjuicio de no existir obligatoriedad, podrá hacer
lugar al pedido, siempre que se den las siguientes circunstancias:

1. Deberá ser solicitada con quince (15) días hábiles antes del fijado para su celebración;

2. El peticionante deberá acreditar sumariamente la calidad invocada, expresar los motivos o razones que fundan el pedido e indicar
fecha, hora, lugar de realización del acto deliberativo y acompañar el orden del día, adjuntando si las hubiere copias de las
publicaciones o comunicaciones correspondientes a la convocatoria.

Artículo 275°: VIÁTICOS. En caso de hacerse lugar a lo dispuesto en el artículo anterior, quien solicite la concurrencia a asamblea de un
agente de la I.G.P.J. o I.R.P.J., deberá abonar los viáticos del mismo, conforme a la normativa estatal vigente. Los mismos deberán depositarse
en la cuenta informada por el Organismo previo a la celebración de la Asamblea o Reunión.

Artículo 276°: CARÁCTER DE SU INTERVENCIÓN. El agente concurrirá a la asamblea o reunión de socios en carácter de veedor, sin
facultades resolutivas. Su presencia y firma de documentación relativa al acto asambleario no convalida a éste, ni las resoluciones adoptadas.

Artículo 277°: FUNCIONES. PROCEDIMIENTO. El agente tiene como función:

1. Verificar el cumplimiento de las normas legales, reglamentarias y estatutarias aplicables desde la convocatoria al acto hasta la
finalización del mismo y del acta que documente lo sucedido. A tal fin requerirá los libros sociales, contables y demás documentación
necesaria que el directorio deberá tener a disposición durante la celebración de la asamblea o reunión de directorio;

2. Velar que el acto se desarrolle en correcto orden y se respeten los derechos de los concurrentes;

3. Elaborar informe con el contenido y alcance que se especifica en la presente;

4. Requerir el auxilio de la fuerza pública.

Artículo 278°: COPIA DEL ACTA Y DOCUMENTACIÓN VINCULADA. Dentro de los cinco (5) días posteriores a la finalización de la
asamblea, la sociedad deberá presentar al agente actuante documentación que se le requiera para que la proporcione en la misma oportunidad o
dentro del plazo que se le indique y que no podrá exceder de diez (10) días adicionales. La falta de presentación será causal de imposición de la
multa establecida en la L.G.S.

Artículo 279°: INFORME CIRCUNSTANCIADO . Vencido el plazo previsto en el artículo anterior, en el término de cinco (5) días, el
agente designado deberá confeccionar un informe sobre la asamblea o reunión de directorio y el dictamen con el que aconsejará al superior. El
informe deberá consignar:

1. Si la sociedad cumplió con la presentación requerida en el artículo anterior;

2. Lo ocurrido en la asamblea, pudiendo remitirse al acta de la misma y demás documentación, si se presentó su copia;



3. Detalle sobre los impedimentos u obstrucciones a la presencia y/o actuación del inspector, si los hubo.

Artículo 280°: DICTAMEN. CONTENIDO . El informe y en su caso, las actuaciones pasarán a dictamen legal, para luego dictarse resolución
al respecto.

SECCIÓN II: ASOCIACIONES CIVILES Y FUNDACIONES

Artículo 281°: CONCURRENCIA A ASAMBLEAS. La I.G.P.J. podrá disponer de oficio o a instancia de parte la concurrencia de veedor a
las Asambleas de socios o reuniones del Consejo de Administración, cuando circunstancias atendibles y debidamente fundadas lo ameriten.
Excepcionalmente, podrá actuar de oficio a iguales fines.

Artículo 282°: SOLICITUD. Las asociaciones civiles, los asociados, los integrantes de la Comisión Directiva o de la Comisión Revisora de
Cuentas y los integrantes del Consejo de Administración -tratándose de una Fundación- tendrán hasta cinco (5) días hábiles antes de la
celebración de la Asamblea de socios o reunión del Consejo de Administración, para solicitar la concurrencia de un veedor.

El o los peticionantes deberán acreditar sumariamente la calidad invocada, expresar los motivos o razones que fundan el pedido e indicar fecha,
hora, lugar de realización del acto deliberativo y acompañar el orden del día, adjuntando copias de las publicaciones o comunicaciones
correspondientes a la convocatoria.

La concurrencia de veedores sólo podrá ser resuelta conforme lo dispuesto en el artículo precedente.

Será aplicable subsidiariamente lo dispuesto, en relación a los viáticos y resolución, en el capítulo precedente.

Artículo 283°: VIÁTICOS. En caso de hacerse lugar a lo dispuesto en el artículo anterior, quien solicite la concurrencia a asamblea de un
agente de la I.G.P.J. , deberá abonar los viáticos del mismo, conforme a la normativa estatal vigente. Los mismos deberán depositarse en la
cuenta informada por el Organismo previo a la celebración de la Asamblea o Reunión.

CAPÍTULO V: RETIRO DE LA AUTORIZACIÓN PARA FUNCIONAR COMO ASOCIACIÓN CIVIL

SECCIÓN I: CANCELACIÓN

Artículo 284°: CAUSALES. INTIMACIÓN. Será pasible de la sanción de cancelación de oficio que este Organismo puede aplicar con
arreglo a las facultades conferidas por la Ley N° 3.827, la entidad que durante diez (10) años consecutivos adeude la consideración de memoria
y balance, cierre de ejercicios o elección de autoridades.

Para ello se procederá previa intimación al domicilio social por carta documento o cédula. Si el resultado de ambos medios de notificación
fuere negativo, se procederá a la notificación por edicto en el Boletín Oficial.

Artículo 285°: INFORMES. Con carácter previo la I.G.P.J pedirá informe al Municipio donde se radica la entidad para que se expida sobre la
importancia y trascendencia social de la misma e informe si continúa funcionando, asimismo, la I.G.P.J. constatará de oficio, por consulta a las
fuentes auténticas con arreglo del artículo 11 de las presentes Normas, la existencia de bienes registrados a nombre de la entidad ante el
Registro de la Propiedad Inmueble y el Registro Nacional de la Propiedad del Automotor.

Producidos los informes se evaluará y aconsejará a la superioridad a fin de dictar el acto correspondiente.

SECCIÓN II: RESTITUCIÓN DE PERSONERÍA JURÍDICA A ENTIDADES DE PRIMER GRADO

Artículo 286°: PROCEDIMIENTO. Cancelada y notificada la Resolución de Cancelación de personería jurídica, se evaluará su restitución a
pedido de la interesada que acredite: continuidad de funcionamiento de hecho de conformidad con el objeto social, voluntad de socios
anteriores a la fecha de la deuda informada por ante el Departamento Contralor, en número suficiente para cubrir la cantidad de cargos titulares
y suplentes de la Comisión Directiva y Revisora de cuentas, existencia de libros sociales y contables rubricados donde se encuentre reflejado el
funcionamiento posterior a la cancelación o prueba documental a los mismos fines, la acreditación de la importancia de la institución en
beneficio de la comunidad e interés de los asociados, la no liquidación de su patrimonio o en su defecto la existencia de patrimonio que es
preciso administrar o transmitir.

Artículo 287°: BIENES SIN LIQUIDAR. Encontrándose liquidada, la restitución de personería procederá al solo efecto de la regularización
de bienes registrables que no se hubieren incluido al momento de la liquidación del patrimonio social.

SECCIÓN III: RESTITUCIÓN DE PERSONERÍA JURÍDICA A ENTIDADES DE SEGUNDO Y TERCER GRADO

Artículo 288°: REQUISITOS. Las entidades civiles de segundo y tercer grado que soliciten la restitución de personería jurídica
cumplimentarán lo dispuesto en el artículo 286 y acompañarán actas de Asamblea Extraordinaria de las entidades que fueron sus asociadas
donde se ratifique la voluntad asociativa a la entidad de segundo o tercer grado y se designe un representante titular y un suplente ante la misma,



requiriéndose un mínimo de cuatro entidades solicitantes.

Artículo 289°: DICTAMEN. Evaluada la documentación presentada, el asesor informará fundadamente, si a su criterio corresponde o no hacer
lugar a la misma, a los fines de aconsejar el acto administrativo.

Artículo 290°: RESOLUCIÓN. La Resolución que haga lugar a la restitución de Personería Jurídica, determinará las pautas con las cuales se
iniciará un proceso de normalización, para lo cual el Departamento interviniente informará los lineamientos a seguir.

CAPÍTULO VI: APERTURA FILIAL ASOCIACIÓN CIVIL Y FUNDACIONES

Artículo 291°: APERTURA DE FILIAL DE ASOCIACIÓN CIVIL: Para obtener la inscripción de una filial de una Asociación Civil,
además de darse cumplimiento con lo requerido para la constitución para las asociaciones, se deberá acompañar:

1. Nota dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J. o I.R.P.J., de conformidad a lo establecido en los artículos 18 y 19de la presente
reglamentación;

2. Copia certificada del Acta de Asamblea Extraordinaria o del Acta de reunión de Comisión Directiva de la entidad madre en la que se
autoriza la apertura de la filial.

3. En caso de tratarse de una Asociación Civil de extraña jurisdicción, deberá presentar:

1. Copia de su Estatuto y sus eventuales reformas debidamente certificadas;

2. Constancia de inscripción en extraña jurisdicción expedida por el organismo registrador de origen;

3. Certificado de vigencia actualizado.

Artículo 292°: APERTURA DE FILIAL DE FUNDACIONES : Para obtener la inscripción de una filial de una Fundación, además de darse
cumplimiento con lo requerido para la constitución de las fundaciones, se deberá acompañar:

1. Nota dirigida a la máxima autoridad de la I.G.P.J. de conformidad a lo establecido en los artículos 18 y 19 de la presente
reglamentación;

2. Copia certificada del Acta de reunión de Consejo de Administración de la entidad madre en la que se autoriza la apertura de la filial;

3. En caso de tratarse de una Fundación de extraña jurisdicción, deberá presentar:

1. Copia de su Estatuto y sus eventuales reformas debidamente certificadas;

2. Constancia de inscripción en extraña jurisdicción expedida por el organismo registrador de origen;

3. Certificado de vigencia actualizado.

TÍTULO VII: NORMATIVA DE PREVENCIÓN DE LAVADO DE ACTIVOS, FINANCIAMIENTO DEL TERRORISMO Y
FINANCIAMIENTO DE LA PROLIFERACIÓN DE ARMAS DE DESTRUCCIÓN MASIVA.

Artículo 293°: ALCANCE Y FINALIDAD : La I.G.P.J.,  en su carácter de Registro Público, organismo de fiscalización y control de personas
jurídicas y sujeto obligado ante la Unidad de Información Financiera, exigirá, en los trámites de su competencia, la información y
documentación necesaria para dar cumplimiento a la Ley N° 25.246, sus modificatorias, la Ley N° 27.739, las resoluciones dictadas por la
Unidad de Información Financiera y demás normas complementarias en materia de prevención de lavado de activos, financiación del terrorismo
y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva.

Artículo 294°: DEFINICIONES Y REMISIONES NORMATIVAS: A los efectos de la presente resolución, se entenderá por Beneficiario
Final, Persona Expuesta Políticamente, Sujeto Obligado, jurisdicción no cooperante o no colaboradora, activo virtual, Proveedor de Servicios de
Activos Virtuales, Registro Público de Personas y Entidades vinculadas a actos de Terrorismo y su Financiamiento y demás conceptos
vinculados a la prevención de lavado de activos, financiación del terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción
masiva, lo dispuesto por la Ley N° 25.246, sus modificatorias, la Ley N° 27.739 y las resoluciones vigentes de la Unidad de Información
Financiera, o las que en el futuro las sustituyan o modifiquen.

Artículo 295°: PERSONAS EXPUESTAS POLÍTICAMENTE: En los trámites de constitución, autorización para funcionar, inscripción de



sociedades constituidas en el extranjero, contratos asociativos, contratos de fideicomiso, designación o cambio de autoridades, representantes,
fiduciarios, administradores, integrantes de órganos de administración o fiscalización y demás personas humanas que ejerzan funciones
equivalentes, deberá presentarse declaración jurada sobre la condición de Persona Expuesta Políticamente, conforme la normativa vigente de la
Unidad de Información Financiera.

La obligación comprende a los miembros titulares y suplentes de los órganos de administración y fiscalización, representantes legales,
liquidadores, fiduciarios, representantes de contratos asociativos y demás personas humanas que ejerzan funciones de dirección, administración,
representación, fiscalización o control.

Cuando corresponda, deberá informarse también si el beneficiario final reviste la condición de Persona Expuesta Políticamente.

Artículo 296°: En los trámites registrales de constitución, autorización para funcionar, inscripción de sociedades constituidas en el extranjero,
inscripción o modificación de contratos asociativos y contratos de fideicomiso, reformas estatutarias o contractuales, variaciones de capital,
transferencias de participaciones sociales registrables, cambios de autoridades y demás actos que importen modificación relevante de la
estructura de titularidad o control, deberá presentarse declaración jurada de Beneficiario Final.

La declaración deberá identificar a la o las personas humanas que, directa o indirectamente, posean participación, derechos de voto, control
final o ejerzan influencia dominante sobre la persona o estructura jurídica, conforme la normativa vigente de la Unidad de Información
Financiera.

Cuando exista una cadena de titularidad o control, deberá describirse la estructura hasta identificar a la persona humana beneficiaria final. En
contratos de fideicomiso u otras estructuras jurídicas, deberán individualizarse los beneficiarios finales del fiduciante, fiduciario, beneficiario y
fideicomisario, según corresponda. En contratos asociativos, deberán individualizarse los beneficiarios finales de sus integrantes.

La declaración deberá presentarse una vez por año calendario, en la primera oportunidad en que se solicite la inscripción de alguno de los
trámites alcanzados por el presente artículo. En los trámites posteriores efectuados dentro del mismo año calendario será suficiente acreditar su
presentación anterior mediante copia simple o constancia obrante en el legajo, salvo que hubiere existido modificación en la información
declarada.

Artículo 297°: ORÍGEN Y LICITUD DE FONDOS.  Las asociaciones civiles y fundaciones deberán presentar declaración jurada de origen y
licitud de fondos o bienes en los supuestos, condiciones y montos que establezca la normativa vigente de la Unidad de Información Financiera,
cuando reciban aportes, donaciones, legados, subsidios o contribuciones de terceros.

Respecto de sociedades, sociedades constituidas en el extranjero, contratos asociativos, contratos de fideicomiso (incluyendo sus partes) y
demás personas o estructuras jurídicas sujetas a registración, autorización o fiscalización de la I.G.P.J., el Departamento interviniente podrá
requerir, declaración jurada de origen y licitud de fondos o bienes, o documentación respaldatoria adicional, cuando la naturaleza, monto,
modalidad, estructura subjetiva u origen de los fondos, bienes o aportes lo torne razonablemente necesario.

En particular, podrá requerirse dicha declaración o documentación cuando los aportes consistan en activos virtuales, títulos valores, bienes
registrables, bienes situados en el exterior, fondos provenientes del exterior, o cuando intervengan sujetos constituidos, domiciliados o
residentes en jurisdicciones no cooperantes, no colaboradoras o de alto riesgo.

La declaración deberá ser suscripta por los aportantes, donantes, fiduciantes, constituyentes, socios, asociados, terceros aportantes o por quienes
efectúen el aporte, donación, transmisión o integración patrimonial de que se trate. La documentación respaldatoria deberá acompañarse cuando
así lo exija la normativa vigente de la Unidad de Información Financiera o cuando la I.G.P.J. lo requiera mediante observación fundada.

Artículo 298°: SUJETOS OBLIGADOS. Las personas jurídicas, fiduciarios, administradores fiduciarios, representantes de contratos
asociativos o estructuras jurídicas bajo competencia de la I.G.P.J. que revistan el carácter de sujetos obligados ante la Unidad de Información
Financiera deberán declarar tal condición en los trámites que realicen ante este organismo.

Cuando se trate de sujetos sometidos a fiscalización permanente de la I.G.P.J. y no se encuentren bajo supervisión específica del Banco Central
de la República Argentina, Comisión Nacional de Valores, Superintendencia de Seguros de la Nación u otro organismo competente, deberán
acompañar, con la frecuencia establecida en la normativa de la Unidad de Información Financiera, una declaración jurada sobre el estado de
cumplimiento de la normativa dictada por la Unidad de Información Financiera, suscripta por el oficial de cumplimiento y por el representante
legal.

Artículo 299°: SOCIEDADES EXTRANJERAS, JURISDICCIONES DE RIESGO Y ESTRUCTURAS COMPLEJAS.  Cuando
intervengan sociedades constituidas en el extranjero, estructuras jurídicas extranjeras, sociedades offshore, cadenas de titularidad complejas,
jurisdicciones no cooperantes o no colaboradoras en materia fiscal, de lavado de activos, financiación del terrorismo o financiamiento de la
proliferación de armas de destrucción masiva, la I.G.P.J. podrá requerir información complementaria razonable y proporcionada para identificar
beneficiarios finales, verificar la licitud de fondos o bienes y determinar la estructura de titularidad o control.

Artículo 300°: FORMA DE PRESENTACIÓN. Las declaraciones juradas y demás documentación previstas en el presente Título y en las
normas de la Unidad de Información Financiera deberán ser suscriptas por las personas obligadas a suministrar la información, según la



naturaleza del acto o trámite.

Artículo 301°: OMISIÓN O DEFECTO EN LAS DECLARACIONES EXIGIBLES O INFORMACIÓN SUMINISTRADA.  La falta de
presentación, la presentación incompleta o la existencia de inconsistencias sustanciales en las declaraciones juradas previstas en el presente
Título impedirá la inscripción o conclusión del trámite hasta su subsanación.

El Departamento interviniente podrá requerir, mediante observación fundada, la aclaración, rectificación o ampliación de la información
presentada, cuando ello resulte necesario para identificar al beneficiario final, verificar la condición de Persona Expuesta Políticamente,
acreditar el origen y licitud de fondos o determinar la estructura de titularidad o control de la persona o estructura jurídica involucrada.

Artículo 302°: MODELOS. La I.G.P.J. pondrá a disposición de los administrados los modelos de declaraciones juradas correspondientes al
presente Título mediante formularios electrónicos disponibles en la sede digital, aprobados por disposición complementaria; los campos
completados tendrán carácter de declaración jurada (artículo 10 de las presentes Normas).

TÍTULO VIII: NORMAS SUPLETORIAS

Artículo 303°: NORMAS SUPLETORIAS. En los aspectos no reglados por las presentes Normas serán de aplicación supletoria el Código
Civil y Comercial de la Nación, la Ley General de Sociedades N° 19.550, la Ley A N° 2.938 —texto según Ley N° 5.730—, la Ley K N°
3.827, la Ley K N° 5.418, la Ley N° 5.793, la Ley N° 3.997 y la Ley Nacional N° 25.506, y la Ley N° 5.287, así como los principios
enunciados en el artículo 1°.

Artículo 304°: REMISIONES TECNOLÓGICAS. Toda remisión de las presentes Normas a la sede digital, a la plataforma, al sistema o a
los formularios electrónicos se entiende efectuada a las herramientas que habilite el Organismo con intervención del Ministerio de
Modernización, cuya identificación, dirección electrónica y requisitos técnicos se publicarán en el sitio web oficial, sin que su modificación
requiera reforma de las presentes Normas.
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